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Iniciativas

QUE ADICIONA EL INCISO H) AL ARTÍCULO 10 DE LA LEY
GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELEC-
TORALES, RECIBIDA DE LA DIPUTADA MÓNICA HERRERA
VILLAVICENCIO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL
MIÉRCOLES 22 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Mónica Herrera Villavicencio, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55,
fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta asamblea
iniciativa, con base en el siguiente

Planteamiento del problema

En el ámbito municipal de México persiste una prácti-
ca reiterada que vulnera los principios democráticos
de equidad, imparcialidad y auténtica representación
popular: La sucesión en el cargo de presidencias mu-
nicipales y regidurías por parte de familiares directos
o cercanos de quienes ejercen el poder.

Esta práctica, comúnmente asociada al nepotismo
electoral, permite que cónyuges, concubinas o concu-
binos, ascendientes, descendientes y otros parientes
hasta el cuarto grado de consanguinidad o afinidad de
alcaldes y regidores sean postulados como candidatos
para sucederlos de manera inmediata, aprovechando la
influencia política, administrativa y clientelar derivada
del cargo público.

La legislación vigente resulta insuficiente para preve-
nir de manera efectiva esta forma de concentración del
poder político en núcleos familiares, ya que si bien
existen disposiciones generales orientadas a la ética
pública y al combate a la corrupción, no se establece
en las leyes reguladoras de la materia una prohibición
clara, expresa y homogénea que impida la postulación
de familiares cercanos para cargos de elección popular
en el mismo ámbito territorial y de forma consecutiva,
esto a pesar de que en la constitución ya existe esa pro-
hibición.

Esta omisión normativa genera condiciones de compe-
tencia desigual, debilita la confianza ciudadana en los
procesos electorales y perpetúa redes de poder local
que limitan la alternancia democrática y el acceso
equitativo de la ciudadanía a los cargos públicos.

Asimismo, la normalización de estas prácticas afecta
de manera directa la calidad de la democracia munici-
pal, al distorsionar la voluntad popular mediante el uso
indebido de recursos públicos, estructuras guberna-
mentales y posicionamiento institucional en favor de
intereses familiares.

Esto no solo contraviene los principios constituciona-
les de legalidad, igualdad y rendición de cuentas, sino
que también profundiza la percepción de corrupción,
impunidad y patrimonialización del poder público,
particularmente en los municipios, que constituyen el
nivel de gobierno más cercano a la población.

Ante este escenario, resulta necesario atender de mane-
ra legislativa el vacío existente mediante la adopción
de medidas que impidan la sucesión inmediata de fa-
miliares de alcaldes y regidores, garantizando procesos
electorales más justos, transparentes y competitivos.

La ausencia de una regulación específica que combata
el nepotismo electoral en el ámbito municipal repre-
senta un obstáculo estructural para el fortalecimiento
del Estado democrático de derecho y para la consoli-
dación de gobiernos locales basados en el mérito, la
capacidad y la libre decisión ciudadana.

Argumentos que sostienen la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto combatir el ne-
potismo en México. En nuestro país el Nepotismo se
había convertido en una práctica común entre los polí-
ticos y grupos de poder emanados de gobiernos neoli-
berales que veían el ejercicio de gobierno como un ne-
gocio familiar más que como un servicio a la nación.

En muchos casos, familias se han perpetuado en el po-
der municipal a través de generaciones, en las cuales
el poder se iba pasando de padres a hijos, esposas, so-
brinos, hermanos etcétera, ya que hacían uso de los re-
cursos públicos para posicionar a sus familiares y así
poder obtener siempre el triunfo en los procesos elec-
torales y que la administración municipal siguiera
siempre en las manos de los mismos grupos políticos.
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Con esta iniciativa se busca combatir a la corrupción
que en esta clase de sucesiones familiares se presen-
ta de manera constante ya que un familiar encubre,
protege, limpia cuentas y compromete recursos con
el familiar que le antecedió en el poder a fin de pa-
gar el compromiso político de haberlo ayudado a lle-
gar al poder. Así también se busca con esta iniciati-
va fortalecer los ejercicios de transparencia y
rendición de cuentas, ya que una administración mu-
nicipal que no tenga compromisos políticos o lazos
afectivos o familiares con la administración anterior,
coadyuva a la correcta auditoría del ejercicio de los
recursos públicos, denuncia oportunamente las faltas
a la ley cometidas por sus antecesores y evita los
desvíos de recursos y enriquecimiento ilícito come-
tidos en el ejercicio público.

Esta iniciativa como habíamos mencionado combate
al nepotismo, figura política que afecta de manera di-
recta y profunda la apertura política, entendida como
la posibilidad real de que cualquier persona, en condi-
ciones de igualdad, pueda participar, competir y acce-
der al poder público.

El nepotismo también distorsiona la competencia elec-
toral, ya que los familiares de quienes detentan el po-
der parten con ventajas indebidas: control de estructu-
ras políticas, acceso a recursos públicos,
reconocimiento de nombre y redes clientelares. Esto
desincentiva la participación de nuevos liderazgos y
cierra el sistema político a actores externos, debilitan-
do la pluralidad.

Lamentablemente no existen estadísticas oficiales o
censos gubernamentales específicos que midan el por-
centaje exacto de municipios en México gobernados
por parientes directos de las administraciones salien-
tes, ya que el nepotismo no es una categoría estadísti-
ca oficial medida por entidades como el Inegi, sin em-
bargo, diversos análisis periodísticos y estudios
académicos sugieren que la práctica de que familiares
ocupen cargos públicos, a menudo denominada como
“dinastías políticas”, es común en México, especial-
mente a nivel municipal.

La información disponible proviene principalmente de
investigaciones puntuales realizadas por medios de co-
municación u organizaciones de la sociedad civil, más
que de datos estadísticos integrales a nivel nacional.
Estos reportajes suelen identificar casos concretos de

nepotismo o herencia de poder en estados específicos
como Puebla, Veracruz, Oaxaca o Yucatán.

Encuestas de opinión, como las realizadas por Mi-
tofsky y otras casas encuestadoras, han mostrado un
amplio rechazo ciudadano al nepotismo electoral, lo
que indica que es un problema percibido por la pobla-
ción, aunque sin una cifra porcentual precisa de su
ocurrencia.

Las instituciones oficiales como el Inegi publican da-
tos sobre la estructura de los gobiernos municipales, la
participación de las mujeres, la seguridad pública y los
recursos presupuestales, así como el número de votan-
tes, población, edad, género y datos de votación obte-
nida en el proceso electoral, pero no sobre lazos fami-
liares entre administraciones.

Fundamento legal

La presente iniciativa tiene asidera legal en la fracción
II del artículo trigésimo quinto de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, que establece:
“Son derechos de los ciudadanos poder ser votados en
condiciones de paridad para todos los cargos de elec-
ción popular, teniendo las calidades que establezca la
ley.

El derecho de solicitar el registro de candidatos y can-
didatas ante la autoridad electoral corresponde a los
partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciu-
dadanas que soliciten su registro de manera indepen-
diente y cumplan con los requisitos, condiciones y tér-
minos que determine la legislación”.

Por su parte la fracción I del artículo 115 también de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece que cada municipio será gobernado
por un Ayuntamiento de elección popular directa, inte-
grado por un Presidente o Presidenta Municipal y el
número de regidurías y sindicaturas que la ley deter-
mine, de conformidad con el principio de paridad. En
ningún caso, podrá participar en la elección para la
presidencia municipal, las regidurías y las sindicatu-
ras, la persona que tenga o haya tenido en los últimos
tres años anteriores al día de la elección un vínculo de
matrimonio o concubinato o unión de hecho, o de pa-
rentesco por consanguinidad o civil en línea recta sin
limitación de grado y en línea colateral hasta el cuarto
grado o de afinidad hasta el segundo grado, con la per-
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sona que esté ejerciendo la titularidad del cargo para el
que se postula.

En ese mimo sentido, también el Artículo 10 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales
establece los requisitos para ser candidatos a diputa-
das, diputados, senadoras y senadores de la república,
la base también para los requisitos que deben cumplir
aquellas personas que quieran ser candidatos a la titu-
laridad del Poder Ejecutivo en los sistemas federal, es-
tatal y municipal;

Por lo anterior debe inferirse que es obligación de es-
ta legislatura redactar los estatutos correspondientes a
fin de armonizar la Constitución Política con las leyes
secundarias en materia electoral a fin de evitar que se
siga consumando la imposición de familiares en la su-
cesión de los puestos de elección popular.

Ordenamiento por modificar

Por lo expuesto se propone adicionar el inciso h) al ar-
tículo 10 de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales.

Texto normativo propuesto

Por lo expuesto se propone respetuosamente el si-
guiente cambio

Una vez manifestado lo anterior, se propone, el si-
guiente proyecto de

Decreto que adiciona el inciso h) al artículo 10 de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales

Único. Se adiciona el inciso h) al artículo 10 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
para quedar como sigue:

Artículo 10.

1. …

a) a g) …

h) En ningún caso, podrá participar en la elec-
ción para ocupar un cargo público como Presi-
dente de la República, Gobernador, Diputada,
Diputado, Senador, Senadora, regidurías, sindi-
caturas y presidentes municipales, la persona que
tenga o haya tenido en los últimos tres años an-
teriores al día de la elección un vínculo de matri-
monio o concubinato o unión de hecho, o de pa-
rentesco por consanguinidad o civil en línea recta
sin limitación de grado y en línea colateral hasta
el cuarto grado o de afinidad hasta el segundo
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grado, con la persona que esté ejerciendo la titu-
laridad del cargo para el que se postula.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los congresos de las entidades federativas
deberán realizar en un plazo de tres años las adecua-
ciones a sus leyes locales en materia electoral a fin de
armonizarlas con el presente decreto.

Sede de la Comisión Permanente,
a 22 de julio de 2026.

Diputada Mónica Herrera Villavicencio (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Reforma Política-Electoral.  Julio 22 de
2026.)

QUE REFORMA LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL
CONSUMIDOR, EN MATERIA DE REGULACIÓN DE PUBLICI-
DAD AUTOMATIZADA DIRIGIDA A LA INFANCIA Y ADOLES-
CENCIA, RECIBIDA DE LA DIPUTADA KARINA ISABEL MAR-
TÍNEZ MONTAÑO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE
DEL MIÉRCOLES 22 DE JULIO DE 2026

Karina Isabel Martínez Montaño, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II; 78, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como 55, fracción II y 56 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los

Estados Unidos Mexicanos, presenta a consideración
de esta Comisión Permanente la iniciativa con proyec-
to de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La publicidad1 en México ha evolucionado a partir de
las necesidades sociales y del desarrollo tecnológico,
factores que han generado un cambio radical en los pa-
trones de consumo y en las estrategias de comerciali-
zación, tanto locales como globales. Si bien estos
avances han diversificado los canales de acceso a la
información y la conectividad, también han expuesto a
los sectores más vulnerables de la población a dinámi-
cas de mercado marcadamente asimétricas y de natu-
raleza invasiva.

En este contexto de la transformación digital, las asi-
metrías de mercado se han agudizado con la irrupción
de la Inteligencia Artificial y la analítica predictiva de
datos. Actualmente, los proveedores de bienes y servi-
cios no limitan su actividad publicitaria a la difusión
masiva y unilateral de anuncios, sino que despliegan
dinámicas de perfilamiento automatizado que permi-
ten segmentar e impactar de forma directa a niños, ni-
ñas y adolescentes. El riesgo para la niñez y adoles-
cencia se maximiza cuando dichos sistemas
automatizados son programados para imitar el com-
portamiento, el lenguaje, los códigos visuales y las di-
námicas psicosociales propias de las etapas tempranas
del desarrollo humano. Esta técnica de mimetización
digital se traduce en una modalidad de publicidad abu-
siva diseñada para instrumentalizar la credulidad in-
fantil, distorsionar la voluntad del menor y manipular
sus decisiones de consumo.

La gravedad de estas prácticas radica en que impactan
de forma directa sobre una población cuya estructura
neurocognitiva se encuentra en pleno proceso de ma-
duración. De acuerdo con la neurociencia del desarro-
llo, las funciones ejecutivas del cerebro responsables
del pensamiento crítico, la evaluación de riesgos y el
control de impulsos, no completan su desarrollo sino
hasta la edad adulta temprana. Por tanto, la niñez y
adolescencia carecen de las herramientas cognitivas
necesarias para identificar plenamente la intencionali-
dad persuasiva de un entorno digital automatizado.

Al interactuar con sistemas de Inteligencia Artificial
que mimetizan sus conductas, los menores no perciben
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un estímulo comercial, sino una interacción orgánica y
simétrica, lo que anula su escepticismo y los coloca en
una situación de indefensión y vulnerabilidad frente al
proveedor.

De acuerdo con la observación general número 25
(2021) de la Convención sobre los Derechos del Niño,
el procesamiento de datos personales encaminados a
generar contenidos de ingreso o de pago, afectan las
experiencias digitales de los niños dando lugar a vio-
laciones o vulneraciones de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes. Asimismo, es importante que los
Estados prohíban la “elaboración de perfiles o la se-
lección de niños de cualquier edad con fines comer-
ciales mediante un registro digital de sus característi-
cas reales o inferidas, incluidos los datos grupales o
colectivos, la selección por asociación o los perfiles de
afinidad.

Las prácticas basadas en la publicidad subliminal, la
analítica emocional, la publicidad inmersiva y la pu-
blicidad en entornos de realidad virtual y aumentada
para promocionar productos, aplicaciones y servicios
también deben tener prohibida la interacción directa o
indirecta con niños”.2

Bajo la óptica del desarrollo tecnológico actual, la pro-
hibición propuesta respecto a la imitación engañosa
del comportamiento infantil mediante Inteligencia Ar-
tificial no hace referencia al programa de automatiza-
ción publicitaria común, sino al fenómeno de la antro-
pomorfización3 digital y los agentes sintéticos.4

En el caso de la niñez, la antropomorfización digital se
logra mediante la creación de avatares interactivos que
gesticulan, muestran emociones y se expresan en pri-
mera persona; asimismo, este fenómeno aprovecha el
desarrollo cognitivo de los menores y su susceptibili-
dad ante sesgos adaptativos.

Por ello, si una interfaz digital se dirige a ellos con
empatía y mimetiza sus códigos, el menor de edad no
realiza el proceso mental de catalogarlo como un pro-
grama de cómputo comercial, sino como un ente so-
cial. Respecto a los agentes sintéticos, estos utilizan la
analítica predictiva y modelos de lenguaje para proce-
sar las respuestas del menor en milisegundos; si el al-
goritmo detecta que el usuario utiliza cierto lenguaje,
que mantiene horarios y tiempos de conectividad re-
currentes o que responde de mejor manera a estímulos

de validación afectiva, el agente sintético muta su
comportamiento para mimetizarse con el del niño,
convirtiéndose en un espejo conductual diseñado deli-
beradamente para agradar e inducir al consumo.

Esta preocupación de orden internacional encuentra un
correlato fáctico y alarmante en la realidad nacional.
Hoy en día, la actividad publicitaria ha migrado de
manera masiva hacia las plataformas digitales. Si bien
es cierto que gran cantidad de niñas, niños y adoles-
centes continúan siendo consumidores de televisión
abierta y restringida, existe una concentración signifi-
cativamente mayor de menores de edad que interactú-
an como usuarios activos en redes sociales, recibiendo
el impacto de la publicidad a través de entornos tecno-
lógicos. De acuerdo con los datos oficiales de la En-
cuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecno-
logías de la Información en los Hogares (ENDUTIH)
2025, entre los años 2015 y 2025 se registró un incre-
mento en el número de usuarios de internet en el país,
pasando de 61.4 a 104.9 millones de personas.

Aunado a lo anterior, el porcentaje de la población in-
fantil y adolescente que se integra a este entorno digi-
tal aumentó de forma crítica: en 2015 se registró que
el 63.3 por ciento de los menores de entre 6 y 14 años
eran usuarios de internet, mientras que para el año
2025 la cifra se disparó al 85.4 por ciento.

Asimismo, el sector juvenil de entre 15 y 24 años tran-
sitó del 85.2 por ciento en 2015 al 97.6 por ciento en
2025.5

Asimismo, los hallazgos institucionales del Instituto
Federal de Telecomunicaciones (IFT) en su estudio so-
bre audiencias infantiles y consumo de publicidad de-
muestran que las niñas y niños en México se exponen
de manera cotidiana a contenidos y bloques publicita-
rios insertos en la programación que no están dirigidas
originalmente al público infantil, tales como telenove-
las y dramatizados unitarios, los cuales registran picos
de audiencia en menores. Este fenómeno de exposi-
ción incidental, concentrado de manera alarmante en
más del 70 por ciento en niños, niñas y adolescentes de
entre 7 y 12 años.6

La realidad fáctica descrita por el órgano regulador
confirma que la infancia interactúa con narrativas co-
merciales de forma desprotegida, haciendo indispen-
sable que esta ley faculte a la Procuraduría para verifi-
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car la publicidad en función del contexto real de su di-
fusión y las circunstancias especiales del mercado.

Esta problemática ya ha sido abordada a nivel interna-
cional. Por ejemplo, la Unión Europea, a través del
Reglamento (EU) 2024/1689, ha establecido normas
armonizadas en materia de Inteligencia Artificial con
el objetivo de garantizar mejores condiciones de des-
arrollo y uso de esta tecnología. En su artículo 5, rela-
tivo a las prácticas de IA prohibidas, se proscribe la in-
troducción en el mercado, la puesta en servicio o la
utilización de un sistema de IA que haga uso de técni-
cas subliminales que trasciendan la conciencia de una
persona o de técnicas manipuladoras o engañosas con
el objetivo de alterar de manera sustancial el compor-
tamiento de una persona o de un colectivo. El citado
ordenamiento internacional enfatiza la gravedad cuan-
do dichas tecnologías explotan las vulnerabilidades es-
pecíficas de un grupo derivadas de su edad, merman-
do su capacidad de discernimiento y propiciando que
se tome una decisión que, de otro modo, no se habría
adoptado.7

Por su parte, el Reino Unido implementó el Código de
Diseño Apropiado para la Edad (Age Appropriate De-
sign Code), el cual comprende 15 estándares obligato-
rios para los servicios digitales que procesan datos de
menores. Este ordenamiento prohíbe el uso de funcio-
nes de empuje8 (nudge techniques) y perfiles automa-
tizados que utilicen la psicología del comportamiento
para incentivar a la niñez a permanecer más tiempo en
línea o a realizar consumos comerciales imprevistos,
determinando que el empleo de estas técnicas contra-
viene los principios de lealtad y transparencia.

Aunado a lo anterior, dicho marco jurídico aborda la
técnica de elaboración de perfiles, especificando que es-
ta práctica suele utilizarse para sugerir o presentar con-
tenidos dirigidos, determinar la frecuencia y temporali-
dad de su visualización, o bien, identificar a los usuarios
como miembros de colectivos específicos.9

Por ende, el estándar internacional mandata que las
que las plataformas no deben moldear el comporta-
miento de los menores mediante perfiles predictivos
basados en vulnerabilidades emocionales.

En esta misma línea de protección internacional, el
modelo estadounidense aporta un criterio fundamental
a través de la Comisión Federal de Comercio (FTC,

por sus siglas en inglés). Este órgano regulador ha de-
terminado que el uso de perfiles automatizados en la
infancia trasciende la publicidad engañosa tradicional,
categorizándolo como una práctica desleal por difumi-
nación de límites (blurred advertising). La FTC ha ad-
vertido sobre el riesgo sistémico de que las platafor-
mas tecnológicas desplieguen agentes sintéticos
diseñados para fomentar relaciones parasociales con
los menores de edad; es decir, generar interacciones
donde el algoritmo mimetiza el lenguaje y la empatía
de un usuario real para simular una relación de afini-
dad.10

Por lo que respecta a América Latina, Brasil es uno de
los países que busca incorporar en su legislación nor-
mas en materia de regulación de sistemas orientados a
interactuar o perfilar a niños, niñas y adolescentes, co-
mo es el caso del Proyecto de Ley número 2338 de
2023, en el cual se prevé que los sistemas de Inteli-
gencia Artificial destinados a grupos vulnerables (ni-
ñas y niños, adolescentes, personas ancianas o con dis-
capacidad) deberán ser desarrollados de tal manera
que las personas entiendan su funcionamiento y cómo
se están tratando sus datos.

En ese sentido, se considera como riesgo excesivo la
implementación y utilización de sistemas de inteligen-
cia artificial si estos implementan técnicas sublimina-
les para indiciar, mediante la explotación de vulnera-
bilidades (tales como las asociadas con la edad o una
discapacidad física o mental) determinado comporta-
miento que resulte perjudicial o peligrosa para su sa-
lud o seguridad.11

En el ordenamiento jurídico mexicano, esta alarmante
realidad fáctica y tecnológica encuentra un marco de
respuesta obligatorio en el Principio del Interés Supe-
rior de la Niñez, previsto en el artículo 4° de nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Este cuerpo normativo, en armonía con la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, obliga a las autoridades mexicanas a adoptar
medidas reforzadas para garantizar el bienestar y el
desarrollo integral de los menores, mandato que vin-
cula de forma directa el diseño de las políticas de re-
gulación del mercado y protección al consumidor.12

Bajo esta premisa de protección constitucional, es im-
perativo adecuar los instrumentos jurídicos secunda-
rios que regulan las relaciones de consumo en el país.
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El texto vigente del artículo 32 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor13 establece que la publici-
dad deber ser veraz, clara y exenta de descripciones
que induzcan a error o confusión por ser engañosas o
abusivas; sin embargo, estos estándares tradicionales
fueron creados para un modelo de comunicación ana-
lógico, estático y unidireccional.

En el panorama actual, dominado por la Inteligencia
Artificial, la distorsión del mercado ya no deriva de la
falsedad explícita en las características de un produc-
to, sino del despliegue de agentes sintéticos que mani-
pulan los sesgos afectivos de la infancia y adolescen-
cia mediante la suplantación interactiva de su
identidad. Al no encontrarse tipificada esta modalidad
de explotación algorítmica dentro de las prácticas co-
merciales abusivas, se genera un vacío normativo que
desprotege a los menores, haciendo necesaria esta adi-
ción para prohibir expresamente la mimetización en-
gañosa de la conducta infantil con fines de lucro.

Para asegurar la eficacia material de esta prohibición,
no basta con decretar la ilegalidad de la conducta; es
indispensable dotar a la Procuraduría Federal del Con-
sumidor de las herramientas normativas que le permi-
tan desplegar una actividad fiscalizadora dinámica y
adaptable a la velocidad de la evolución tecnológica.

La naturaleza cambiante de los algoritmos de Inteli-
gencia Artificial y el diseño de interfaces persuasivas
exige que el órgano regulador cuente con la facultad
explícita de emitir lineamientos técnicos para el análi-
sis y verificación de la publicidad automatizada en
función del contexto real de su difusión. De esta ma-
nera, al robustecer las atribuciones de la Procuraduría
para evaluar el entorno tecnológico, los picos de au-
diencia incidental y las circunstancias especiales del
mercado digital, el Estado mexicano contará con un
mecanismo de defensa institucional ágil, oportuno y
eficaz para salvaguardar la libre elección de consumo
de las niñas, niños y adolescentes en los entornos de
computación cognitiva.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto
de decreto por el que se reforma la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, presentándose el cuadro com-
parativo para su mayor comprensión:

Por tal motivo someto a análisis, discusión y, en su ca-
so, aprobación de esta soberanía del siguiente proyec-
to de 

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, en materia de
regulación de publicidad automatizada dirigida a
la infancia y adolescencia 

Único. Se adiciona un párrafo octavo al artículo 32 de
la Ley Federal de Protección al Consumidor, para que-
dar como sigue: 

Artículo 32.- La información o publicidad relativa a
bienes, productos o servicios que se difundan por cual-
quier medio o forma, deberán ser veraces, comproba-
bles, claros y exentos de textos, diálogos, sonidos,
imágenes, marcas, denominaciones de origen y otras
descripciones que induzcan o puedan inducir a error o
confusión por engañosas o abusivas. 

(…)

(…)

(…)

(…)
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(…)

(…)

Queda prohibido crear y utilizar perfiles automati-
zados, mediante el uso de Inteligencia Artificial, pa-
ra el despliegue de publicidad dirigida a la niñez y
adolescencia en la que se imiten de manera enga-
ñosa el comportamiento infantil o adolescente para
incentivar o manipular el consumo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 
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Comisión Permanente, a 22 de julio de 2026. 

Diputada Karina Isabel Martínez Montaño (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad,
con opinión de   la Comisión de Derechos de la Niñez y Adoles-
cencia.  Julio 22 de 2026.)

QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, Y LA LEY FEDERAL DE
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE
LOS PARTICULARES EN MATERIA DE PROTECCIÓN A LA
IMAGEN DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, RECIBIDA
DE LA DIPUTADA KARINA ISABEL MARTÍNEZ MONTAÑO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN
DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 22 DE JU-
LIO DE 2026

La que suscribe, diputada Karina Isabel Martínez
Montaño, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II; 78, fracción III, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como 55,
fracción II; y 56, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presento a consideración de esta Comisión
Permanente, la iniciativa con proyecto de decreto, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Nos encontramos inmersos en una era digital donde la
proyección de la vida privada se gestiona de manera
cotidiana a través de las redes sociales; una realidad en
la que compartir el día a día parece un acto ordinario de
libertad de expresión y desarrollo de la personalidad.
No obstante, mientras que en los adultos la publicación

de contenidos —tales como ubicaciones, actividades
cotidianas y vínculos asociativos— suele ser el resulta-
do de una decisión informada y consciente sobre el
destino de su huella digital, la situación se torna crítica
al analizar el impacto en la niñez. Cuando la informa-
ción compartida vulnera el entorno íntimo de un o una
menor de edad, se genera una huella digital imborrable
que compromete su derecho a la privacidad, a la propia
imagen y a la reserva de sus datos personales.

Es importante precisar que, en la gran mayoría de los
casos, esta exposición no proviene del dolo o del áni-
mo de vulnerar a las infancias; por el contrario, res-
ponde al deseo legítimo orientado a integrar las viven-
cias familiares al entorno digital. Sin embargo, las
implicaciones tecnológicas y jurídicas de esta conduc-
ta trascienden la buena fe de las personas cuidadoras,
tipificándose en la dimensión digital como sharenting
(Se define como la práctica de los padres de publicar
en internet fotos, vídeos o información sobre sus hijos
menores de edad).

Para dimensionar los alcances de este fenómeno, la or-
ganización Save the Children señala que este término
proviene de las palabras en inglés share (compartir) y
parenting (crianza). Es la práctica cada vez más habi-
tual de madres y padres, en la que exponen pública y
constantemente la vida de sus hijas e hijos en la red
(cumpleaños, actividades, momentos de ocio, etc.)”1

En conformidad con esta visión global, y aterrizando
la problemática en el contexto de nuestro marco de
protección de la información, el Instituto Nacional de
Transparencia Acceso a la Información y Protección
de Datos Personales estableció que el sharenting es “la
publicación masiva de información y datos de niñas,
niños y adolescentes en Internet por parte de sus ma-
dres, padres o personas tutoras”.2

Ahora bien, cuando una persona progenitora o tutora
comparte contenido de un menor de edad esta infor-
mación se concibe como sensible toda vez que afecta
su imagen y se incorpora a una cadena de flujo infor-
mativo. Este ciclo consta de tres fases: primero, la di-
fusión inicial; segundo, la replicación de los recepto-
res principales (familia directa o amigos cercanos)
hacia terceras personas; y finalmente, el almacena-
miento indefinido por usuarios fuera del entorno segu-
ro. Esta pérdida de privacidad en internet implica ries-
gos de gravedad institucional para las infancias, como
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el uso indebido de material audiovisual por parte de
desconocidos, ciberacoso, suplantación de identidad o
grooming.3

Uno de los riesgos inmediatos es la falta de privacidad,
las personas menores de edad no tienen la capacidad
jurídica de otorgar un consentimiento para autorizar la
difusión de su imagen en redes sociales, es por ello
que progenitores y tutores tienen la responsabilidad de
velar por los intereses del menor considerando las im-
plicaciones de compartir contenido de acuerdo con las
políticas de privacidad de cada plataforma, vale la pe-
na precisar que, una vez subida la imagen, se pierde la
titularidad real debido a los términos de servicio de las
plataformas, dificultando su remoción posterior por la
vía ordinaria.

La necesidad de una intervención legislativa se basa
en evidencia empírica global. En 2024, se aplicó un
cuestionario anónimo a 228 padres de niños menores
de edad que asistían a consulta pediátrica del Hospital
Umberto I de la Universidad Sapienza de Italia, los re-
sultaron arrojaron que el 75 por ciento de ello publica-
ba contenido relacionada con sus hijos en redes socia-
les, lo alarmante es que el 31 por ciento comenzaron a
compartir la información a los primeros 6 meses de vi-
da de los niños y niñas.

Además, se indagó en las razones por las cuales los pa-
dres compartían información de sus hijos o hijas: el 41
por ciento manifestó que lo hacían para “compartir la
vida diaria”, el 40 por ciento lo hace como una mues-
tra de orgullo mientras que solo el 3 por ciento admi-
tieron hacerlo por motivos laborales y 1 por ciento re-
cibió una remuneración económica por dicha
actividad. Lo más alarmante es que el 93 por ciento de
los encuestados desconocían la legislación y los ries-
gos relacionados con el sharenting.4

Ahora bien, en el informe EU Kids Online 2020: resul-
tados de la encuesta de 19 países, realizado por EU
Kids (red de investigadores financiada por la Comisión
Europea con el propósito de desarrollar acciones para
la creación de entornos seguros para niños en la Red),5
se recolectaron datos de encuestas llevadas a cabo en
19 países europeos con un total de 25,101 participantes
entre 9 y 17 años. Se presentaron preguntas a los en-
cuestados como “Mi padre/madre/tutor publicó infor-
mación (como texto, fotos o vídeos) sobre mí en inter-
net sin preguntarme primero si estaba de acuerdo; Le

pedí a mi padre/madre/tutor que eliminara lo que había
publicado en internet; Me sentí mal por la información
que mis padres publicaron en línea; Recibí comentarios
negativos o hirientes de alguien por algo que mi pa-
dre/madre/tutor publicó en línea”.

Los resultados evidenciaron que, aunque los menores
brinden su consentimiento para que su información
sea publicada en determinada etapa de su infancia, en
muchos casos solicitan a sus padres o tutores la elimi-
nación de ese contenido, por ejemplo: “Entre el 3 por
ciento (Lituania) y el 29 por ciento (Rumanía) de los
niños de entre 12 y 16 años pidieron a sus padres que
eliminaran el contenido que publicaban en internet”.6

En el contexto de México, la UNICEF declaró que “50
por ciento de las niñas y niños entre 6 y 11 años son
usuarios de internet o de una computadora y en el ca-
so de los adolescentes de 12 a 17 años, entre el 80 y 94
por ciento usan internet o una computadora.”7 Asimis-
mo, el INAI, en el cuadernillo para fomentar la segu-
ridad de niñas, niños y adolescentes en internet, se re-
firió a una encuesta realizada por la firma de seguridad
AVG, la cual arrojó que el “23 por ciento de las niñas,
niños y adolescentes tienen presencia en línea, incluso
antes de nacer”, lo anterior en virtud de que los proge-
nitores, tutores o cualquier familiar comparten imáge-
nes de las ecografías durante el embarazo.8

La evidencia estadística y el impacto socioemocional
expuestos permiten visibilizar los desafíos del sharen-
ting y la pérdida del control de la identidad digital de
la niñez, que

constituyen un desafío que rebasa los mecanismos le-
gales de protección al menor. Por tal motivo, diversas
naciones se han puesto en marcha para la actualización
de su normativa. Uno de los países pioneros en la re-
gulación de esta práctica digital es Francia, quien el 19
de febrero de 2024 adoptó una ley para proteger la pri-
vacidad de los niños desde la perspectiva del derecho
a su imagen. La Ley nº 2024-120 establece en el artí-
culo 2 la homologación de la propia ley con el Código
Civil previendo que “Los padres protegen conjunta-
mente los derechos de imagen de su hijo menor de
edad, en cumplimiento del derecho a la privacidad
mencionado en el artículo 9. Los padres involucran al
niño en el ejercicio de sus derechos de imagen, de
acuerdo con su edad y nivel de madurez”.9
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Asimismo, modifica el artículo 337 del Código Civil
incorporando que “Cuando la difusión de la imagen
del niño por parte de sus padres menoscaba grave-
mente la dignidad o la integridad moral del niño, la
persona, institución o servicio de bienestar infantil de-
partamental que haya acogido al niño o a un miembro
de la familia también puede solicitar al juez que dele-
gue el ejercicio de los derechos de imagen del niño.”10

La Unión Europea estableció en el Reglamento Gene-
ral de Protección de Datos las condiciones aplicables
al consentimiento respecto al tratamiento de sus datos
personales, asimismo considera el Derecho al olvido
(‘derecho a ser borrado’) refiriendo que “el interesado
tendrá derecho a obtener del responsable del trata-
miento la supresión de los datos personales que le con-
ciernen sin dilación indebida, y el responsable del tra-
tamiento tendrá la obligación de suprimir los datos
personales sin dilación indebida”.11

A nivel mundial, países como Australia, Bélgica, Rei-
no Unido, Francia, Alemania, Italia, Indonesia, Mala-
sia, Países Bajos, Noruega y Emiratos Árabes, han
avanzado con regulaciones para limitar el uso de pla-
taformas digitales entre menores. El gobierno de Aus-
tralia, por ejemplo, se ha pronunciado al respecto me-
diante acciones para proteger a los niños, niñas y
adolescentes en entornos digitales. En diciembre de
2025 prohibió la participación de menores de 16 años
en determinadas plataformas digitales con la emisión
de la Ley de Enmienda sobre Seguridad en Línea, a
través de la cual requiere que las plataformas imple-
menten métodos para verificar la edad de quienes se
registran o están registrados, incluyendo desactivación
de cuentas.12 No obstante, existen formas de eludir es-
ta medida como el uso de redes privadas virtuales
(VPN) o la creación de perfiles con datos falsificados
como el nombre y la edad.

Por lo que respecta a la tutela de los derechos de niños,
niñas y adolescentes en entornos virtuales, el gobierno
Español emitió la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciem-
bre, de Protección de Datos Personales y garantía de los
derechos digitales en el cual reconoce que la exposición
digital de menores puede provenir de su propio núcleo
familiar, estipulando en el artículo 84 lo siguiente:

Los padres, madres, tutores, curadores o representan-
tes legales procurarán que los menores de edad hagan
un uso equilibrado y responsable de los dispositivos

digitales y de los servicios de la sociedad de la infor-
mación a fin de garantizar el adecuado desarrollo de su
personalidad y preservar su dignidad y sus derechos
fundamentales. (…) La utilización o difusión de imá-
genes o información personal de menores en las redes
sociales y servicios de la sociedad de la información
equivalentes que puedan implicar una intromisión ile-
gítima en sus derechos fundamentales determinará la
intervención del Ministerio Fiscal, que instará las me-
didas cautelares y de protección previstas en la Ley
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurí-
dica del Menor.13

Bajo esta misma tesitura, la legislación española intro-
duce mecanismos de atención ante la viralización de
contenidos sensibles mediante el Derecho de rectifica-
ción en Internet, en el cual “Los responsables de redes
sociales y servicios equivalentes adoptarán protocolos
adecuados para posibilitar el ejercicio del derecho de
rectificación ante los usuarios que difundan conteni-
dos que atenten contra el derecho al honor, la intimi-
dad personal y familiar en Internet y el derecho a co-
municar o recibir libremente información veraz (…)”.

Es de importante mencionar que esta ley atiende la ne-
cesidad de incorporar el Derecho al Olvido Digital es-
tableciendo que toda persona tiene el derecho de que
la información publicada en redes sociales sea supri-
mida con la simple solicitud. En caso de que el afecta-
do sea un menor de edad o sus derechos hayan sido
afectados durante su minoría de edad, el prestador de-
berá proceder a su supresión por su simple solicitud,
sin necesidad de que se incurra en que los datos sean
inadecuados, no actualizados o excesivos.114

En México no contamos con una legislación que regu-
le específicamente el sharenting, no obstante, es indis-
pensable identificar los ordenamientos en donde se si-
túan el ejercicio de la patria potestad y el derecho al
libre desarrollo de la personalidad y la intimidad del
menor. Por lo que respecta al principio de interés supe-
rior de la niñez, se consagra en el artículo 4 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción
de sus necesidades de alimentación, salud, educación
y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este
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principio deberá guiar el diseño, ejecución, segui-
miento y evaluación de las políticas públicas dirigidas
a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obliga-
ción de preservar y exigir el cumplimiento de estos de-
rechos y principios.15

Bajo este principio, se velará y cumplirá con la satis-
facción de los derechos de niñas, niños y adolescentes
estableciendo la responsabilidad del Estado y de los
padres o personas tutoras para proteger los datos per-
sonales de los menores. La Constitución también pre-
vé el ejercicio y acceso a información se refiere tam-
bién a la vida privada y los datos personales, los cuales
serán protegidos en los términos y con las excepciones
que fijen las leyes.16

Ahora bien, la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes contempla de manera general la
protección del Derecho a la Intimidad, en el cual se es-
tablece que NNyA tienen derecho a la protección de
sus datos personales y no podrán ser objeto de injeren-
cias arbitrarias o ilegales en su vida privada, tampoco
de divulgaciones ilícitas de información o datos perso-
nales. La ley también establece que aquellas personas
que ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custo-
dia están el velar por el interés superior de la niñez.

En ese sentido, el artículo 77 refiere la violación a la
intimidad de menores de edad cuando el manejo di-
recto de su imagen, nombre y datos personales atenten
contra su honra, sus derechos o los pongan en riesgo,17

sin embargo, esta regulación es aplicable a los medios
de comunicación que cuenten con concesión para
prestar el servicio de radiodifusión y telecomunicacio-
nes, no contempla la participación directa de padres o
tutores.

Por lo que respecta a la Ley General de Protección de
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados,
plantea un capítulo completo destinado a los derechos
ARCO (Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposi-
ción). De acuerdo al numeral 41, la persona titular po-
drá exigir el cese del tratamiento de su información en
los siguientes casos:

I. Aun siendo lícito el tratamiento, el mismo debe
cesar para evitar que su persistencia le cause un da-
ño o perjuicio, y

II. Sus datos personales sean objeto de un tratamien-
to automatizado, el cual le produzca efectos jurídi-
cos no deseados o afecte de manera significativa sus
intereses, derechos o libertades, y estén destinados a
evaluar, sin intervención humana, determinados as-
pectos personales de la misma o analizar o predecir,
en particular, su rendimiento profesional, situación
económica, estado de salud, preferencias sexuales,
fiabilidad o comportamiento. 18

La ley también contempla el ejercicio de los derechos
ARCO de personas menores de edad, que estará a las
reglas de representación dispuestas en el mismo orde-
namiento. En este punto se problematiza este derecho,
toda vez que el menor de edad está supeditado a que lo
realicen sus padres o tutores en su representación, en
otras palabras, no cuenta con un mecanismo ágil e in-
dependiente para exigir la cancelación de sus datos por
sí mismo.

Asimismo, los Códigos en materia Civil a nivel fede-
ral y local, establecen el daño moral entendido como
“se entiende la afectación que una persona sufre en sus
sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, repu-
tación, vida privada, configuración y aspecto físicos, o
bien en la consideración que de sí misma tienen los de-
más. Se presumirá que hubo daño moral cuando se
vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertad o la
integridad física o psíquica de las personas”.19 En es-
te caso, las y los menores no pueden demandar de for-
ma ordinaria para la reparación del daño toda vez que
sus padres y/o tutores mantienen la representación le-
gal y la patria potestad.

Finalmente, es relevante partir de las legislaciones y
modelos que ya han sido implementados a nivel inter-
nacional, los cuales se fundamentan en estudios y es-
tadísticas acordes a las necesidades y condiciones de
cada Estado. No obstante, el entorno digital evolucio-
na de manera acelerada, generando nuevas condicio-
nes de vulnerabilidad que afectan el desarrollo de la
niñez y la adolescencia.

Ante esta situación, se estima que el rango de los 14
años constituye el parámetro idóneo para armonizar la
capacidad progresiva de los menores de edad con la le-
gislación digital; permitiendo que, a partir de esta
edad, puedan ejercer de forma autónoma e indepen-
diente sus derechos ARCO (Acceso, Rectificación,
Cancelación y Oposición), así como solicitar directa-
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mente a las plataformas sociodigitales la eliminación
inmediata de sus fotografías e información personal.

Esta medida se justifica bajo diversas consideraciones
derivadas del análisis normativo, empírico y sociode-
mográfico expuesto. En primer lugar, la legislación
mexicana actual, condiciona el ejercicio de los dere-
chos ARCO y las acciones por daño moral a la repre-
sentación de los progenitores o personas tutoras, gene-
rando así una contradicción jurídico-institucional
cuando la vulneración a los derechos del menor pro-
viene directamente del núcleo familiar con la práctica
del sharenting. Al habilitar la facultad de ejercer estos
derechos de manera independiente a partir de los 14
años, se dota al adolescente de un mecanismo ágil y
directo para salvaguardar su privacidad, sin depender
de la voluntad de quienes originaron la exposición.

En segundo lugar, de conformidad con el artículo 4
Constitucional y las directrices internacionales (como
las legislaciones adoptadas en Francia y España), el
Estado mexicano debe proveer las herramientas nece-
sarias para que los menores participen en la protección
de su propia imagen según su edad y madurez. A la
edad de 14 años, los jóvenes poseen el desarrollo so-
cioemocional y cognitivo para identificar los riesgos
digitales y las afectaciones que recaen sobre su perso-
na, así como la habilidad para manifestar su incomo-
didad e inconformidad con la exposición de su vida
privada.

En tercer lugar, vale la pena recalcar que los datos em-
píricos muestran que el porcentaje de NNyA en Méxi-
co son usuarios activos de internet, y gran parte de
ellos se siente afectado por la información (imágenes,
vídeos y datos personales) que sus progenitores y per-
sonas tutoras publicaron durante su infancia sin su
consentimiento. Dado que las políticas actuales de las
plataformas digitales dificultan la eliminación de con-
tenido una vez que ha sido publicado en la red, es ne-
cesario implementar una reforma legal que facilite es-
te proceso con la simple solicitud del menor, a efecto
de proteger su dignidad y libre desarrollo de su perso-
nalidad. 

Finalmente, con esta reforma se busca que México
transite hacia una vanguardia legislativa que no solo
reconozca los entornos virtuales como espacios de
riesgo, sino que otorgue las herramientas legales a las
juventudes para recuperar el control de su identidad

digital y detener la difusión de una huella digital im-
borrable y no consensuada.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto
de decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes y de la Ley Federal de Protección
de Datos Personales en Posesión de los Particulares,
presentándose el cuadro comparativo para su mayor
comprensión:
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Por tal motivo, someto a análisis, discusión y, en su ca-
so, aprobación de esta soberanía del siguiente proyec-
to de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, y de la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares, en materia de protección de datos per-
sonales de Niñas, Niños y Adolescentes.

Primero. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 76
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes; para quedar como sigue:

Artículo 76. Niñas, niños y adolescentes tienen dere-
cho a la intimidad personal y familiar, y a la protección
de sus datos personales.

…

…

Para garantizar el derecho a la intimidad en el en-
torno digital, los proveedores de servicios y plata-
formas digitales estarán obligados a suprimir los
contenidos o publicaciones que vulneren o pongan
en riesgo la privacidad de niñas, niños o adolescen-
tes. Esta medida procederá a solicitud de quienes
ejerzan la patria potestad, tutela, guarda y custo-
dia, o de la propia persona menor de edad a partir
de los catorce años.

Segundo. Se reforma el artículo 22, párrafo único; se
adiciona la fracción octava al artículo 25, de la Ley Fe-
deral de Protección de Datos Personales en Posesión
de los Particulares, para quedar como sigue:

Artículo 22. La persona titular tendrá derecho a acce-
der a sus datos personales que obren en posesión del

responsable, así como conocer la información relacio-
nada con las condiciones y generalidades de su trata-
miento, a través del aviso de privacidad, salvo las ex-
cepciones previstas en esta Ley para los derechos
de cancelación y oposición de personas menores de
edad.

Artículo 25. El responsable no estará obligado a can-
celar los datos personales cuando: 

I.

II. 

III. 

IV. 

V. 

VI. 

VII.

VIII. Tratándose de los derechos de cancelación
y oposición de datos personales de menores de
edad, no se requerirá la representación legal a la
que se refiere el artículo 22 de esta Ley, siempre
que el titular sea mayor de catorce años y los da-
tos o publicaciones correspondientes hayan sido
difundidos por quienes ejercen la patria potes-
tad, tutela, guarda y custodia, o por terceros, sin
que medie una justificación basada en el interés
superior de la niñez. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas
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Palacio Legislativo de San Lázaro,
22 de julio de 2026.

Diputada Karina Isabel Martínez Montaño (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
con la opinión la Comisión de Gobernación y Población.  Julio 22
de 2026.)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 170 DE LA LEY FEDERAL
DEL TRABAJO EN MATERIA DE LICENCIA POR DUELO
GESTACIONAL DE LA MATERNIDAD Y PATERNIDAD, Y
DIGNIFICACIÓN LABORAL POR PÉRDIDA FAMILIAR, RECI-
BIDA DE LA DIPUTADA KARINA ISABEL MARTÍNEZ MON-
TAÑO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA
SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES
22 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, diputada Karina Isabel Martínez Mon-
taño, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II; 78, fracción III, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; así como 55, frac-
ción II; y 56, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, presento a consideración de esta Comisión Perma-
nente, la iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de
la siguiente 

Exposición de Motivos 

En México, la legislación en materia laboral carece de
un marco normativo que regule el acompañamiento y
la protección de las personas trabajadoras frente al im-
pacto bio- psicosocial derivado del fallecimiento de
familiares directos y, de forma particular, ante la pér-
dida gestacional o perinatal. Esta laguna jurídica no
solo vulnera el derecho a la salud mental, sino que des-
protege a la persona gestante y el co-progenitor o pa-
reja de crianza en momentos de crisis dentro de la sa-
lud reproductiva. 

En la práctica, ante la ausencia de una disposición ex-
presa en la Ley Federal del Trabajo, el otorgamiento
de días por luto queda al arbitrio de la negociación co-
lectiva o de la voluntad discrecional del empleador, lo
cual se traduce en periodos habitualmente restrictivos
(de dos a tres días), que resultan médica y psicológi-
camente insuficientes para el proceso del duelo de la
persona trabajadora. Al respecto, el Fondo de las Na-
ciones Unidas para la Infancia (UNICEF) reconoce
que el duelo -particularmente en el ámbito familiar-
impacta de manera multidimensional a la persona do-
liente, alterando sus esferas física, emocional, cogniti-
va, conductual, social y espiritual,1 lo que imposibili-
ta un retorno inmediato y seguro a las funciones
laborales. 

Para efectos de la presente iniciativa, es indispensable
precisar que la pérdida gestacional abarca la interrup-
ción del embarazo en cualquier etapa del desarrollo in-
trauterino. Al respecto, la Norma Oficial Mexicana
NOM-007-SSA2-2016 define la defunción, falleci-
miento o muerte fetal como “la pérdida de la vida de
un producto de la gestación antes de la expulsión o ex-
tracción completa del cuerpo de su madre, indepen-
dientemente de la duración del embarazo. La muerte
está indicada por el hecho de que después de la sepa-
ración de la madre, el feto no presenta signos vitales,
como respiración, latidos del corazón, pulsaciones del
cordón umbilical o movimientos efectivos de los mús-
culos de contracción voluntaria.”2

Por cuanto hace al estándar global, la Organización
Mundial de la Salud (OMS) reconoce que “la pérdida
del embarazo se define de diferentes maneras en el
mundo, pero en general se habla de aborto cuando un
bebé muere antes de la 28 semana de embarazo y de
muerte prenatal cuando un bebé muere a las 28 sema-
nas de embarazo o después”.3

Bajo esta lógica, una perspectiva de género e inclusión
laboral exige entender que, si bien la pérdida gestacio-
nal vulnera emocionalmente a ambos miembros del
núcleo familiar; el cuerpo de la persona gestante sufre
un impacto fisiológico, endocrino y clínico diferencia-
do según la temporalidad de la interrupción.  

Por ello, esta reforma apela a la tutela de la salud men-
tal y la dignidad de las personas trabajadoras ante la
interrupción del proceso reproductivo mediante un es-
quema de licencias proporcionales, equitativas y co-
rresponsables. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi),
reportó en las Estadísticas de Defunciones Fetales (EDF)
presentadas el 29 de agosto de 2025 que en 2024 se re-
gistraron 22,031 muertes fetales de las cuales el 81.8 por
ciento ocurrieron antes del parto. La tasa de embarazos
que concluyeron en muerte fetal fue de 62.9 por cada
100 mil mujeres en edad fértil (15 a 49 años).4 Asimis-
mo, al evaluar la condición de actividad económica re-
gistrada, el Inegi identificó que el 31.8 por ciento de las
personas gestantes pertenecía a la población económica-
mente activa y ocupada al ocurrir la pérdida.5

Este porcentaje se traduce en miles de trabajadoras
con una relación laboral activa que, anualmente, se
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ven en la obligación de reincorporarse de manera pre-
matura a sus puestos de trabajo debido a la inexisten-
cia de un marco de protección legal. Es importante re-
calcar que las cifras anteriores representan un
subregistro institucional visible que asocia, en su ma-
yoría, pérdidas posteriores a la semana 22 de gesta-
ción, dejando fuera de la estadística oficial las pérdi-
das gestacionales tempranas que ocurren durante el
primer trimestre del embarazo. 

Ante esta invisibilidad en estadística y legislativa, ad-
quiere un sustento crítico analizar los protocolos mé-
dicos oficiales emitidos por instituciones mexicanas,
los cuales evidencian que el duelo no está condiciona-
do por la edad gestacional del producto. Al respecto, el
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), a través
de la Guía de Práctica Clínica para el Diagnóstico y
Tratamiento de Muerte Fetal con Feto Único, recono-
ce el impacto psicosocial de este fenómeno al identifi-
car que los síntomas clásicos del duelo posterior a una
muerte fetal suelen ser “irritabilidad, pérdida del ape-
tito, insomnio y perturbación de las actividades dia-
rias”, además, existe la posibilidad de una ruptura de
lazos emocionales que se prolonga hasta el restableci-
miento de la vida normal.6

Si bien la duración para la superación de este proceso
no es definitiva y responde a las variables particulares
de cada persona doliente, la literatura clínica e institu-
cional, como el protocolo de Código Mariposa de la
Secretaría de Salud del estado de Nuevo León, afirma
que el “duelo normal” suele tomar entre seis meses y
un año.7 Por tanto, resulta evidente que obligar a una
persona trabajadora (gestante o co-progenitora) a rein-
corporarse a sus funciones pocos días después del su-
ceso es una medida que atenta contra la salud física,
mental y emocional, por ello las licencias que se pro-
ponen en esta iniciativa no pretenden cubrir la totali-
dad del proceso de duelo, sino garantizar un estándar
mínimo de protección sociolaboral durante el periodo
crítico de shock emocional y convalecencia física in-
mediata del núcleo familiar. 

En el ámbito internacional, el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PI-
DESC) consagra el derecho de toda persona al disfru-
te del más alto nivel posible de salud física y mental,8
vinculando a los Estados Parte a la obligación correla-
tiva de adoptar las medidas necesarias para dicho fin.
Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, So-

ciales y Culturales, a través de la Observación General
No. 14, profundiza en los diversos conceptos que inte-
gran este derecho humano fundamental indispensable
para garantizar el ejercicio de los demás derechos hu-
manos. El Comité resalta la importancia de gozar tan-
to de salud física como mental, señalando expresa-
mente que las condiciones de trabajo seguras y sanas
operan como factores determinantes de la salud ocu-
pacional. Asimismo, este instrumento convencional se
pronuncia respecto al derecho a la salud materna, in-
fantil y reproductiva, destacando la atención previa y
posterior al parto.9

Bajo esta tesitura y partiendo de una interpretación pro
persona, resulta evidente que la protección laboral an-
te una pérdida gestacional o perinatal se encuadra de
forma directa dentro de las garantías de salud repro-
ductiva y mental que el Estado mexicano (como Esta-
do Parte) está obligado a tutelar de forma progresiva,
salvaguardando la integridad psicosocial de los traba-
jadores durante el periodo de recuperación posterior a
la interrupción del embarazo. 

Por su parte, la Organización Internacional del Traba-
jo (OIT), mediante la Recomendación 165 sobre los
Trabajadores con Responsabilidades Familiares, esta-
blece que las autoridades y organismos competentes
deben generar “medidas compatibles con las condicio-
nes y posibilidades nacionales para que los trabajado-
res con responsabilidades familiares puedan integrarse
y permanecer en la fuerza de trabajo, así como reinte-
grarse a ella tras una ausencia debida a dichas respon-
sabilidades”.10 Este instrumento mandata el desarrollo
de políticas públicas orientadas al soporte de las y los
trabajadores con responsabilidades familiares. En ese
sentido, toda vez que el duelo por pérdida reproducti-
va altera la esfera psicosocial de la persona gestante y
el co-progenitor o pareja de crianza, este criterio con-
vencional justifica plenamente el derecho a ausentarse
de las funciones laborales para proveer contención
emocional y cuidados mutuos, salvaguardando la sa-
lud mental propia y familiar sin que ello implique un
detrimento o menoscabo en sus derechos laborales. 

A nivel internacional diversos países han actualizado
su legislación para atender esta problemática. Por
ejemplo, Nueva Zelanda incorporó un apartado espe-
cífico de Permiso por duelo en la ley Holidays Act
2003, reconociendo la interrupción del embarazo por
aborto espontáneo o mortinato (muerte fetal) como
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una causa válida para ausentarse de sus labores, bajo
los siguientes supuestos normativos: 

“(…) [do] al final del embarazo de una empleada
por medio de un aborto espontáneo o un mortinato;
o

[d] al final del embarazo de otra persona, por
medio de un aborto espontáneo o un mortinato,
si el empleado-

(i) es el cónyuge o pareja de la persona; o

(ii) es el ex cónyuge o pareja de la persona y ha-
bría sido padre biológico de un hijo nacido co-
mo resultado del embarazo; o

(iii) se había comprometido a ser el cuidador
principal (…) de un niño nacido como resulta-
do del embarazo; o

(iv) es el cónyuge o pareja de una persona que
se había comprometido a ser el cuidador princi-
pal de un niño nacido como resultado del em-
barazo.”11

De acuerdo con este ordenamiento, el empleador está
obligado a permitir que la persona trabajadora tome 3
días remunerados de licencia sin que estos afecten su
saldo de incapacidades médicas generales. El criterio
es aplicable tanto para la persona gestante como para
su pareja o persona co-progenitora, estableciendo un
estándar en corresponsabilidad. 

En ese sentido, España se ha posicionado con la expe-
dición de la Ley Orgánica 1/2023, la cual modifica la
Ley General de la Seguridad Social para crear la figu-
ra de incapacidad temporal en los supuestos de contin-
gencias comunes en que pueda encontrarse la mujer,
como la interrupción del embarazo, siempre y cuando
reciba asistencia sanitaria por parte del Servicio Públi-
co de Salud y se encuentre impedida para desempeñar
sus funciones laborales.12

Ahora bien, Latinoamérica no es ajena al trabajo le-
gislativo para regular e implementar licencias por due-
lo gestacional desde una perspectiva de derechos re-
productivos y de corresponsabilidad. En Chile, a
través de la Ley 21.371, se reconoce la necesidad e im-
plementar acciones concretas de contención, empatía

y respeto por el duelo de cada madre, u otra persona
gestante, que hayan sufrido la muerte gestacional o pe-
rinatal, así como para el padre de aquella persona sig-
nificativa que la acompañe. Asimismo, dicho ordena-
miento establece que todo trabajador tiene derecho a
diez días corridos de permiso pagado en caso de la
muerte de un hijo, reduciéndose a 7 días cuando el de-
ceso ocurre específicamente durante el periodo gesta-
cional.13

Adicionalmente, Colombia aborda la atención integral
y el cuidado de la salud mental de la mujer y la fami-
lia en casos de duelo por pérdida gestacional o perina-
tal mediante la Ley 2310 de 2023 (conocida como Ley
Brazos Vacíos). Este marco normativo mandata los
principios, criterios y protocolos que deberán imple-
mentarse por parte del Ministerio de Salud y Protec-
ción Social así como todas las instituciones prestado-
ras de servicios de salud para el cuidado de las
personas gestantes y sus familias quienes experimen-
tan el proceso de duelo.14 Asimismo, si bien en la Ley
1280 de 2009, se reconoce el derecho de la persona
trabajadora para obtener licencia remunerada por luto
de hasta 5 días hábiles en caso del fallecimiento de un
familiar hasta el grado segundo de consanguinidad,
primero de afinidad y primero civil15 la evolución ju-
rídica colombiana de 2023 evidencia que las pérdidas
reproductivas exigen una visibilización normada que
impida interpretaciones restrictivas sobre el parentes-
co legal del producto. 

Respecto a la legislación nacional, el andamiaje a
nuestra Constitución Política, establece el principio de
progresividad de los derechos humanos, la prohibición
de cualquier forma de discriminación motivada por
condiciones de salud o género, y la protección integral
a la organización y desarrollo de la familia.16 A la luz
de esos preceptos, restringir el periodo de luto a la dis-
crecionalidad patronal vulnera categóricamente la es-
fera psicofísica de las personas trabajadoras. La pérdi-
da gestacional o perinatal constituye una crisis de
salud reproductiva y mental familiar, ámbitos que el
Estado mexicano está expresamente obligado a tutelar
a través de medidas legislativas positivas. 

De igual forma, nuestra Carta Magna protege el dere-
cho que tienen las mujeres durante el embarazo a no
realizar actividades laborales que les requieran esfuer-
zo físico considerable y representen un peligro para su
salud en relación con la gestación, estableciendo para
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el parto un descanso forzoso de seis semanas anterio-
res y seis semanas posteriores, con goce íntegro de su
salario y derechos adquiridos.17 Partiendo de lo ante-
rior, y en apego al principio de equidad en favor de la
persona gestante y su pareja, resulta indispensable ex-
tender de forma proporcional las prerrogativas de des-
canso y seguridad social a toda interrupción gestacio-
nal, con el fin de resguardar el periodo de recuperación
clínica y emocional de la persona trabajadora. 

En concordancia con lo anterior, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (SCJN) ha reafirmado que el Es-
tado mexicano tiene la obligación convencional de ga-
rantizar el nivel más alto posible de la salud a través de
la implementación de medidas inmediatas y progresi-
vas, utilizando para dicho fin todos los medios apro-
piados y hasta el máximo de los recursos de que dis-
ponga.18 Asimismo, la Corte ha consolidado criterios
en torno a los principios de igualdad y no discrimina-
ción en el ámbito laboral, pronunciándose categórica-
mente sobre la necesidad de asegurar condiciones de
trabajo equitativas, salarios justos y un trato digno li-
bre de sesgos de género.19

Bajo esta línea interpretativa, este tribunal establece
que la responsabilidad parental y los lazos de soporte
mutuo operan sobre una base de igualdad jurídica en-
tre mujeres y varones ante la ley, proyectándose de
manera transversal en la organización de la vida fami-
liar.20

A través del Comunicado No. 051/2020, la Segunda
Sala de la SCJN determinó que el periodo por licencia
de maternidad no puede ser inferior a doce semanas a
fin de salvaguardar el derecho a la salud y a la protec-
ción de la familia.21 Este criterio es fundamental para
la presente iniciativa, toda vez que al evidenciar el es-
tándar temporal que se estima indispensable para la
restitución física, mental y emocional de una persona
trabajadora tras atravesar por el proceso biológico de
la gestación. 

En ese mismo sentido evolutivo, el 12 de mayo de
2025 la SCJN, emitió un comunicado respecto a la in-
validación de disposiciones de la Ley de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado, municipios del estado de
Baja California Sur, determinó que conceder plazos
desproporcionados entre licencias de maternidad y pa-
ternidad constituye una designación estereotipada de
las labores de cuidado y crianza como una obligación

exclusiva de las mujeres. Mediante una interpretación
conforme, la Corte resolvió que la extensión de dere-
chos debe operar de igual forma para la pareja de la
persona garante ante escenarios de vulnerabilidad mé-
dica u hospitalización.22

Bajo este marco jurisprudencial, resulta evidente que
el cese involuntario de la gestación activa de manera
inmediata los estándares de protección de la SCJN.
Por un lado, la persona gestante requiere de un perio-
do mínimo garantizado para su convalecencia física y
psicológica; por otro lado, la pareja de la persona ges-
tante no puede ser relegada a un rol periférico, pues la
crisis de salud reproductiva y la eventual asistencia
hospitalaria demandan su presencia obligatoria para
proveer cuidados mutuos y contención en el núcleo fa-
miliar, tal como lo mandatan los principios de igual-
dad sustantiva y corresponsabilidad laboral. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto
de decreto por el que se reforma la Ley Federal del
Trabajo, presentándose el cuadro comparativo para su
mayor comprensión: 

Por tal motivo, someto a análisis, discusión y, en su
caso, aprobación de esta soberanía el siguiente pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan
disposiciones 170 de la Ley Federal del Trabajo: 
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Decreto por el que se reforma y adiciona el artícu-
lo 170 de la Ley Federal del Trabajo, en materia de
licencia por duelo gestacional  

Único. Se adiciona la fracción octava, incisos a y b del
artículo 170, de la Ley Federal del Trabajo, para que-
dar como sigue:

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los si-
guientes derechos:

I. (…)

II. (…)   

II. Bis (…) 

III. (…)

IV. (…) 

V. (…) 

VI. (…) 

VII. (…) 

VIII. En casos de pérdida gestacional o muerte
fetal, se otorgará tanto a la persona trabajadora
gestante como a la persona co-progenitora o pa-
reja de crianza, una licencia con goce de sueldo
íntegro conforme a los siguientes criterios, ga-
rantizando su estabilidad en el empleo y la pro-
hibición de cualquier forma de discriminación o
despido: 

a) Un periodo obligatorio de dos semanas
posteriores al suceso, cuando este ocurra an-
tes de la semana doce de gestación. 

b) Un periodo obligatorio de cuatro semanas
posteriores al suceso, cuando este ocurra a
partir de la semana doce de gestación en ade-
lante. 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, EN MA-
TERIA DE FORTALECIMIENTO DE LA EDUCACIÓN AMBIEN-
TAL Y EL DESARROLLO SOSTENIBLE, RECIBIDA DEL DIPU-
TADO ARMANDO CORONA ARVIZU, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 22
DE JULIO DE 2026

El suscrito, diputado Armando Corona Arvizu, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena e integran-
te de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, Con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a consideración la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma la fracción XVI al artí-
culo 30 de la Ley General de Educación, en materia de
fortalecimiento de la educación ambiental y el des-
arrollo sostenible, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La educación constituye uno de los pilares fundamen-
tales para el desarrollo de toda sociedad democrática,
al ser el medio mediante el cual el Estado transmite
conocimientos, fortalece valores, fomenta la participa-
ción ciudadana y prepara a las nuevas generaciones
para enfrentar los desafíos sociales, económicos, cien-
tíficos y ambientales de su tiempo. En la actualidad,
uno de los mayores retos que enfrenta la humanidad es
la crisis ambiental global, caracterizada por el cambio
climático, la pérdida acelerada de biodiversidad, la de-
gradación de los ecosistemas, la contaminación del ai-
re, agua y suelo, el incremento en la generación de re-
siduos, la sobreexplotación de los recursos naturales y
el aumento en la frecuencia e intensidad de fenómenos
hidrometeorológicos extremos.

Dichos fenómenos han dejado de representar escena-
rios futuros para convertirse en una realidad que afec-
ta de manera cotidiana la calidad de vida de millones
de personas, comprometiendo el ejercicio efectivo de
diversos derechos humanos, entre ellos el derecho a la
salud, a la alimentación, al agua, al desarrollo y, parti-
cularmente, el derecho humano a disfrutar de un me-
dio ambiente sano.

La evidencia científica demuestra que las actividades
humanas han modificado significativamente el equili-
brio de los sistemas naturales del planeta. El Sexto In-
forme de Evaluación del Panel Intergubernamental so-
bre Cambio Climático concluye que el calentamiento
global es inequívoco y que la influencia humana ha
provocado cambios sin precedentes en la atmósfera,
los océanos y la superficie terrestre, generando impac-
tos que continuarán durante las próximas décadas si no
se adoptan medidas inmediatas de mitigación y adap-
tación (Intergovernmental Panel on Climate Change,
IPCC, 2023).

De igual manera, el Programa de las Naciones Unidas
para el Medio Ambiente ha señalado que la humanidad
enfrenta una triple crisis planetaria integrada por el
cambio climático, la pérdida de biodiversidad y la con-
taminación, fenómenos que se encuentran estrecha-
mente relacionados y que requieren respuestas inte-
grales sustentadas en políticas públicas eficaces y en
una ciudadanía ambientalmente responsable (Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente,
PNUMA, 2024).

México no es ajeno a esta realidad. Por el contrario,
debido a su ubicación geográfica, riqueza biológica y
diversidad climática, nuestro país es particularmente
vulnerable a los efectos del cambio climático. Sequías
prolongadas, incendios forestales, olas de calor, inun-
daciones, pérdida de cobertura vegetal y escasez de
agua forman parte de los desafíos ambientales que en-
frentan cotidianamente diversas regiones del territorio
nacional.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, durante los últimos años se ha observado
un incremento sostenido en la generación de residuos
sólidos urbanos, superando las 120 mil toneladas dia-
rias, situación que representa una presión creciente pa-
ra los sistemas de manejo y disposición final de resi-
duos, además de generar impactos negativos sobre los
ecosistemas y la salud pública (Instituto Nacional de
Estadística y Geografía, Inegi, 2024).

A ello se suma que una parte importante de dichos resi-
duos continúa sin ser separada adecuadamente, limitan-
do las posibilidades de reciclaje y economía circular.

En materia de recursos hídricos, la Comisión Nacional
del Agua ha advertido que una proporción considera-
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ble del territorio nacional presenta condiciones de es-
trés hídrico, derivadas tanto del incremento en la de-
manda como de la disminución en la disponibilidad de
agua provocada por factores climáticos y de sobreex-
plotación de acuíferos (Comisión Nacional del Agua,
Conagua, 2024).

Esta situación exige no solamente infraestructura y po-
líticas públicas eficientes, sino también una transfor-
mación cultural que fomente el uso responsable del
agua desde edades tempranas.

En el ámbito educativo, diversos organismos interna-
cionales coinciden en que la educación ambiental
constituye uno de los instrumentos más eficaces para
modificar patrones de comportamiento y construir so-
ciedades sostenibles. La Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura sos-
tiene que la educación para el desarrollo sostenible
permite que las personas adquieran los conocimientos,
competencias, valores y actitudes necesarias para to-
mar decisiones responsables en favor del medio am-
biente, la justicia social y el desarrollo económico sos-
tenible (Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO, 2023).

En ese mismo sentido, la Agenda 2030 para el Des-
arrollo Sostenible establece, dentro de la Meta 4.7 del
Objetivo de Desarrollo Sostenible número 4, que to-
dos los educandos deben adquirir los conocimientos y
habilidades necesarios para promover el desarrollo
sostenible mediante la educación para el desarrollo
sostenible, los derechos humanos, la igualdad de gé-
nero, la cultura de paz, la ciudadanía mundial y la va-
loración de la diversidad cultural (Organización de las
Naciones Unidas, ONU, 2015).

Asimismo, el Objetivo de Desarrollo Sostenible nú-
mero 13 reconoce expresamente la necesidad de mejo-
rar la educación, la sensibilización y la capacidad hu-
mana e institucional respecto de la mitigación del
cambio climático, la adaptación a sus efectos y la re-
ducción de sus impactos. Tales compromisos interna-
cionales fueron reafirmados por el Estado mexicano
mediante la ratificación del Acuerdo de París, cuyo ar-
tículo 12 establece que las partes deberán cooperar pa-
ra mejorar la educación, la formación, la sensibiliza-
ción y la participación pública respecto del cambio
climático (Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático, 2015).

Desde el ámbito constitucional, el derecho a un medio
ambiente sano encuentra reconocimiento expreso en el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el cual establece que toda persona
tiene derecho a un medio ambiente sano para su des-
arrollo y bienestar, imponiendo al Estado la obligación
de garantizar el respeto a este derecho. Asimismo, el
artículo 3o. constitucional dispone que la educación
impartida por el Estado se basará en el respeto irres-
tricto de la dignidad de las personas y promoverá el
amor a la patria, el respeto de todos los derechos, las
libertades, la cultura de paz y el cuidado del medio
ambiente como elementos indispensables para la for-
mación integral de las y los educandos. De esta mane-
ra, el Constituyente Permanente reconoció que la pro-
tección ambiental no constituye un objetivo aislado de
la política pública, sino un componente esencial del
modelo educativo nacional.

En congruencia con dichos principios constituciona-
les, la Ley General de Educación incorporó dentro de
los contenidos de los planes y programas de estudio la
educación ambiental para la sustentabilidad, estable-
ciendo en la fracción XVI del artículo 30 que éstos de-
berán integrar el conocimiento de las ciencias ambien-
tales, el desarrollo sostenible, la prevención y combate
del cambio climático, así como la generación de con-
ciencia para la valoración, manejo, conservación y
aprovechamiento responsable de los recursos natura-
les.

No obstante, a pesar de este importante avance legis-
lativo, la experiencia acumulada desde la entrada en
vigor de la Ley General de Educación demuestra que
la regulación vigente resulta insuficiente para garanti-
zar que dichos contenidos se traduzcan en aprendiza-
jes significativos y, sobre todo, en cambios permanen-
tes de conducta. La disposición actualmente contenida
en el artículo 30 posee un carácter eminentemente
enunciativo, al limitarse a señalar que la educación
ambiental deberá formar parte de los contenidos de los
planes y programas de estudio, sin establecer mecanis-
mos específicos que aseguren su implementación
práctica, su continuidad pedagógica, su evaluación o
el desarrollo de competencias ambientales verifica-
bles.

En ese orden de ideas, la presente iniciativa parte del
reconocimiento de que la educación ambiental ya for-
ma parte del marco jurídico nacional; sin embargo,
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también reconoce que los desafíos ambientales del si-
glo XXI exigen fortalecer su contenido, alcance y apli-
cación práctica dentro del Sistema Educativo Nacio-
nal. No basta con que la legislación enuncie la
importancia de la educación ambiental; es indispensa-
ble dotarla de herramientas normativas que garanticen
que las niñas, niños, adolescentes y jóvenes desarro-
llen conocimientos, habilidades, valores y actitudes
que les permitan actuar responsablemente frente a los
retos ambientales que enfrenta nuestro país.

La propuesta que se somete a consideración de esta
Soberanía busca fortalecer la fracción XVI del artícu-
lo 30 de la Ley General de Educación para consolidar
una educación ambiental orientada no sólo a la trans-
misión de conocimientos teóricos, sino también al des-
arrollo de competencias prácticas mediante activida-
des escolares, proyectos comunitarios y acciones
permanentes de sensibilización que contribuyan a for-
mar ciudadanos conscientes de la importancia de pro-
teger los recursos naturales, conservar la biodiversi-
dad, prevenir la contaminación, promover el uso
responsable del agua y la energía, impulsar la econo-
mía circular y participar activamente en la construc-
ción de comunidades sostenibles.

Esta reforma responde a los principios de progresivi-
dad de los derechos humanos, desarrollo sostenible,
prevención, corresponsabilidad social e interés supe-
rior de la niñez, previstos en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y en los instrumen-
tos internacionales de los que el Estado mexicano es
parte. Asimismo, fortalece el cumplimiento de los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030,
particularmente aquellos relacionados con la educa-
ción de calidad, la acción por el clima, la producción y
el consumo responsables, así como la protección de
los ecosistemas terrestres y marinos.

Resulta indispensable comprender que la crisis am-
biental no podrá resolverse únicamente mediante la
expedición de nuevas normas, el incremento de san-
ciones administrativas o la ejecución de programas gu-
bernamentales. La protección del medio ambiente re-
quiere una transformación cultural profunda que sólo
puede alcanzarse a través de una educación que fo-
mente la conciencia ambiental desde las primeras eta-
pas de formación. Las escuelas representan el espacio
idóneo para sembrar en las nuevas generaciones el
sentido de responsabilidad, solidaridad y respeto hacia

la naturaleza, promoviendo hábitos que trasciendan el
aula y se reflejen en las familias, las comunidades y la
sociedad en su conjunto.

Las políticas públicas más exitosas en materia am-
biental han demostrado que las transformaciones dura-
deras comienzan con la educación. Formar estudiantes
comprometidos con el cuidado del entorno significa
invertir en comunidades más resilientes, ciudades más
sostenibles y un país mejor preparado para enfrentar
los efectos del cambio climático y la degradación am-
biental. Cada acción cotidiana aprendida en las aulas
–como separar residuos, cuidar el agua, preservar las
áreas verdes o consumir responsablemente– represen-
ta una contribución concreta al bienestar colectivo y a
la protección del patrimonio natural de México.

Por ello, la presente iniciativa no constituye única-
mente una reforma a un ordenamiento jurídico; repre-
senta una apuesta por el futuro del país y por la cons-
trucción de una ciudadanía ambientalmente
responsable. Fortalecer la educación ambiental es for-
talecer el ejercicio efectivo del derecho humano a un
medio ambiente sano, garantizar mejores condiciones
de vida para las generaciones presentes y futuras y
consolidar un modelo educativo acorde con los desafí-
os nacionales e internacionales que enfrenta México.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo de la propuesta de decreto por el que se
reforma la fracción xvi al artículo 30 de la Ley Gene-
ral de Educación

Decreto

Único. Se reforma la fracción XVI del artículo 30
de la Ley General de Educación, para quedar de la
siguiente manera:
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XVI. La educación ambiental para la sustentabi-
lidad, que integre el conocimiento de los concep-
tos y principios de las ciencias ambientales, el
desarrollo sostenible, la prevención, mitigación y
combate del cambio climático, la conservación
de la biodiversidad, el uso responsable de los re-
cursos naturales, la economía circular, el consu-
mo responsable, la gestión integral de residuos y
la protección de los ecosistemas; asimismo, debe-
rá desarrollarse mediante actividades prácticas,
proyectos escolares y comunitarios, campañas
permanentes de concientización ambiental y ac-
ciones orientadas a la formación de hábitos sos-
tenibles, conforme a los planes y programas de
estudio que emita la Secretaría de Educación Pú-
blica.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el salón de sesiones de la 
Comisión Permanente, a 22 de julio de 2026.

Diputado Armando Corona Arvizu (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación. Julio 22 de 2026.)

QUE REFORMA LAS LEYES GENERAL DEL EQUILIBRIO
ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, GENERAL
DE SALUD Y GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD
VIAL, EN MATERIA DE CONTAMINACIÓN ACÚSTICA GENE-
RADA POR MOTOCICLETAS MODIFICADAS, RECIBIDA DE LA
DIPUTADA JOSEFINA ANAYA MARTÍNEZ, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERTMANENTE VERIFICADA EL MIÉRCOLES 22 DE JU-
LIO DE 2026

La suscrita, Josefina Anaya Martínez, diputada del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así
como 55, fracción II, 56 y 57 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de las Leyes General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, General de Salud y General de
Movilidad y Seguridad Vial, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La contaminación acústica ha dejado de ser considera-
da una simple molestia urbana para convertirse en un
problema estructural de salud pública reconocido por
organismos internacionales, instituciones académicas
y autoridades gubernamentales de diversos países. La
evidencia científica acumulada durante las últimas dé-
cadas demuestra que la exposición constante a niveles
elevados de ruido produce efectos adversos que tras-
cienden el ámbito auditivo y afectan múltiples siste-
mas fisiológicos del organismo humano.

Actualmente existe consenso científico respecto de
que la exposición reiterada a fuentes de ruido intenso
incrementa los niveles de estrés, altera los ciclos nor-
males de descanso, genera trastornos de ansiedad,
afecta la capacidad de concentración y puede contri-
buir al desarrollo de enfermedades cardiovasculares.
Tales afectaciones generan costos sociales y económi-
cos significativos, tanto para los sistemas de salud co-
mo para la productividad laboral. Y el bienestar gene-
ral de la población.

Particularmente en entornos urbanos densamente po-
blados, las emisiones acústicas excesivas provenientes

Gaceta Parlamentaria Lunes 3 de agosto de 202628



de vehículos modificados impactan de manera despro-
porcionada a sectores vulnerables de la población, en-
tre ellos niñas, niños, personas adultas mayores, per-
sonas con discapacidad, pacientes hospitalizados y
personas que desarrollan actividades educativas o la-
borales que requieren condiciones mínimas de con-
centración y tranquilidad.

La magnitud de la contaminación acústica ha sido
documentada por organismos internacionales y auto-
ridades ambientales. La Organización Mundial de la
Salud (OMS) reconoce al ruido ambiental como uno
de los principales factores de riesgo para la salud en
los entornos urbanos y advierte que la exposición
prolongada a niveles elevados de ruido puede provo-
car alteraciones del sueño, afectaciones cardiovascu-
lares, trastornos metabólicos, deterioro cognitivo,
disminución del rendimiento escolar y laboral, así
como impactos negativos en la salud mental. Asi-
mismo, estima que aproximadamente una de cada
cinco personas en Europa se encuentra expuesta a
niveles de ruido vial considerados perjudiciales para
la salud.

La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les ha señalado que la contaminación acústica consti-
tuye uno de los problemas ambientales con mayor pre-
sencia en las sociedades modernas. De acuerdo con
información difundida por dicha dependencia, más de
120 millones de personas en el mundo y alrededor de
13 millones de habitantes de países miembros de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE) se encuentran expuestos a nive-
les de ruido superiores a 65 decibeles, umbral a partir
del cual pueden generarse afectaciones a la salud. La
propia Semarnat identifica al tránsito vehicular como
una de las principales fuentes de contaminación acús-
tica en los centros urbanos.

Los efectos del ruido trascienden la simple molestia
auditiva. La evidencia científica recopilada por orga-
nismos internacionales demuestra que la exposición
continua a fuentes de ruido intenso puede generar es-
trés crónico, alteraciones del ritmo cardiaco, pérdida
auditiva, trastornos del sueño, problemas de concen-
tración y afectaciones a la memoria y al aprendizaje,
impactando especialmente a niñas, niños, personas
adultas mayores, pacientes hospitalizados y personas
con discapacidad.

Por otra parte, la necesidad de fortalecer el marco ju-
rídico adquiere mayor relevancia ante el crecimiento
sostenido del parque vehicular de motocicletas en Mé-
xico. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi), mediante la Estadística de Vehículos de Motor
Registrados en Circulación, reporta un incremento
constante del número de motocicletas registradas en el
país durante los últimos años, consolidándose como
uno de los segmentos de mayor crecimiento dentro del
parque vehicular nacional.

Este incremento ha generado importantes beneficios
para la movilidad y el desarrollo económico; sin em-
bargo, también ha propiciado la proliferación de mo-
dificaciones irregulares en sistemas de escape destina-
das a incrementar deliberadamente las emisiones
sonoras de ciertos vehículos. Tales prácticas generan
externalidades negativas que afectan el derecho colec-
tivo a la salud, al descanso, a la tranquilidad pública y
al medio ambiente sano, particularmente en zonas ha-
bitacionales, escolares y hospitalarias.

En consecuencia, resulta jurídicamente razonable y
socialmente necesario que el Estado mexicano forta-
lezca sus mecanismos de prevención y control frente a
fuentes móviles de contaminación acústica cuya afec-
tación puede ser objetivamente identificada, medida y
regulada mediante parámetros técnicos establecidos en
las disposiciones jurídicas y Normas Oficiales Mexi-
canas aplicables.

La eficacia de la presente reforma deberá articularse
con las normas oficiales mexicanas aplicables en ma-
teria de control de emisiones sonoras, así como con
aquellas que en el futuro se emitan o actualicen para
regular las emisiones acústicas provenientes de fuen-
tes móviles. Lo anterior permitirá que la actuación de
las autoridades se sustente en parámetros técnicos ob-
jetivos, verificables y acordes con la evolución de la
evidencia científica y tecnológica.

Si bien la legislación vigente contempla límites máxi-
mos permisibles de ruido y diversos instrumentos re-
gulatorios para su control, no reconoce expresamente
la manipulación deliberada de dispositivos silenciado-
res o sistemas de escape como una conducta jurídica-
mente relevante que amerite un tratamiento específico
dentro del marco normativo ambiental, sanitario y de
movilidad.
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Por ello, la protección frente a fuentes evitables de
contaminación sonora debe entenderse como parte in-
tegrante de las políticas públicas orientadas a garanti-
zar condiciones adecuadas de salud, seguridad huma-
na y bienestar social.

La presente iniciativa también encuentra sustento en el
derecho humano a la movilidad reconocido en el artí-
culo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el cual establece que toda persona
tiene derecho a la movilidad en condiciones de seguri-
dad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, cali-
dad, inclusión e igualdad.

La protección de dicho derecho implica no sólo garan-
tizar el desplazamiento de las personas, sino también
procurar que éste se desarrolle bajo condiciones que
no generen afectaciones indebidas a la salud, al medio
ambiente ni a la calidad de vida de la población.

En este sentido, la Ley General de Movilidad y Segu-
ridad Vial constituye el instrumento normativo que ar-
ticula la coordinación entre la federación, las entidades
federativas, los municipios y las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México para la implementa-
ción de políticas públicas orientadas a una movilidad
segura y sostenible.

Por ello, resulta procedente incorporar disposiciones
que permitan identificar y atender prácticas que incre-
mentan artificialmente las emisiones sonoras de los
vehículos motorizados, fortaleciendo la capacidad ins-
titucional para prevenir riesgos ambientales y sanita-
rios derivados de la contaminación acústica.

La interpretación contemporánea de dicho derecho ha
evolucionado más allá de la protección de ecosistemas
naturales, comprendiendo también la calidad ambien-
tal de los espacios urbanos donde se desarrolla la vida
cotidiana de millones de personas. En consecuencia, la
noción constitucional de medio ambiente sano incluye
factores relacionados con la calidad del aire, el agua,
el suelo, los espacios públicos y las condiciones acús-
ticas que permiten una convivencia armónica dentro
de las comunidades.

La contaminación acústica constituye una afectación
ambiental porque altera las condiciones normales del
entorno, disminuye la habitabilidad de los espacios ur-
banos y genera riesgos ciertos para la salud humana.

En este sentido, el ruido excesivo debe ser entendido
como una forma de contaminación ambiental suscep-
tible de regulación, prevención y control por parte del
Estado.

Bajo esta perspectiva, la presente iniciativa no sólo
busca corregir una problemática de movilidad o con-
vivencia vecinal, sino fortalecer la protección efectiva
de un derecho humano reconocido por la Constitución
y por diversos instrumentos internacionales de los que
México es parte.

Uno de los principios rectores del derecho ambiental
moderno es el principio preventivo, conforme al cual
las autoridades tienen la obligación de actuar antes de
que los daños ambientales o sanitarios se materialicen
de manera irreversible.

La prevención constituye una obligación constitucio-
nal que exige al legislador establecer mecanismos nor-
mativos que permitan identificar riesgos, regular acti-
vidades potencialmente nocivas y evitar afectaciones
futuras a la población.

La modificación deliberada de sistemas de escape pa-
ra incrementar artificialmente las emisiones sonoras
constituye una conducta plenamente identificable, téc-
nicamente verificable y jurídicamente regulable. Por
ello, la ausencia de disposiciones específicas genera
una insuficiencia normativa que limita la capacidad
preventiva del Estado.

La presente iniciativa responde a una necesidad real y
objetivamente identificable dentro del sistema jurídico
mexicano. El crecimiento sostenido del uso de moto-
cicletas como medio de transporte y herramienta de
trabajo ha generado beneficios importantes para la
movilidad y la actividad económica; sin embargo,
también ha propiciado la aparición de prácticas que
afectan el interés público cuando implican la altera-
ción de dispositivos diseñados para controlar emisio-
nes contaminantes.

La finalidad de la reforma no consiste en restringir el
uso de motocicletas ni imponer cargas regulatorias in-
necesarias a sus propietarios. Por el contrario, busca
preservar el equilibrio entre el ejercicio legítimo de li-
bertades individuales y la protección de derechos co-
lectivos relacionados con la salud pública, la tranquili-
dad comunitaria y el medio ambiente sano.
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La intervención legislativa propuesta se justifica por-
que la problemática identificada no puede resolverse
exclusivamente mediante acciones administrativas
aisladas. La eficacia de cualquier política pública de
prevención requiere previamente una habilitación le-
gal clara que permita reconocer la conducta, definir
competencias institucionales y establecer mecanismos
de coordinación entre autoridades.

Asimismo, la reforma fortalece la seguridad jurídica al
proporcionar parámetros normativos objetivos para la
actuación de las autoridades competentes, evitando in-
terpretaciones ambiguas sobre el alcance de sus facul-
tades en materia de contaminación acústica generada
por fuentes móviles.

Desde una perspectiva de política pública, la propues-
ta representa una medida preventiva de bajo costo re-
gulatorio y alto beneficio social, ya que busca evitar
afectaciones a la salud y al bienestar colectivo antes de
que éstas generen consecuencias más amplias y costo-
sas para la sociedad y para el Estado.

Si bien la legislación ambiental y sanitaria vigente re-
conoce la contaminación como una fuente de riesgo
para el equilibrio ecológico y la salud pública, no con-
templa de manera expresa la alteración deliberada de
sistemas de escape vehicular destinada a incrementar
emisiones acústicas. Esta omisión dificulta la identifi-
cación jurídica de la conducta, limita la coordinación
institucional y reduce la eficacia de las acciones pre-
ventivas que pueden desarrollar las autoridades com-
petentes.

La presente reforma busca precisamente subsanar di-
cha insuficiencia mediante la incorporación de bases
legales que permitan una actuación oportuna y coordi-
nada de las autoridades competentes.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sosteni-
do que el derecho humano a un medio ambiente sano
posee una dimensión individual y colectiva que impo-
ne a las autoridades obligaciones de prevención, con-
servación y protección frente a actividades suscepti-
bles de generar deterioro ambiental o afectaciones a la
calidad de vida de las personas. Tales criterios han si-
do desarrollados por el máximo tribunal en diversas
tesis y precedentes relacionados con la tutela efectiva
del derecho previsto en el artículo 4o. constitucional.

Asimismo, el máximo tribunal ha reconocido que los
derechos humanos relacionados con la salud, el medio
ambiente y la dignidad humana deben interpretarse
conforme al principio pro persona previsto en el artí-
culo 1o. constitucional, privilegiando siempre la pro-
tección más amplia para las personas.

En consecuencia, cuando existen fuentes identifica-
bles de contaminación capaces de generar afectaciones
a la salud y al entorno urbano, corresponde al legisla-
dor adoptar medidas razonables y proporcionales
orientadas a reducir dichos riesgos.

La presente iniciativa se encuentra alineada con estos
criterios constitucionales, pues establece mecanismos
preventivos que fortalecen la protección de los dere-
chos humanos sin imponer restricciones desproporcio-
nadas a los particulares.

La reforma propuesta supera el análisis de razonabili-
dad constitucional al cumplir con los principios de ne-
cesidad, idoneidad y proporcionalidad.

Es necesaria porque actualmente existe un vacío nor-
mativo respecto de la alteración deliberada de sistemas
de escape destinados a incrementar emisiones acústi-
cas.

Es idónea porque las medidas planteadas guardan re-
lación directa con la problemática que se pretende
atender, al reconocer expresamente dicha conducta
dentro del marco jurídico ambiental y sanitario.

Es proporcional porque no prohíbe la circulación de
motocicletas ni restringe el uso legítimo de estos vehí-
culos como medio de transporte o instrumento de tra-
bajo. La regulación se limita exclusivamente a las mo-
dificaciones que eliminan o alteran los mecanismos
diseñados para controlar emisiones sonoras, es decir,
aquellas conductas que generan una afectación injusti-
ficada al interés público.

De esta manera, la iniciativa mantiene un equilibrio
adecuado entre el ejercicio de libertades individuales y
la protección de los derechos colectivos vinculados
con la salud, el medio ambiente y la calidad de vida.

Su contenido busca fortalecer las capacidades institu-
cionales para atender una problemática creciente me-
diante instrumentos jurídicos razonables, proporciona-
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les y compatibles con el sistema federal de distribu-
ción de competencias previsto por la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

La aprobación de la presente iniciativa contribuirá al
fortalecimiento de la convivencia comunitaria , la dis-
minución de conflictos vecinales y la recuperación
progresiva de condiciones adecuadas de tranquilidad
en zonas habitacionales, escolares, hospitalarias y co-
merciales.

Asimismo, permitirá dotar de mayor certeza jurídica a
las autoridades encargadas de la aplicación de la legis-
lación ambiental y sanitaria, al establecer bases nor-
mativas claras para la prevención y control de emisio-
nes acústicas provenientes de fuentes móviles.

Desde una perspectiva de política pública, la reforma
representa una medida de bajo costo institucional y al-
to beneficio social, pues fortalece la capacidad pre-
ventiva del Estado frente a una problemática creciente
que afecta diariamente a millones de personas en los
entornos urbanos del país.

La incorporación de disposiciones específicas en la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente así como en la Ley General de Salud per-
mitirá articular una respuesta integral desde las pers-
pectivas ambiental y sanitaria, generando una base ju-
rídica suficiente para el desarrollo de instrumentos
reglamentarios, programas de vigilancia y mecanis-
mos de coordinación institucional.

La regulación de las emisiones acústicas provenientes
de vehículos motorizados constituye una práctica am-
pliamente reconocida en diversos sistemas jurídicos
comparados.

En distintos países europeos existen disposiciones es-
pecíficas que sancionan la alteración de sistemas de
escape destinados a incrementar artificialmente las
emisiones sonoras de motocicletas y otros vehículos
motorizados. Tales medidas tienen como finalidad
proteger la salud pública, prevenir la contaminación
acústica y garantizar condiciones adecuadas de convi-
vencia urbana.

La experiencia internacional demuestra que la incor-
poración de mecanismos normativos dirigidos a pre-
venir modificaciones irregulares en los sistemas de

control acústico constituye una medida razonable, pro-
porcional y compatible con los principios de movili-
dad sostenible, protección ambiental y seguridad vial.

La presente propuesta no crea nuevos tipos infractores
ni establece sanciones administrativas o penales; úni-
camente fortalece las bases generales de coordinación,
prevención, verificación y control dentro del marco de
distribución competencial previsto por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En consecuencia, la presente iniciativa se alinea con
tendencias regulatorias internacionales orientadas a
fortalecer la protección frente a fuentes evitables de
contaminación sonora. En consecuencia, la iniciativa
persigue los siguientes objetivos:

I. Reconocer expresamente la contaminación acús-
tica derivada de modificaciones irregulares en mo-
tocicletas como una problemática ambiental y de
salud pública;

II. Fortalecer las facultades de las autoridades am-
bientales y sanitarias para prevenir, supervisar y
controlar dichas conductas;

III. Establecer bases normativas para el desarrollo
de disposiciones reglamentarias y técnicas aplica-
bles a las emisiones sonoras vehiculares;

IV. Promover la coordinación entre los distintos ór-
denes de gobierno para la atención integral de esta
problemática; y

V. Garantizar una protección más efectiva de los de-
rechos humanos al medio ambiente sano, a la salud
y a una adecuada calidad de vida.

La presente iniciativa no genera impacto presupuesta-
rio adicional para la Federación, toda vez que las ac-
ciones de coordinación, vigilancia, inspección y pre-
vención previstas en la misma podrán desarrollarse
mediante las estructuras administrativas, recursos hu-
manos y facultades institucionales ya existentes en las
dependencias y entidades competentes.

En consecuencia, la implementación de las disposicio-
nes propuestas no requiere la creación de nuevas es-
tructuras orgánicas ni la asignación de recursos presu-
puestarios extraordinarios.
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La presente reforma materializa el princípto de pro-
gresividad previsto en el artículo 1o. constitucional, al
ampliar los mecanismos jurídicos de protección rela-
cionados con el derecho a la salud, al medio ambiente
sano y a la calidad de vida.

En atención a las consideraciones expuestas se presen

ta el siguiente cuadro comparativo:

Por las razones expuestas, se estima que la presente re-
forma constituye una medida necesaria, proporcional
y constitucionalmente válida para fortalecer la protec-
ción ambiental y sanitaria en beneficio de la población
mexicana, por lo que se somete a la consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de:

Decreto

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 155 Bis a
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 155 Bis.

Queda prohibida la modificación, alteración, perfora-
ción, eliminación o sustitución de dispositivos silen-
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ciadores o sistemas de escape en motocicletas cuando
tengan por efecto generar emisiones sonoras superio-
res a los límites establecidos en las disposiciones jurí-
dicas y normas oficiales mexicanas aplicables.

Asimismo, queda prohibida la circulación de motoci-
cletas cuyos sistemas de escape hayan sido modifica-
dos de manera que generen emisiones sonoras supe-
riores a los límites máximos permisibles establecidos
en las disposiciones jurídicas y normas oficiales mexi-
canas aplicables, en los términos previstos por la le-
gislación federal, estatal y municipal correspondiente.

Las autoridades competentes, en el ámbito de sus atri-
buciones y conforme a la distribución de competencias
prevista en esta ley, podrán realizar actos de inspec-
ción, vigilancia y verificación para asegurar el cumpli-
miento de lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo tercero al
artículo 116 y una fracción VI al artículo 118 de la
Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 116. …

La emisión de ruido proveniente de fuentes móviles
que exceda los límites máximos permisibles estableci-
dos en las disposiciones jurídicas y normas oficiales
mexicanas aplicables constituye un factor de riesgo
para la salud pública.

Artículo 118. Corresponde a las autoridades sanita-
rias:

I. a V. …

VI. Coordinar, en el ámbito de sus atribuciones, ac-
ciones de prevención y control respecto de los ries-
gos para la salud pública derivados de la contami-
nación acústica generada por fuentes móviles,
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción XXVIII
Bis al artículo 4; una fracción XVI al artículo 44; y una
fracción XVII al artículo 49 de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, para quedar como si-
gue:

Artículo 4. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

I. a XXVIII. …

XXVIII Bis. Sistema de escape alterado: la modi-
ficación, perforación, eliminación, sustitución o
manipulación de los componentes originales de
control acústico instalados por el fabricante de un
vehículo motorizado, cuando tenga por efecto in-
crementar las emisiones sonoras por encima de los
límites máximos permisibles establecidos en las
disposiciones jurídicas y normas oficiales mexica-
nas aplicables.

Artículo 44. Corresponde a las autoridades de movili-
dad de las entidades federativas y de los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias:

I. a XV. …

XVI. Promover e implementar, conforme a la dis-
ponibilidad presupuestaria y a la normatividad apli-
cable, mecanismos de verificación, revisión o su-
pervisión que permitan identificar vehículos
motorizados cuyos sistemas de escape hayan sido
alterados en contravención de las disposiciones ju-
rídicas y normativas aplicables en materia de emi-
siones sonoras.

Artículo 49. Las autoridades encargadas de la se-
guridad vial y del control de tránsito, en el ámbito
de sus respectivas competencias, tendrán las si-
guientes atribuciones:

I. a XVI. …

XVII. Detectar, reportar y, en su caso, aplicar las
medidas previstas en la normatividad local respecto
de los vehículos motorizados cuyos sistemas de es-
cape presenten alteraciones que generen emisiones
sonoras superiores a los límites máximos permisi-
bles establecidos en las disposiciones jurídicas y
normas oficiales mexicanas aplicables, observando
en todo momento los principios de legalidad, obje-
tividad y debido proceso.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los no-
venta días naturales siguientes al de su publicación en
el Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. Dentro de los ciento ochenta días naturales
siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, el
Poder Ejecutivo federal, por conducto de las depen-
dencias y entidades competentes, deberá realizar las
adecuaciones reglamentarias, administrativas y de co-
ordinación institucional que resulten necesarias para
su debida implementación.

Tercero. Las dependencias competentes de la admi-
nistración pública federal, en el ámbito de sus respec-
tivas atribuciones, deberán revisar y, en su caso, pro-
poner la actualización de las normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones normativas aplica-
bles en materia de emisiones sonoras provenientes de
motocicletas y demás fuentes móviles, a fin de garan-
tizar su congruencia con el presente decreto.

Cuarto. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, la Secretaría de Salud y las demás autorida-
des competentes promoverán mecanismos de coordi-
nación para la ejecución de acciones de inspección,
vigilancia, verificación, prevención y control relacio-
nadas con la contaminación acústica generada por
fuentes móviles, en términos de las disposiciones apli-
cables.

Quinto. Las entidades federativas, los municipios y
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Méxi-
co, en el ámbito de sus respectivas competencias, de-
berán realizar las adecuaciones normativas correspon-
dientes que resulten necesarias para armonizar su
marco jurídico con las disposiciones revistas en el pre-
sente decreto, dentro de los doce meses siguientes a su
entrada en vigor.

Sexto. La implementación de las acciones derivadas
del presente decreto se realizará con cargo a los recur-
sos aprobados a las autoridades competentes en sus
respectivos presupuestos, por lo que no se autorizarán
recursos adicionales para tales efectos.

Séptimo. El Sistema Nacional de Movilidad y Seguri-
dad Vial promoverá la emisión de lineamientos y cri-
terios técnicos orientados a la identificación, verifica-
ción y control de vehículos motorizados cuyos
sistemas de escape generen emisiones sonoras supe-
riores a los límites máximos permisibles establecidos
en las disposiciones jurídicas y normas oficiales mexi-
canas aplicables.

Salón de sesiones de la Comisión 
Permanente, 22 de julio de 2026.

Diputada Josefina Anaya Martínez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con opinión la Comisión de Salud. Julio 22 de 2026.)

QUE INSCRIBE CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HO-
NOR DEL SALÓN DE SESIONES DE LA CÁMARA DE DIPU-
TADOS EL NOMBRE DE “ANTONIO GÓMEZ RODRÍGUEZ”,
RECIBIDA DE LA DIPUTADA ALMA LIDIA DE LA VEGA SÁN-
CHEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA
SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES
22 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Alma Lidia de la Vega Sánchez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y de conformidad con lo dispuesto por el artículo
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración del pleno la iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se inscribe
con letras de oro en el Muro de Honor del salón de
sesiones de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión el nombre de “Antonio Gómez Rodrí-
guez”, al tenor de la siguiente.

Exposición de Motivos

La construcción del Estado mexicano ha sido resulta-
do de la participación de mujeres y hombres cuyas
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aportaciones contribuyeron al fortalecimiento de las
instituciones, la cultura, la identidad nacional y la vida
pública del país. 

La historia nacional ha reconocido ampliamente a di-
versas figuras que participaron en procesos políticos,
militares y sociales determinantes; sin embargo, exis-
ten personajes cuya contribución, pese a su relevancia
histórica y su permanencia en la vida cotidiana de la
nación, no ha recibido el reconocimiento institucional
que merece.

Entre estas figuras destaca Antonio Gómez Rodríguez,
artista mexicano cuya obra se encuentra estrechamen-
te vinculada con uno de los símbolos más importantes
del Estado mexicano: el Escudo Nacional. Su aporta-
ción trascendió el ámbito artístico para convertirse en
un elemento permanente de la vida institucional de la
república, al establecer las bases de la representación
gráfica que aún identifica a México dentro y fuera de
su territorio.

Reconocer su contribución implica valorar el papel de
la cultura, las artes y el patrimonio simbólico en la
construcción de la identidad nacional. Asimismo, re-
presenta un acto de justicia histórica hacia quien con-
tribuyó de manera decisiva a la consolidación de uno
de los emblemas más representativos de la nación me-
xicana.

Antonio Gómez Rodríguez nació el 1 de junio de 1888
en Ecuandureo, Michoacán. Desde temprana edad ma-
nifestó aptitudes para el dibujo y las artes plásticas, lo
que lo llevó a trasladarse a la Ciudad de México para
formarse en la Academia de San Carlos. Su prepara-
ción académica le permitió desarrollar una destacada
capacidad técnica para la representación de formas na-
turales y figuras animales, conocimientos fundamenta-
les para la elaboración del diseño que serviría .de base
al Escudo Nacional. Falleció en 1970, a los 82 años de
edad.1

La etapa histórica en la que desarrolló su trabajo coin-
cidió con uno de los momentos más significativos de
la transformación política e institucional de México.
La Revolución Mexicana impulsó no solo cambios en
la estructura del poder público, sino también la redefi-
nición de los símbolos mediante los cuales el Estado
representaba su legitimidad, soberanía y continuidad
histórica.

En este contexto, los símbolos patrios adquirieron una
importancia fundamental. Más allá de su dimensión
estética, constituyen expresiones de identidad colecti-
va que fortalecen la cohesión social y el sentido de
pertenencia nacional.

Durante el siglo XIX y principios del XX, la repre-
sentación gráfica del Escudo Nacional experimentó
diversas modificaciones derivadas de los cambios
políticos. La ausencia de uniformidad generaba difi-
cultades para consolidar una imagen institucional co-
herente. Por ello, el gobierno de Venustiano Carran-
za impulsó una revisión oficial con el propósito de
recuperar elementos históricos asociados a las tradi-
ciones indígenas y a los primeros emblemas de la In-
dependencia.2

Fue en ese proceso donde la participación de Antonio
Gómez Rodríguez adquirió relevancia excepcional.
Gracias a su formación artística, desarrolló una repre-
sentación del águila mexicana que incorporaba ele-
mentos históricos profundamente arraigados en la tra-
dición nacional.

La importancia de esta aportación fue reconocida por
el gobierno constitucionalista. El 20 de septiembre de
1916, Venustiano Carranza emitió el decreto que ofi-
cializó la nueva representación del Escudo Nacional,
basada en el diseño presentado por el artista michoa-
cano. Su propuesta mostraba al águila de perfil iz-
quierdo, erguida, en actitud de combate, posada sobre
un nopal que emerge de una peña rodeada de agua y
sujetando una serpiente con el pico y una de sus ga-
rras. Este modelo rigió oficialmente entre 1916 y 1934
y constituyó uno de los esfuerzos más importantes pa-
ra fortalecer la identidad visual del Estado mexicano
durante la reconstrucción posrevolucionaria.3

El Escudo Nacional es uno de los tres símbolos patrios
que representan jurídicamente a la nación mexicana,
junto con la Bandera Nacional y el Himno Nacional.
Su imagen sintetiza elementos fundamentales de la
historia, la identidad y la soberanía del país, por lo que
constituye un emblema permanente de la continuidad
del Estado mexicano y de la unidad nacional. En razón
de su relevancia histórica e institucional, sus caracte-
rísticas, uso, difusión y protección se encuentran regu-
lados por la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Him-
no Nacionales.4
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Si bien el diseño actual del Escudo Nacional correspon-
de al rediseño realizado en 1968 por Francisco Eppens
Helguera, la innovación fundamental del águila de per-
fil y los elementos esenciales establecidos por Antonio
Gómez Rodríguez en 1916 permanecen como su base
estructural. Esta permanencia a lo largo de más de un si-
glo demuestra la magnitud de su contribución.5

Pocas obras artísticas en la historia nacional han alcan-
zado un nivel comparable de permanencia institucional.
El Escudo Nacional está presente en los edificios de los
Poderes de la Unión, dependencias federales, órganos
autónomos, representaciones diplomáticas, monedas,
documentos oficiales e instituciones educativas. Su am-
plia difusión lo convierte en una de las expresiones vi-
suales más reconocidas de México y en un instrumento
clave de formación cívica.6

En consecuencia, la aportación de Antonio Gómez Ro-
dríguez trasciende ampliamente la elaboración de una
obra artística. Su legado se encuentra asociado a uno
de los principales instrumentos de identidad nacional y
cohesión social en México.

La relevancia de los símbolos patrios es aún mayor en
el contexto contemporáneo de globalización y trans-
formaciones tecnológicas. En este escenario, el Escu-
do Nacional sigue representando los valores históri-
cos, culturales y jurídicos que distinguen a la nación.7

A pesar de ello, el nombre de quien contribuyó de ma-
nera decisiva a su configuración moderna permanece
poco difundido fuera de ámbitos especializados. Exis-
te una evidente desproporción entre la relevancia pú-
blica de la obra y el reconocimiento otorgado a su au-
tor.

La memoria colectiva de un país no se construye solo
con acontecimientos políticos o militares, sino también
con las aportaciones científicas, educativas, artísticas y
culturales. Preservar y difundir estas contribuciones es
responsabilidad de las instituciones del Estado.

La representación concebida por el artista michoacano
constituyó mucho más que una modificación gráfica.
Recuperó elementos históricos vinculados con las raí-
ces indígenas y fortaleció la identidad visual del Esta-
do mexicano en un periodo de reconstrucción institu-
cional. Su influencia trascendió su periodo de vigencia
formal, pues las modificaciones posteriores, incluida

la de 1968, retomaron elementos esenciales de su com-
posición.

Lo expuesto evidencia que incluir el nombre de Anto-
nio Gómez Rodríguez en el Muro de Honor represen-
ta un reconocimiento institucional merecido a quien,
desde el arte y la creación simbólica, contribuyó de
manera decisiva a la configuración del Estado mexica-
no. Su figura debe ser comprendida como la de un ar-
tista cuya obra trascendió su tiempo al integrarse per-
manentemente a la vida institucional de la nación.

No obstante la magnitud de esta contribución, el reco-
nocimiento público de su autor no ha sido proporcio-
nal a la importancia de la obra que legó al país. Pre-
servar la memoria de quienes fortalecieron el
patrimonio histórico y cultural de México constituye
una responsabilidad vinculada con la valoración de los
elementos que dan identidad y continuidad a la nación.

Por tanto, el reconocimiento a Antonio Gómez Rodrí-
guez constituye a una aportación estructural en la
construcción de la identidad simbólica del Estado me-
xicano. Su legado permanece vigente en cada acto ofi-
cial, en cada documento público y en la expresión co-
tidiana de la soberanía nacional.

Por todos los argumentos señalados someto a conside-
ración de esta soberanía el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se inscribe con letras de oro en
el Muro de Honor del salón de sesiones de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión el
nombre de “Antonio Gómez Rodríguez”.

Único. Inscríbase con letras de oro en el Muro de Ho-
nor del salón de sesiones de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión el nombre de “Antonio Gó-
mez Rodríguez”.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los órganos de gobierno de la Cámara de
Diputados definirán la fecha y el protocolo que se lle-
vará a cabo para cumplir con lo señalado en el artícu-
lo único de este decreto.
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 22 de julio de 2026.

Diputada Alma Lidia de la Vega Sánchez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias.  Julio 22 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY GENERAL DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS
PUEBLOS INDÍGENAS Y DE LA LEY GENERAL DE ACCESO
DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIAS, EN
MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN EN LENGUAS IN-
DÍGENAS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA ALMA LIDIA DE LA
VEGA SÁNCHEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL
MIÉRCOLES 22 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Alma Lidia de la Vega Sánchez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Dere-
chos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas y de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencias, en materia de acceso a la infor-
mación en lenguas indígenas, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

México es una nación cuya riqueza cultural se susten-
ta en la diversidad de sus pueblos y comunidades indí-
genas. Esta pluralidad no sólo forma parte de la iden-
tidad nacional, sino que constituye un elemento
protegido por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y por diversos instrumentos inter-
nacionales en materia de derechos humanos. En con-
secuencia, las políticas públicas y el marco jurídico
deben asegurar que dicha diversidad se refleje en el
acceso efectivo a los derechos, particularmente cuan-
do se trata de personas que enfrentan condiciones his-
tóricas de desigualdad.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
la propia Constitución y en los tratados internaciona-
les de los que el Estado mexicano sea parte.1 Asimis-
mo, impone a todas las autoridades la obligación de
promover, respetar, proteger y garantizar esos dere-
chos bajo los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad. 
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El mismo precepto prohíbe toda forma de discrimina-
ción motivada por origen étnico o nacional, género,
edad, discapacidad, condición social, condiciones de
salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, esta-
do civil o cualquier otra que tenga por objeto anular o
menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Por su parte, el artículo 2o. constitucional reconoce
que la nación tiene una composición pluricultural sus-
tentada originalmente en sus pueblos y comunidades
indígenas, y establece la obligación del Estado de ga-
rantizar el respeto a sus derechos, promover la igual-
dad de oportunidades y eliminar cualquier práctica
discriminatoria.2

Dicho artículo también dispone que las personas indí-
genas deben tener acceso pleno a la jurisdicción del
Estado y a los servicios públicos, considerando sus ca-
racterísticas culturales y lingüísticas.

Estas disposiciones constitucionales evidencian que el
reconocimiento formal de los derechos resulta insufi-
ciente cuando las personas destinatarias de las normas
no cuentan con información accesible que les permita
conocerlos y ejercerlos. En consecuencia, la accesibi-
lidad lingüística constituye un elemento indispensable
para garantizar el principio de igualdad previsto en la
Constitución.

En el ámbito internacional, México ha asumido com-
promisos específicos para proteger los derechos de los
pueblos indígenas y de las mujeres. El Convenio 169
de la Organización Internacional del Trabajo sobre
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes
establece que los gobiernos deberán adoptar medidas
para asegurar que los integrantes de los pueblos indí-
genas puedan comprender y hacerse comprender en
los procedimientos administrativos y judiciales cuan-
do ello resulte necesario.3

Asimismo, la Declaración de las Naciones Unidas so-
bre los Derechos de los Pueblos Indígenas dispone que
los Estados deberán adoptar medidas eficaces para ga-
rantizar que las personas indígenas puedan entender y
ser entendidas en los procedimientos políticos, jurídi-
cos y administrativos, incluyendo la prestación de ser-
vicios de interpretación y otros medios apropiados.4

De igual forma, la Convención sobre la Eliminación
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mu-

jer obliga a los Estados Parte a adoptar medidas apro-
piadas para eliminar cualquier forma de discrimina-
ción contra las mujeres y asegurar el ejercicio efectivo
de sus derechos en condiciones de igualdad.5

En el mismo sentido, la Recomendación General nú-
mero 39 del Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer, emitida en 2022, reconoce
que las mujeres y niñas de pueblos originarios enfren-
tan formas múltiples e interrelacionadas de discrimi-
nación derivadas de su condición de género, origen ét-
nico, lengua, situación económica y ubicación
geográfica, por lo que recomienda a los Estados adop-
tar medidas especificas para garantizar el acceso a la
información, la justicia y los mecanismos de protec-
ción en condiciones de igualdad.6

La realidad demográfica del país demuestra la rele-
vancia de incorporar un enfoque lingüístico en las po-
líticas públicas dirigidas a la protección de los dere-
chos de las mujeres. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de la Dinámica
Demográfica 2023, cuyos resultados fueron difundi-
dos por el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía en 2025, aproximadamente 39.2 millones de perso-
nas se identifican como indígenas, mientras que
alrededor de 7.4 millones de personas de tres años o
más hablan alguna lengua indígena. Asimismo, cerca
de siete millones reúnen ambas características, lo que
refleja la importancia de considerar la diversidad lin-
güística en el diseño e implementación de las acciones
gubernamentales.7

La información estadística también evidencia que las
personas de pueblos originarios presentan condiciones
diferenciadas respecto del acceso a diversos derechos.
Entre las personas indígenas de quince años y más, el
porcentaje de analfabetismo continúa siendo conside-
rablemente superior al registrado entre la población no
indígena, circunstancia que incrementa la importancia
de generar mecanismos de comunicación accesibles
mediante materiales audiovisuales, medios digitales y
traducciones en las lenguas indígenas nacionales.8

La distribución geográfica de la población indígena
confirma igualmente la necesidad de fortalecer los me-
canismos institucionales de difusión. Entidades como
Oaxaca, Yucatán, Chiapas, Guerrero y Quintana Roo
concentran los mayores porcentajes de población indí-

Lunes 3 de agosto de 2026 Gaceta Parlamentaria39



gena del país y, al mismo tiempo, reúnen una impor-
tante diversidad lingüística, integrada por decenas de
variantes reconocidas oficialmente. Esta diversidad
exige que las acciones de difusión de derechos se des-
arrollen bajo criterios de pertinencia cultural y lingüís-
tica, evitando que la información únicamente se en-
cuentre disponible en español.9

La diversidad lingüística constituye un patrimonio na-
cional reconocido por la Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas. Dicha legisla-
ción reconoce a las lenguas indígenas nacionales como
lenguas nacionales con la misma validez que el espa-
ñol dentro de los ámbitos en que se utilizan, además de
establecer obligaciones para que las autoridades pro-
muevan su preservación, desarrollo y uso en la presta-
ción de servicios públicos.10

Las reformas conocidas socialmente como Ley Olim-
pia fortalecieron la protección frente a la violencia di-
gital y mediática; la denominada Ley Malena incorpo-
ró medidas específicas para la atención integral de las
víctimas de ataques con sustancias químicas; la Ley
Sabina estableció mecanismos para combatir el in-
cumplimiento de las obligaciones alimentarias y forta-
lecer la protección de niñas, niños y adolescentes; la
Ley Íngrid reforzó la protección de la dignidad y la
privacidad de las víctimas mediante la sanción de la
difusión indebida de imágenes e información relacio-
nada con investigaciones penales; las reformas en ma-
teria de violencia vicaria reconocieron jurídicamente
esta modalidad de violencia y establecieron mecanis-
mos específicos de protección; la Ley 3 de 3 contra la
Violencia incorporó requisitos para impedir el acceso
a cargos públicos de personas con antecedentes por
violencia familiar, delitos sexuales o incumplimiento
de obligaciones alimentarias; asimismo, las reformas
en materia de violencia política contra las mujeres en
razón de género fortalecieron la protección de sus de-
rechos político-electorales. 

En conjunto, estas modificaciones han ampliado pro-
gresivamente el marco jurídico de protección de los
derechos de las mujeres y consolidado mecanismos
para prevenir, atender, sancionar y erradicar las distin-
tas formas de violencia.11

Todas estas reformas representan avances importantes
en la protección de los derechos humanos de las muje-
res. No obstante, la eficacia de dichas disposiciones

depende de que las personas destinatarias conozcan su
contenido, comprendan los mecanismos de protección
disponibles y puedan identificar las instituciones com-
petentes para brindar atención. Cuando la información
únicamente se difunde en español, una parte significa-
tiva de las mujeres indígenas enfrenta dificultades pa-
ra acceder oportunamente a ese conocimiento, particu-
larmente aquellas cuyo idioma de comunicación
cotidiana es una lengua indígena nacional o cuyo do-
minio del español es limitado.

La Encuesta naciónal sobre la Dinámica de las Rela-
ciones en los Hogares evidencia que las mujeres indí-
genas continúan enfrentando obstáculos adicionales
para acceder a servicios especializados de atención y
protección. Entre dichos obstáculos destacan las barre-
ras de comunicación derivadas de la ausencia de in-
formación suficiente en su lengua materna, situación
que limita el conocimiento de sus derechos, de las mo-
dalidades de violencia previstas en la legislación y de
los procedimientos disponibles para solicitar apoyo
institucional.12

Esta circunstancia adquiere especial relevancia cuando
se considera que la información constituye el primer
contacto entre las personas y el sistema de protección
de derechos. Conocer qué conductas constituyen vio-
lencia, identificar las medidas de protección previstas
en la ley, distinguir las instituciones responsables y
comprender los mecanismos de denuncia representan
condiciones indispensables para ejercer los derechos
reconocidos por el orden jurídico mexicano.

En ese contexto, el acceso a la información en lenguas
indígenas deja de ser un aspecto exclusivamente cul-
tural para convertirse en un componente esencial del
derecho de acceso a la información, del derecho de ac-
ceso a la justicia y del principio constitucional de
igualdad y no discriminación.

La Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pue-
blos Indígenas establece actualmente que la Federa-
ción, las entidades federativas y los municipios debe-
rán poner a disposición de los pueblos y comunidades
indígenas leyes, reglamentos, programas, servicios y
demás información pública en la lengua de sus corres-
pondientes beneficiarios.13

Este mandato representa un avance importante en el
reconocimiento de los derechos lingüísticos; sin em-
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bargo, la redacción vigente no prevé de manera expre-
sa la obligación de traducir y difundir información re-
lacionada con los derechos de las mujeres, la preven-
ción de las violencias, las medidas de protección y los
mecanismos institucionales de atención desde una
perspectiva de género.

La ausencia de esta precisión normativa genera que la
traducción y difusión de dicha información dependa,
en gran medida, de decisiones administrativas, progra-
mas temporales o acciones aisladas de distintas insti-
tuciones. En consecuencia, la disponibilidad de mate-
riales informativos en lenguas indígenas presenta
diferencias entre entidades federativas, regiones y co-
munidades, lo que limita la uniformidad en el acceso a
la información y dificulta que todas las mujeres indí-
genas conozcan oportunamente los derechos que les
reconoce el marco jurídico nacional.

Esta situación adquiere mayor relevancia si se consi-
dera que la violencia contra las mujeres comprende di-
versas modalidades que requieren mecanismos de pre-
vención, atención y protección diferenciados. La
legislación mexicana reconoce, entre otras, la violen-
cia psicológica, física, patrimonial, económica, sexual,
política contra las mujeres en razón de género, digital,
mediática y vicaria. Cada una de ellas incorpora pro-
cedimientos específicos, medidas de protección y atri-
buciones institucionales que deben ser conocidas por
la población para garantizar su aplicación efectiva.

El conocimiento de estas figuras jurídicas no puede li-
mitarse a la publicación de las reformas en los diarios
oficiales o a campañas de difusión dirigidas exclusiva-
mente a personas hispanohablantes. La igualdad sus-
tantiva exige que la información sea accesible para to-
das las mujeres, considerando las condiciones
culturales y lingüísticas de quienes integran los pue-
blos y comunidades indígenas.

Las barreras lingüísticas constituyen un factor que in-
cide directamente en el acceso a otros derechos. Cuan-
do una mujer desconoce que determinada conducta
constituye una modalidad de violencia prevista en la
ley, resulta menos probable que solicite medidas de
protección, presente una denuncia o acuda a las insti-
tuciones competentes. De igual forma, cuando la in-
formación institucional únicamente se encuentra dis-
ponible en un idioma distinto al que utiliza
cotidianamente, disminuyen las posibilidades de com-

prender los procedimientos administrativos y judicia-
les, así como los servicios públicos disponibles para su
atención.

Esta realidad no deriva de la inexistencia de derechos,
sino de las dificultades para hacerlos accesibles en
condiciones de igualdad. Por ello, el fortalecimiento
del marco jurídico en materia de traducción y difusión
representa una medida orientada a garantizar el ejerci-
cio efectivo de derechos previamente reconocidos por
la Constitución y por la legislación secundaria.

Asimismo, esta medida facilita la coordinación entre
la Secretaría de las Mujeres, el Instituto Nacional de
los Pueblos Indígenas, el Instituto Nacional de Len-
guas Indígenas, las autoridades estatales y municipa-
les, así como las instituciones encargadas de la procu-
ración e impartición de justicia. La participación
coordinada de estas instancias, conforme a los están-
dares lingüísticos y técnicos que establezca el Institu-
to Nacional de Lenguas Indígenas, permite ampliar el
alcance de la información dirigida a las mujeres indí-
genas y fortalecer las acciones preventivas previstas
en la legislación vigente.

La reforma también se encuentra alineada con el prin-
cipio de progresividad de los derechos humanos pre-
visto en el artículo 1o. constitucional. Dicho principio
obliga a las autoridades a adoptar medidas que amplí-
en gradualmente la protección de los derechos y pro-
híbe retrocesos injustificados en los niveles de tutela
alcanzados. En este contexto, establecer expresamente
la obligación de traducir y difundir información sobre
los derechos de las mujeres en lenguas indígenas cons-
tituye una medida de fortalecimiento institucional que
amplía las condiciones para el ejercicio efectivo de de-
rechos ya reconocidos por el orden jurídico mexicano.

La propuesta legislativa también fortalece el cumpli-
miento de las obligaciones internacionales asumidas
por el Estado mexicano en materia de derechos huma-
nos. 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer establece el
deber de los Estados Parte de adoptar todas las medi-
das apropiadas para eliminar la discriminación contra
las mujeres y garantizar el ejercicio efectivo de sus de-
rechos en condiciones de igualdad. Este compromiso
no se limita a la expedición de normas jurídicas, sino
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que comprende la implementación de acciones que
permitan a todas las mujeres conocer los derechos que
les asisten y acceder a los mecanismos institucionales
previstos para su protección.

En ese mismo sentido, la Recomendación General nú-
mero 39 del Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer reconoce que las mujeres y
niñas indígenas enfrentan formas interrelacionadas de
discriminación derivadas de factores como el género,
la pertenencia a un pueblo indígena, la lengua, la con-
dición económica y el lugar de residencia. Entre las re-
comendaciones formuladas a los Estados se encuentra
la adopción de medidas que garanticen información
accesible y culturalmente pertinente sobre los dere-
chos humanos, los mecanismos de protección y el ac-
ceso a la justicia.

Por su parte, el Convenio 169 de la Organización In-
ternacional del Trabajo establece que los gobiernos de-
berán adoptar medidas para proteger los derechos de
los pueblos indígenas considerando sus características
sociales, culturales y lingüísticas. Este instrumento in-
ternacional reconoce que la igualdad requiere medidas
diferenciadas cuando determinados grupos enfrentan
obstáculos específicos para acceder a los servicios pú-
blicos o ejercer los derechos reconocidos por la legis-
lación nacional.

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los De-
rechos de los Pueblos Indígenas reafirma estos princi-
pios al establecer que los pueblos indígenas tienen de-
recho a conservar y utilizar sus propias lenguas y que
los Estados deberán adoptar medidas eficaces para ga-
rantizar que puedan comprender y ser comprendidos
en los procedimientos políticos, administrativos y ju-
diciales. Si bien esta Declaración no tiene carácter vin-
culante, constituye un referente internacional para la
interpretación de los derechos de los pueblos indíge-
nas y ha orientado el desarrollo de pol!ticas públicas
en distintos países.

Asimismo, la reforma responde a la exigencia de eli-
minar las barreras estructurales que limitan el acceso a
derechos en condiciones de igualdad, conforme a lo
previsto en el marco juridico mexicano. La igualdad
formal implica que todas las personas sean reconoci-
das como titulares de los mismos derechos; sin embar-
go, la igualdad sustantiva exige que las autoridades
adopten medidas que permitan superar las barreras

que, en los hechos, impiden el ejercicio de esos dere-
chos por determinados grupos de población. Cuando
la información sobre los mecanismos de protección
únicamente se encuentra disponible en un idioma dis-
tinto al utilizado por una parte de la población, subsis-
ten condiciones de desigualdad que limitan el acceso
efectivo a dichos mecanismos.

Desde esta perspectiva, la traducción y difusión de in-
formación en lenguas indígenas constituye una medi-
da de accesibilidad que favorece el ejercicio de dere-
chos en condiciones de igualdad. Su finalidad consiste
en asegurar que las mujeres indígenas puedan conocer,
comprender y utilizar la información relativa a los ti-
pos y modalidades de violencia, las órdenes de protec-
ción, los procedimientos de denuncia, los servicios de
atención y las instituciones competentes para brindar
acompañamiento.

La difusión oportuna de información permite que las
mujeres conozcan anticipadamente las conductas que
constituyen violencia, las alternativas institucionales
disponibles y los mecanismos previstos para solicitar
apoyo antes de que las situaciones de riesgo se agra-
ven. La prevención representa uno de los ejes rectores
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencias y encuentra en la accesibilidad
lingüística un elemento que amplía el alcance de las
políticas públicas dirigidas a proteger los derechos de
las mujeres de pueblos originarios.

La traducción de información relativa a todas las mo-
dalidades de violencia reconocidas en la legislación,
así como a las medidas de protección, los mecanismos
de denuncia y las instituciones responsables de brindar
atención, permitirá ampliar el alcance de estas refor-
mas hacia comunidades que enfrentan barreras de co-
municación derivadas de la diversidad lingüística del
país.

Cabe destacar que la iniciativa no implica modificar el
contenido sustantivo de los derechos reconocidos en la
legislación vigente ni altera las competencias constitu-
cionales de las autoridades. Su objeto consiste en for-
talecer la accesibilidad de la información mediante
disposiciones específicas que permitan hacer efectivo
el derecho de las mujeres indígenas a conocer los me-
canismos de protección previstos por el orden jurídico
mexicano.
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Por las consideraciones expuestas, se somete a la con-
sideración de esta honorable asamblea la aprobación
de la presente iniciativa.

A continuación, se agrega un cuadro comparativo ex-
presando la propuesta de manera puntual:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas y de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencias

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo tercero al
artículo 7 de la Ley General de Derechos Lingüísticos
de los Pueblos Indígenas, para quedar como sigue:

Artículo 7. ...

...

...

Asimismo, las autoridades competentes deberán
garantizar la traducción, difusión y accesibilidad
lingüística, en las lenguas indígenas nacionales, de
la información relativa a los derechos de las muje-
res, los tipos y modalidades de las violencias, las
medidas de protección, los mecanismos de denun-
cia y los servicios de atención previstos en la legis-
lación aplicable.

Lunes 3 de agosto de 2026 Gaceta Parlamentaria43



Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XLII, re-
corriéndose la subsecuente, al artículo 42 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencias, para quedar como sigue:

Artículo 42. Corresponde a la Secretaría de las Muje-
res.

I. a la XLI. ...

XLII. Coordinar la traducción, elaboración, ac-
tualización y difusión, en las lenguas indígenas
nacionales, de la información relativa a los dere-
chos de las mujeres, los tipos y modalidades de
las violencias, las medidas y órdenes de protec-
ción, los mecanismos de denuncia y los servicios
de atención, y

XLIII. Las demás previstas para el cumplimiento de
la Ley.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de las Mujeres, en coordina-
ción con el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas y
las entidades federativas, contará con un plazo de cien-
to ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor
del presente Decreto para emitir los lineamientos, pro-
tocolos y formatos necesarios para la traducción, difu-
sión y accesibilidad lingüística de la información a que
se refiere el presente Decreto.

Tercero. Las autoridades competentes deberán imple-
mentar las obligaciones establecidas en el artículo 7 de
la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pue-
blos Indígenas, en el plazo señalado en el transitorio
anterior, a partir de la publicación de los lineamientos
correspondientes.
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión, miércoles 22 de julio de 2026.

Diputada Alma Lidia de la Vega Sánchez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos,
con opinión de la Comisión de Igualdad de Género. Julio 22 de
2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY GENERAL DE
DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS,
EN MATERIA DE ARMONIZACIÓN NORMATIVA, RECIBIDA
DEL DIPUTADO VENUSTIANO CAAMAL COCOM, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA
COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 22 DE JULIO DE
2026

El que suscribe, diputado Venustiano Caamal Co-
com, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la

Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los: 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y 56 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 7 de la Ley General de Derechos Lingüísticos
de los Pueblos Indígenas, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Estado mexicano se reconoce como una nación plu-
ricultural sustentada originalmente en sus pueblos in-
dígenas, conforme al artículo 2o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM),
el cual establece la obligación de garantizar el respeto
y desarrollo de sus lenguas, culturas e instituciones so-
ciales.

No obstante, a pesar de los avances en el reconoci-
miento jurídico de los derechos lingüísticos mediante
la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pue-
blos Indígenas (LGDLPI), persisten inconsistencias
normativas entre dicho ordenamiento y otros marcos
legales, políticas públicas e incluso la realidad institu-
cional en los distintos niveles de gobierno. Estas in-
consistencias generan obstáculos para el acceso efecti-
vo a derechos fundamentales, particularmente en
ámbitos como la justicia, los servicios públicos y el ac-
ceso a la información.

En este sentido, la falta de armonización legislativa ha
derivado en vacíos, contradicciones o interpretaciones
restrictivas que limitan el ejercicio pleno de los dere-
chos lingüísticos de los pueblos y comunidades indí-
genas.

I. Necesidad de la Armonización Normativa

La armonización legislativa constituye un principio
fundamental del sistema jurídico mexicano, orientado
a garantizar la coherencia, sistematicidad y eficacia
del orden normativo. Su relevancia radica en asegurar
que las leyes secundarias sean congruentes con la
Constitución y con los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano es parte.

En términos del artículo 1o. de la CPEUM, todas las
autoridades tienen la obligación de promover, respetar,
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proteger y garantizar los derechos humanos conforme
a los principios de universalidad, interdependencia, in-
divisibilidad y progresividad. Bajo este marco, la ar-
monización normativa se convierte en un instrumento
indispensable para materializar estos principios, elimi-
nando disposiciones contradictorias o insuficientes.

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha sostenido que las normas deben interpretarse en el
sentido más favorable a la persona (principio pro per-
sona), lo cual exige un marco jurídico claro, coheren-
te y alineado, particularmente en materia de derechos
de grupos históricamente vulnerables.

II. Marco Convencional e Internacional

La obligación de armonizar la legislación nacional
también deriva de compromisos internacionales asu-
midos por el Estado mexicano, entre los que destacan:

-El Convenio 169 de la Organización Internacional
del Trabajo (OIT), que reconoce el derecho de los
pueblos indígenas a conservar y desarrollar sus pro-
pias lenguas.

-La Declaración de las Naciones Unidas sobre los
Derechos de los Pueblos Indígenas, que establece el
derecho a utilizar, revitalizar y transmitir sus idio-
mas a las futuras generaciones.

-La Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, en relación con el acceso a la justicia en condi-
ciones de igualdad y no discriminación.

Estos instrumentos obligan al Estado a adoptar medi-
das legislativas y administrativas para garantizar la
efectividad de tales derechos, siendo la armonización
normativa un mecanismo imprescindible para su cum-
plimiento.

III. Impacto de la Desarmonización en Derechos
Fundamentales

La falta de armonización en la LGDLPI y otras dispo-
siciones relacionadas tiene impactos directos en el
ejercicio de derechos fundamentales, tales como:

-Acceso a la justicia, al no garantizar plenamente
servicios de interpretación y defensa en lengua in-
dígena.

-Acceso a servicios públicos, donde persisten ba-
rreras lingüísticas en instituciones gubernamenta-
les.

-Derecho a la información, especialmente en en-
tornos digitales donde las lenguas indígenas presen-
tan rezagos significativos.

Lo anterior contraviene no solo el artículo 2o. consti-
tucional, sino también el principio de igualdad y no
discriminación previsto en el artículo 1o. de la
CPEUM.

IV. Objeto de la Iniciativa

La presente iniciativa tiene como finalidad fortalecer
la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pue-
blos Indígenas mediante la armonización de sus dispo-
siciones con:

-El marco constitucional vigente;

-Los estándares internacionales en materia de dere-
chos humanos;

-La realidad institucional y tecnológica actual, in-
cluyendo la preservación digital de las lenguas in-
dígenas.

En particular, se busca actualizar referencias normativas
como el caso de la Ciudad de México en sustitución del
Distrito Federal, ya identificado en el documento base
así como fortalecer las obligaciones de las autoridades
para garantizar el uso y acceso a las lenguas indígenas
en todos los ámbitos del quehacer público.

La reforma propuesta se sustenta en los siguientes
principios jurídicos:

-Pro persona, privilegiando la interpretación más
favorable a los derechos lingüísticos.

-Pluralismo jurídico, reconociendo la coexistencia
de sistemas normativos indígenas.

-Igualdad y no discriminación, garantizando con-
diciones reales de acceso a derechos.

-Progresividad, evitando cualquier retroceso en la
protección de derechos.
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-Seguridad jurídica, mediante la claridad y cohe-
rencia del marco normativo.

La armonización normativa es una obligación consti-
tucional y convencional orientada a garantizar la efi-
cacia real de los derechos humanos. En el caso de los
derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, su ade-
cuada implementación depende de la congruencia y
actualización del marco jurídico.

Por ello, la presente iniciativa representa un paso ne-
cesario para consolidar un sistema normativo coheren-
te, incluyente y acorde con la realidad pluricultural de
México, reafirmando el compromiso del Estado con la
dignidad, identidad y derechos de los pueblos indíge-
nas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta soberanía el siguiente cuadro
comparativo, en el que se precisan las reformas y adi-
ciones propuestas a la Ley General de Derechos Lin-
güísticos de los Pueblos Indígenas:

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
la consideración de esta soberanía el siguiente proyec-
to de:

Decreto por el que se reforma el artículo 7 de la Ley
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos
Indígenas

Único. Se reforma el artículo 7 de la Ley General de
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, para
quedar como sigue:

Artículo 7. Las lenguas indígenas serán válidas, al
igual que el español, para cualquier asunto o trámite de
carácter público, así como para acceder plenamente a
la gestión, servicios e información pública.

Al Estado corresponde garantizar el ejercicio de los
derechos previstos en este artículo, conforme a lo si-
guiente:

En la Ciudad de México y las entidades federativas
con municipios o comunidades que hablen lenguas in-
dígenas, los gobiernos correspondientes, en consulta
con las comunidades indígenas originarias y migrantes,
determinarán las dependencias administrativas que
adoptarán e instrumentarán las medidas necesarias pa-
ra atender y resolver los asuntos que se les planteen en
lenguas indígenas;

b)

[...]

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, así como las autoridades de
las entidades federativas y municipios, deberán reali-
zar las adecuaciones normativas, administrativas y
presupuestarias necesarias para dar cumplimiento al
presente Decreto, dentro de un plazo no mayor a cien-
to ochenta días naturales contados a partir de su entra-
da en vigor.
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 22 de julio de 2026.

Diputado Venustiano Caamal Cocom (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos.
Julio 22 de 2026.)

QUE REFORMAN Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VI-
DA LIBRE DE VIOLENCIAS, PARA INCORPORAR UNIDADES
TÉCNICAS Y MULTIDISCIPLINARIAS DE ANÁLISIS Y CON-
TEXTO EN FISCALÍAS ESPECIALIZADAS, ORIENTADAS A
IDENTIFICAR PATRONES DE VIOLENCIA, FACTORES DE
RIESGO, CONTEXTOS TERRITORIALES, VÍNCULOS ENTRE
CASOS, HIPÓTESIS Y LÍNEAS DE INVESTIGACIÓN, RECIBIDA
DE LA DIPUTADA MILDRED CONCEPCIÓN ÁVILA VERA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN
DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 22 DE JU-
LIO DE 2026

La que suscribe, Mildred Concepción Ávila Vera, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 55, frac-
ción II, 56 y 57 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración del pleno de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencias, en materia de unidades de análisis y
contexto en fiscalías especializadas, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La violencia contra las mujeres, particularmente la
violencia feminicida y las desapariciones de mujeres,
adolescentes y niñas, no puede investigarse de manera
fragmentada ni mediante una lectura aislada de cada
hecho. En una proporción significativa de los casos
existen antecedentes de violencia familiar, sexual, co-
munitaria, institucional o digital; amenazas previas;
dinámicas de control; contextos de criminalidad; rela-
ciones asimétricas de poder; y omisiones instituciona-
les que, al no ser leídas de manera integral, diluyen la
hipótesis de género y debilitan la investigación.

El principal déficit no radica únicamente en la falta de
tipos penales o de protocolos, sino en la ausencia de
capacidades institucionales permanentes para procesar
información compleja, relacionar hechos aparente-
mente dispersos, identificar series, zonas de riesgo,
patrones territoriales o comportamientos reiterados de
agresores. Cuando la investigación se limita a actos
aislados de integración de la carpeta, sin análisis con-
textual, se incrementa el riesgo de perder evidencia
útil, de formular hipótesis incompletas o sesgadas y de
reproducir respuestas institucionales tardías e insufi-
cientes.

Aunque la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencias ya prevé la especializa-
ción de ministerios públicos, peritos y personal de
atención, así como la integración de registros sistemá-
ticos y la elaboración de protocolos especializados,
aún no establece de forma expresa la obligación de
contar con unidades de análisis y contexto en las fis-
calías especializadas. Ese vacío impide transformar en
obligación jurídica una herramienta técnica que ya ha
sido desarrollada y promovida en la política pública
nacional.

La incorporación de las unidades de análisis y contex-
to en la ley general responde a la necesidad de dotar a
las fiscalías de una estructura especializada que no
sustituya al Ministerio Público, pero que sí fortalezca
su capacidad de investigación. Estas unidades permi-
ten convertir grandes volúmenes de datos, anteceden-
tes y hallazgos en productos de inteligencia institucio-
nal útiles para la toma de decisiones, la formulación de
hipótesis, la identificación de factores de riesgo y la
orientación de diligencias prioritarias.
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El análisis de contexto es especialmente relevante en
la investigación de feminicidios, muertes violentas de
mujeres, desapariciones, violencia sexual, trata de per-
sonas y otras violencias por razones de género, porque
permite advertir elementos que rara vez se explican a
partir del solo hecho inmediato. La localización de
coincidencias entre expedientes, la lectura del entorno
territorial, la relación entre antecedentes de violencia y
desenlaces letales, la identificación de redes de explo-
tación o de actuación reiterada de agresores, así como
el reconocimiento de patrones de impunidad, son tare-
as que exigen una capacidad analítica específica y sos-
tenida.

La reforma, por tanto, no crea una figura burocrática
ornamental. Crea una obligación mínima de capacidad
institucional especializada, homologable y verificable,
alineada con el deber reforzado del Estado de prevenir,
investigar, sancionar y erradicar las violencias contra
las mujeres.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, a partir de los artículos 1o. y 4o., obliga a to-
das las autoridades a promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos de las mujeres y a
actuar con especial diligencia frente a contextos de
violencia. A ello se suma el principio pro persona, la
obligación de prevenir violaciones a derechos huma-
nos y el deber de adoptar medidas reforzadas de pro-
tección cuando se trata de mujeres, adolescentes, ni-
ñas y niños.

En el ámbito internacional, las Convenciones sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer, e Interamericana para Prevenir, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, así co-
mo la jurisprudencia interamericana y los estándares
especializados en debida diligencia reforzada, exigen
que los Estados investiguen la violencia contra las mu-
jeres con perspectiva de género , sin estereotipos , de
manera exhaustiva y con métodos aptos para com-
prender la dimensión estructural y contextual de los
hechos.

La presente iniciativa es congruente con ese marco
constitucional y convencional, pues no se limita a rei-
terar obligaciones abstractas, sino que propone un me-
canismo institucional idóneo para su cumplimiento
efectivo.

La adición de una definición en el artículo 5 fortalece
la técnica legislativa de la reforma. Al ubicar en el ca-
tálogo de conceptos una definición expresa de las Uni-
dades de Análisis y Contexto, se clarifica su naturale-
za, su integración técnica, sus funciones mínimas y su
finalidad, evitando interpretaciones restrictivas o me-
ramente administrativas.

Además, la definición permite dar coherencia al de-
creto completo, pues el concepto que se incorpora en
los artículos 47 y 49 queda previamente delimitado en
el cuerpo de la ley. Ello mejora la certeza jurídica, fa-
cilita la armonización local y dota de mayor exigibili-
dad al mandato normativo.

La iniciativa plantea tres movimientos normativos
complementarios. Primero, definir las Unidades de
Análisis y Contexto como áreas técnicas y multidisci-
plinarias adscritas a las fiscalías especializadas. Se-
gundo, obligar a la Fiscalía General de la República a
crear, operar y fortalecer dichas unidades en su ámbi-
to competencia. Tercero, obligar a las entidades fede-
rativas a garantizar que sus fiscalías o procuradurías
locales cuenten con unidades equivalentes dentro de
sus fiscalías especializadas o instancias homólogas.

El alcance funcional de estas unidades incluye, entre
otros aspectos, la identificación de patrones de violen-
cia, factores de riesgo, contextos territoriales, vínculos
entre casos, relaciones de poder, estructuras delictivas,
hipótesis y líneas de investigación. Asimismo, se reco-
noce expresamente su utilidad para la búsqueda de
mujeres, adolescentes y niñas desaparecidas y para la
investigación de feminicidios y otros delitos vincula-
dos con violencia de género.

La redacción propuesta evita un diseño rígido de orga-
nización interna y, al mismo tiempo, asegura un están-
dar legal mínimo. Por ello se prevé que la operación de
estas unidades se realice conforme al modelo, guía o
lineamientos que emita la autoridad competente, con
el fin de mantener la actualización técnica del instru-
mento sin necesidad de reformar nuevamente la ley
ante cada ajuste metodológico.

La debida diligencia reforzada no se agota en la re-
cepción de la denuncia, en la práctica de diligencias
iniciales ni en la emisión de medidas de protección.
También exige la capacidad institucional de leer el ca-
so en su integridad, de comprender el entorno en que
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ocurre y de evitar que la investigación reproduzca ses-
gos o prejuicios. Desde esa perspectiva, las unidades
de análisis y contexto constituyen una herramienta de
apoyo técnico indispensable para investigaciones
complejas.

Su valor operativo radica en que permiten identificar
coincidencias entre asuntos, advertir reiteraciones, de-
tectar zonas o corredores de riesgo, clasificar informa-
ción relevante, construir cronologías y mapas de rela-
ciones, así como producir informes que faciliten
decisiones de investigación mejor fundadas. En casos
de desaparición y feminicidio, esta función puede re-
sultar determinante para activar diligencias oportunas,
relacionar carpetas o visibilizar hipótesis que de otra
forma podrían permanecer desatendidas.

La reforma es viable porque no parte de cero. Existen
modelos, guías, experiencias locales y desarrollos téc-
nicos previos que pueden ser retomados para su im-
plementación. La iniciativa tampoco impone un es-
quema organizacional uniforme e inflexible, sino un
mandato de resultado institucional: contar con unida-
des especializadas y multidisciplinarias.

Desde el punto de vista presupuestal, la propuesta pue-
de instrumentarse mediante procesos de adecuación
orgánica, reasignación funcional, fortalecimiento de
áreas existentes o creación progresiva de capacidades,
conforme a los presupuestos autorizados. Por ello se
propone un régimen transitorio razonable que permita
a las autoridades realizar los ajustes normativos, orgá-
nicos y operativos necesarios dentro de un plazo de-
terminado.

Lejos de generar una carga desproporcionada, la refor-
ma contribuye a mejorar la eficacia institucional, la
coordinación interáreas y la calidad de las investiga-
ciones, lo cual puede traducirse en un mejor aprove-
chamiento de recursos públicos y en una disminución
de omisiones costosas en términos humanos e institu-
cionales.

La investigación de las violencias contra las mujeres
exige pasar de la reacción fragmentada a la capacidad
institucional de comprender contextos, patrones y ries-
gos. Las unidades de análisis y contexto representan
una herramienta indispensable para robustecer la debi-
da diligencia reforzada, elevar la calidad de las inves-
tigaciones, fortalecer la búsqueda de mujeres, adoles-

centes y niñas desaparecidas y combatir con mayor
eficacia la impunidad en feminicidios y demás delitos
de violencia de género.

Por ello, incorporar su definición en el artículo 5 y es-
tablecer su obligación en los artículos 47 y 49 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencias constituye una reforma jurídicamen-
te sólida, técnicamente fundada y políticamente perti-
nente.

En la siguiente tabla se plantea la comparación entre el
texto vigente y el texto propuesto.
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Por lo expuesto someto a consideración del pleno de-
liberativo la presente propuesta, al tenor del siguiente
proyecto de

Decreto

Único. Se adicionan las fracciones XXII al artículo 5,
XIII al artículo 47, con lo que recorre el orden de la
subsecuente, y XXVII al artículo 49, con lo que se re-
corre el orden de la subsecuente, de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias,
para quedar como sigue:

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se en-
tenderá por

I. a XXI. …

XXII. Unidades de Análisis y Contexto: las áreas
técnicas y multidisciplinarias adscritas a las fis-
calías especializadas para la atención, investiga-
ción y persecución de las violencias contra las

mujeres por razones de género o sus equivalen-
tes , encargadas de recabar, sistematizar, proce-
sar y analizar información relevante para identi-
ficar patrones de violencia, factores de riesgo,
contextos territoriales, estructuras criminales,
vínculos entre casos, relaciones de poder, hipóte-
sis y líneas de investigación, a fin de contribuir a
la debida diligencia reforzada, a la búsqueda de
mujeres, adolescentes y niñas desaparecidas y a
la investigación de feminicidios y demás delitos
vinculados con violencia de género.

Artículo 47. Corresponde a la Fiscalía General de
la República

I. a XII. …

XII. Crear, operar y fortalecer, dentro de las fisca-
lías especializadas para la investigación y persecu-
ción de delitos relacionados con las violencias con-
tra las mujeres por razones de género, Unidades
de Análisis y Contexto integradas por personal
multidisciplinario especializado , encargadas de
elaborar productos de análisis estratégico , contex-
tual, criminológico, sociológico, antropológico y de
género que contribuyan a la debida diligencia re-
forzada, a la identificación de patrones, series, vín-
culos, contextos territoriales, factores de riesgo, re-
des delictivas , hipótesis y líneas de investigación ,
así como a la búsqueda de mujeres, adolescentes y
niñas desaparecidas y a la investigación de femini-
cidios y otros delitos de violencia de género, con-
forme al modelo, guía o lineamientos que emita la au-
toridad competente; y

XIV. Las demás previstas para el cumplimiento de
la presente ley.

Artículo 49. Corresponde a las entidades federati-
vas, de conformidad con lo dispuesto por esta ley y
los ordenamientos aplicables en la materia:

I. a XXVI. …

XXVII. Garantizar que las fiscalías o procura-
durías locales cuenten, dentro de las fiscalías es-
pecializadas para la atención, investigación y
persecución de delitos relacionados con las vio-
lencias contra las mujeres por razones de género
o sus equivalentes, con unidades de análisis y
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contexto integradas por personal multidiscipli-
nario especializado, con atribuciones para elabo-
rar

análisis estratégicos y productos de contexto que
contribuyan a la investigación con debida diligen-
cia reforzada, a la identificación de patrones de
violencia, factores de riesgo, contextos territoria-
les, vínculos entre casos, hipótesis y líneas de in-
vestigación, así como a la búsqueda de mujeres,
adolescentes y niñas desaparecidas y a la investi-
gación de feminicidios y demás delitos vinculados
con violencia de género, conforme al modelo, guía
o lineamientos que emita la autoridad competente;

Las demás aplicables a la materia, que les conceda
la ley u otros ordenamientos legales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Fiscalía General de la República, las enti-
dades federativas y, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, las fiscalías o procuradurías locales deberán
realizar las adecuaciones normativas, orgánicas, admi-
nistrativas y operativas necesarias para dar cumplimien-
to al presente decreto dentro de los ciento ochenta días
naturales siguientes a su entrada en vigor.

Tercero. Las autoridades competentes promoverán
que la integración, operación y fortalecimiento de las
unidades de análisis y contexto se realice con personal
multidisciplinario especializado y conforme al mode-
lo, guía o lineamientos aplicables en la materia.

Cuarto. Las erogaciones que, en su caso, se generen
con motivo de la entrada en vigor del presente decreto
se cubrirán con cargo a los presupuestos aprobados a
las instituciones correspondientes para el ejercicio fis-
cal de que se trate, por lo que no se autorizarán recur-
sos adicionales para tales efectos.

Quinto. Las legislaturas de las entidades federativas,
en un plazo no mayor de ciento ochenta días naturales,
contados a partir de la entrada en vigor del presente
decreto, deberán realizar las armonizaciones normati-
vas conducentes.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 22 de julio de 2026.

Diputada Midred Concepción Ávila Vera (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Igualdad de Género. Julio 22 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DIS-
CRIMINACIÓN, Y DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN
MATERIA DE ERRADICACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN LA-
BORAL POR RAZÓN DE EDAD Y FOMENTO A LA INCLUSIÓN
INTERGENERACIONAL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA ADRIA-
NA BELINDA QUIROZ GALLEGOS, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN
PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 22 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Adriana Belinda Quiroz Gallegos, di-
putada en la LXVI Legislatura de la honorable Cáma-
ra de Diputados e integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
del pleno de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley Federal para Prevenir
y Eliminar la Discriminación; y de la Ley Federal del
Trabajo, en materia de erradicación de la discrimina-
ción laboral por razón de edad y fomento a la inclusión
intergeneracional.

Exposición de Motivos

I. Introducción

En la actualidad, el mercado laboral presenta una ba-
rrera invisible pero infranqueable: el límite de edad
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para la contratación. Es común observar vacantes que
restringen el acceso a personas mayores de 35 o 40
años, bajo el prejuicio infundado de que han perdido
dinamismo o que su actualización tecnológica es defi-
ciente. Esta práctica no solo es discriminatoria, sino
que ignora la realidad demográfica de una población
que se mantiene activa y saludable por mucho más
tiempo.

Esta propuesta busca erradicar la discriminación labo-
ral por edad, un fenómeno conocido como edadismo,
que afecta la estabilidad económica de miles de perso-
nas en plenitud de sus capacidades.

El termino edadismo1 corresponde a un conjunto de
prejuicios y estereotipos por razón de edad. Es, por de-
finición la construcción social que permite la repro-
ducción de prácticas sectarias hacia un estrato de la
población considerado “vulnerable” o “improductivo”
y que, de acuerdo con los datos de una encuesta reali-
zada en 2022 por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI),2 la mayoría de las personas mayo-
res de 40 años enfrentan dificultades para encontrar
empleos.

Esta práctica ha sido llevada a cabo durante años y
constituye un problema aislado en el contexto mexica-
no, por el contrario, esta es una situación que aqueja a
la clase trabajadora del mundo entero y que encuentra
reflejadas sus repercusiones y diversas vertientes.

II. Planteamiento del problema

El artículo publicado por la Universidad Autónoma
Metropolitana (UAM)3 expone los efectos que el eda-
dismo tiene en la autopercepción de las personas ma-
yores referente a su rol dentro de la sociedad, afectán-
dolos no solo en un sentido económico sino
psicológico y generando un grave impacto en su bien-
estar emocional, a este respecto la Organización Mun-
dial de la Salud (OMS) publicó en su informe sobre el
edadismo en 2021,4 que de 44 estudios realizados 42
(96 por ciento) reflejaban que el edadismo tenía reper-
cusiones en la salud mental, en 16 de esos estudios el
edadismo se asoció con la aparición de depresión, es
decir, el aumento de los síntomas depresivos a través
del tiempo culminando en depresión de por vida.5

El problema del edadismo corresponde a causas es-
tructurales, las cuales, como se expuso en párrafos an-

teriores son las mismas que alimentan la reproducción
de las ignominias del sistema, que provocan la sectari-
zación de los adultos mayores pero que tienen efecto
en la población en general. En ese sentido se encuen-
tra en el edadismo uno de los mayores causantes de la
precarización de los sueldos y las condiciones labora-
les indignas de las y los jóvenes trabajadores, pues uno
de los mayores causantes de estas prácticas es el me-
nor sueldo que se le puede ofrecer a los jóvenes por re-
alizar las mismas tareas que realizaría el adulto, pero
que demandarían un mayor sueldo para este, al res-
pecto el informe de la Organización y Cooperación pa-
ra el Desarrollo Económico (OCDE) revela que en un
promedio de 14 países entre el 40 y el 63% de los jó-
venes se encuentra en empleos con salarios bajos.6 En
el caso del contexto mexicano la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo (ENOE) emitida por el INEGI
reflejó que, En febrero de 2026, la PEA fue de 61.9
millones de personas de 15 años y más (lo que repre-
sentó una tasa de participación de 59.0 por ciento). Di-
cha cantidad significó un aumento de 1.2 millones de
personas en relación con febrero de 2025,7 sin embar-
go, la brecha salarial sigue siendo muy marcada y, por
ende, las prácticas de edadismo que relegan al adulto
mayor siguen siendo una constante en la sociedad me-
xicana.

El primero de mayo del año 2019 entró en vigor la re-
forma en la que se modificaba el párrafo primero del
artículo 3 de la Ley Federal del Trabajo, mediante el
cual se otorgaba un enfoque moderno a los derechos
laborales de las y los mexicanos, agregando el con-
cepto de igualdad sustantiva entre hombres y mujeres8

fortaleciendo así la dignidad humana en el trabajo e
impulsando entornos libres de discriminación y vio-
lencias.

Por otro lado, la Ley Federal para prevenir y Eliminar
la Discriminación estipula en su artículo primero
aquellas prácticas que se entenderán cómo discrimina-
torias, en ese sentido se cita el párrafo:

Discriminación: Para los efectos de esta ley se entende-
rá por discriminación toda distinción, exclusión, restric-
ción o preferencia que, por acción u omisión, con inten-
ción o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional
y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir,
impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o
ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando
se base en uno o más de los siguientes motivos: el origen
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étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el
género, la edad, las discapacidades, la condición social,
económica, de salud física o mental, jurídica, la religión,
la apariencia física, las características genéticas, la situa-
ción migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones,
las preferencias sexuales, la identidad o filiación políti-
ca, el estado civil, la situación familiar, las responsabili-
dades familiares, el idioma, los antecedentes penales o
cualquier otro motivo; También se entenderá como dis-
criminación la homofobia, misoginia, cualquier mani-
festación de xenofobia, segregación racial, antisemitis-
mo, así como la discriminación racial y otras formas
conexas de intolerancia.

En ambos casos, aunque en la Ley Federal del Traba-
jo si se haga mención de la discriminación por edad,
aún no es un rasgo en el que se haya implementado el
suficiente enfoque y que por lo tanto esa ambigüedad
en la ley sigue permitiendo la cotidianidad de dichas
prácticas.

III. Contexto Internacional.

En el contexto internacional existen diversas naciones
que han implementado medidas a través de las cuáles
se reconoce y se previene el edadismo cómo forma de
discriminación, tal es el caso de Estados Unidos, don-
de desde la coyuntura de 1967 se implementó la Ley
Contra la Discriminación por Edad en el Empleo,9
convirtiéndose en una de las más antiguas referencias
en ese sentido, también se toma por referencia la Di-
rectiva 2000/78/CE del Consejo, suscrita el 27 de no-
viembre de 200010 en la Unión Europea y los efectos
positivos que representó esta medida en ambas socie-
dades aunque cada contexto enfrente diferentes retos
relativos al sistema de producción bajo el cual funcio-
nan.

La implementación de medidas similares en el contex-
to mexicano y sobre todo tomando en cuenta las forta-
lezas del pueblo en la actual coyuntura, representaría,
como se mencionó anteriormente la oportunidad de un
gran salto hacia adelante en el desarrollo económico y
social de la población mexicana, reforzando los cam-
bios estructurales que esta 4ta transformación tiene co-
mo objetivo, a través de la cual se cubren varios flan-
cos, protegiendo en primer punto el derecho a los
adultos mayores a una pensión digna y por otro el de-
recho de aquellos que aún se encuentran en edad de
participar dentro de la producción de poder hacerlo en

condiciones dignas y a su vez protege y ver por un me-
jor futuro para los y las jóvenes mexicanas.

Al respecto la evidencia científica sugiere que el des-
empleo por discriminación de edad genera un deterio-
ro acelerado en la salud física y mental del individuo.

a) Costos Indirectos: El estrés crónico derivado de
la exclusión laboral aumenta la incidencia de enfer-
medades cardiovasculares y depresión, lo que in-
crementa la demanda de servicios en las institucio-
nes públicas de salud.

b) Envejecimiento Activo: Mantener a la pobla-
ción de 40 a 55 años dentro de la economía formal
promueve el “envejecimiento activo”, reduciendo la
dependencia económica del Estado a largo plazo y
mejorando la calidad de vida en la tercera edad.

Es fundamental señalar que el edadismo no afecta de
manera uniforme. Existe una penalización doble para
las mujeres, quienes enfrentan el fenómeno de la “in-
visibilidad prematura.” Mientras que en los hombres
la experiencia suele asociarse con autoridad hasta eda-
des más avanzadas, en las mujeres, los estándares es-
téticos y los prejuicios sobre la disponibilidad (debido
a roles de cuidado de padres ancianos) adelantan la ba-
rrera de exclusión incluso antes de los 40 años.

La iniciativa contribuye directamente a la brecha sala-
rial de género, ya que la interrupción de la carrera la-
boral a los 45 años impide que las mujeres accedan a
puestos directivos de alta remuneración, los cuales
suelen alcanzarse en la madurez profesional.

Asimismo, es fundamental incorporar el concepto de
edadismo en el marco normativo laboral. El cual como
se había señalado anteriormente es definido por la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) como la exis-
tencia de estereotipos (cómo pensamos), prejuicios
(cómo nos sentimos) y discriminación (cómo actua-
mos) hacia las personas en función de su edad, el eda-
dismo laboral se ha convertido en una barrera estruc-
tural que violenta el principio de universalidad de los
derechos humanos.

IV. Objetivo de la reforma

Esta reforma busca que a través de la identificación
del edadismo cómo acto de discriminación no solo se
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concientice la población sobre las afectaciones que es-
ta práctica tiene sobre aquellos que se ven directamen-
te afectados, si no que representa un gran salto hacia
adelante en la misión que el humanismo mexicano tie-
ne por equilibrar y mejorar las condiciones para la po-
blación en general, permitiendo que todos puedan as-
pirar a empleos con condiciones y salarios dignos que
permitan el desarrollo económico y con ello el progre-
so del pueblo a través del bienestar social.

V. Derecho Comparado

Convención Interamericana sobre la Protección de los
Derechos Humanos de las Personas Mayores.

1. Artículo 3 Son principios generales aplicables a
la Convención:

a) La promoción y defensa de los derechos hu-
manos y libertades fundamentales de la persona
mayor.

b) La valorización de la persona mayor, su papel
en la sociedad y contribución al desarrollo.

c) La dignidad, independencia, protagonismo y
autonomía de la persona mayor.

d) La igualdad y no discriminación.

e) La participación, integración e inclusión plena
y efectiva en la sociedad.

f) El bienestar y cuidado.

g) La seguridad física, económica y social.

h) La autorrealización.

i) La equidad e igualdad de género y enfoque de
curso de vida.

j) La solidaridad y fortalecimiento de la protec-
ción familiar y comunitaria.

k) El buen trato y la atención preferencial.

l) El enfoque diferencial para el goce efectivo de
los derechos de la persona mayor.

m) El respeto y valorización de la diversidad cul-
tural.

n) La protección judicial efectiva.

o) La responsabilidad del Estado y participa-
ción de la familia y de la comunidad en la inte-
gración activa, plena y productiva de la perso-
na mayor dentro de la sociedad, así como en su
cuidado y atención, de acuerdo con su legisla-
ción interna.

Al respecto la misma convención señala lo siguiente
en su artículo 8:

Artículo 8. Los Estados parte adoptarán medidas
para que la persona mayor tenga la oportunidad de
participar activa y productivamente en la comuni-
dad, y pueda desarrollar sus capacidades y poten-
cialidades.

Glosario

Edadismo: un conjunto de prejuicios y estereotipos
por razón de edad. Es, por definición, la construc-
ción social que permite la reproducción de prácticas
sectarias hacia un estrato de la población considera-
do “vulnerable.”

Envejecimiento: Proceso gradual que se desarrolla
durante el curso de vida y que conlleva cambios
biológicos, fisiológicos, psico-sociales y funciona-
les de variadas consecuencias, las cuales se asocian
con interacciones dinámicas y permanentes entre el
sujeto y su medio.11

Envejecimiento activo y saludable: Proceso por el
cual se optimizan las oportunidades de bienestar fí-
sico, mental y social, de participar en actividades so-
ciales, económicas, culturales, espirituales y cívicas,
y de contar con protección, seguridad y atención,
con el objetivo de ampliar la esperanza de vida salu-
dable y la calidad de vida de todos los individuos en
la vejez, y permitirles así seguir contribuyendo acti-
vamente a sus familias, amigos, comunidades y na-
ciones. El concepto de envejecimiento activo y salu-
dable se aplica tanto a individuos como a grupos de
población.12

Lunes 3 de agosto de 2026 Gaceta Parlamentaria55



VI. Cuadro Comparativo

Para exponer con mayor claridad la propuesta de mo-
dificación normativa, los artículos y adiciones que se
proponen modificar se desarrollan en los siguientes
cuadros comparativos:

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someto
a consideración de este pleno la presente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación; y de la Ley Federal del
Trabajo, en materia de erradicación de la discrimi-
nación laboral por razón de edad y fomento a la in-
clusión intergeneracional

Artículo Primero. Se reforma el artículo 1, fracción
III, y la fracción III Bis, inciso c), y se adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 15 Octavus de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, para
quedar como sigue:

Artículo 1. ...

…

I. y II. …

III. Discriminación: Para los efectos de esta ley se
entenderá por discriminación toda distinción, ex-
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clusión, restricción o preferencia que, por acción u
omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva,
racional ni proporcional y tenga por objeto o resul-
tado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o
anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los de-
rechos humanos y libertades, cuando se base en uno
o más de los siguientes motivos: el origen étnico o
nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el gé-
nero, la edad establecida como límite de forma in-
justificada en procesos de reclutamiento, selección
o permanencia en el empleo, las discapacidades, la
condición social, económica, de salud física o men-
tal, jurídica, la religión, la apariencia física, las ca-
racterísticas genéticas, la situación migratoria, el
embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias
sexuales, la identidad o filiación política, el estado
civil, la situación familiar, las responsabilidades fa-
miliares, el idioma, los antecedentes penales o cual-
quier otro motivo;

…

III Bis. …

a) y b) …

c) Discriminación estructural o sistémica:
Se refiere al conjunto de normas, reglas, ruti-
nas, patrones, actitudes y pautas de comporta-
miento que dan paso a una situación de infe-
rioridad y exclusión contra un grupo de
personas de forma generalizada, particular-
mente aquellas mayores de cuarenta años en el
ámbito laboral, las cuales son perpetuadas a lo
largo del tiempo.

d) …

IV. a X. …

Artículo Segundo. Se adiciona un inciso c) al artícu-
lo 3o. Bis y se reforma la fracción XXXI del artículo
132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Artículo 3o. Bis. Para efectos de esta ley se entiende
por:

a) y b) …

c) Edadismo, existencia de estereotipos, prejui-
cios y discriminación las personas en función de
su edad, para ocupar un empleo.

Artículo 132. …

I. a XXX. …

XXXI. Implementar políticas de inclusión laboral
para personas mayores de cuarenta años, incluyen-
do capacitación continua y no discriminación en
procesos de promoción y establecer en acuerdo con
los trabajadores, un protocolo para prevenir la dis-
criminación por razones de género y atención de ca-
sos de violencia y acoso u hostigamiento sexual, así
como erradicar el trabajo forzoso e infantil;

XXXII. a XXXIII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo Federal, a través de la Secreta-
ría de Trabajo y Previsión Social (STPS), en coordina-
ción con la Procuraduría Federal de la Defensa del
Trabajo (Profedet), el Servicio Nacional de Empleo
(SNE) así como las instituciones correspondientes en
materia laboral, en tanto en materia de prevención de
la discriminación será a través de la Secretaría de Go-
bernación (Segob) y el Consejo Nacional para Preve-
nir la Discriminación (Conapred).

Deberán implementar las modificaciones correspon-
dientes para emitir o actualizar las Normas Oficiales
Mexicanas (NOM) que determinen las especificacio-
nes técnicas, necesarias, para señalar, prevenir y san-
cionar las prácticas del edadismo, en un plazo no ma-
yor a 180 días naturales a partir de la entrada en vigor
del presente Decreto.

Tercero. Las Legislaturas de las Entidades Federativas
deberán realizar las adecuaciones a sus leyes locales
en materia laboral en un plazo que no exceda los 365
días naturales contados a partir de la publicación del
presente Decreto, a fin de armonizarlas con lo dis-
puesto en el mismo.
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de Ocupación y Empleo. Cifras oportunas, marzo de 2026 (Méxi-
co: INEGI, 2026), página 3. https://www.inegi.org.mx/conteni-
dos/saladeprensa/boletines/2026/iooe/IOE2026_03.pdf. 

8 Véase Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, Ley Federal del Trabajo, última reforma publicada en el
Diario Oficial de la Federación, 15 de enero de 2026, página 2.
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFT.pdf

9 Véase U.S. Equal Employment Opportunity Commission, Age
Discrimination in Employment Act of 1967, 1967, https://www.ee-
oc.gov/statutes/age-discrimination-employment-act-1967 

10 Véase Consejo de la Unión Europea, Directiva 2000/78/CE del
Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento
de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la
ocupación, Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 303, 2
de diciembre de 2000, 

https://www.boe.es/doue/2000/303/L00016-00022.pdf 

11 Véase Organización de los Estados Americanos, Convención
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de
las Personas Mayores (A-70), Tratados Multilaterales Interameri-
canos, OEA, página 4. https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/trata-
dos_multilaterales_interamericanos_a70_derechos_humanos_per-
sonas_mayores.pdf 

12 Ídem.

Comisión Permanente, a 22 de julio de 2026.

Diputada Adriana Belinda Quiroz Gallegos (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con opinión
de la Comisión de Derechos Humanos.  Julio 22 de 2026.)

QUE REFORMA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 145
DE LA LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO Y EL PRIMER
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 63 BIS DE LA LEY DE CAMINOS,
PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL, EN MATERIA DE
COBERTURA DE ATENCIÓN MÉDICO-VETERINARIA DERIVA-
DA DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN VÍAS FEDERALES, RE-
CIBIDA DE LA DIPUTADA MILDRED CONCEPCIÓN ÁVILA
VERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA
SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES
22 DE JULIO DE 2026

Quien suscribe, diputada federal Mildred Concepción
Avila Vera, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena en la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como 55, fracción II, 56 y 57 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
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General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Marco Constitucional y Legal

La reforma constitucional publicada el 2 de diciembre
de 2024 incorporó en el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos la prohibi-
ción del maltrato a los animales y estableció el deber
del Estado de garantizar su protección, trato adecuado,
conservación y cuidado. Asimismo, el artículo 73,
fracción XXIX-G, faculta al Congreso de la Unión pa-
ra expedir leyes en materia de protección y bienestar
animal. Este nuevo marco constitucional obliga a revi-
sar el orden jurídico federal para cerrar vacíos de pro-
tección que aún persisten en sectores específicos, en-
tre ellos, el régimen de aseguramiento obligatorio
vinculado a la circulación vehicular en vías federales.

En congruencia con dicho mandato, la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal ya reconoce, en
su artículo 22 Bis, la necesidad de incorporar pasos de
fauna en nuevas construcciones y modernizaciones ca-
rreteras. Esa previsión evidencia que el legislador fe-
deral ya identificó el riesgo que las carreteras repre-
sentan para la fauna silvestre.

Sin embargo, cuando el siniestro ocurre y un animal
resulta lesionado, el marco vigente del seguro obliga-
torio sigue concentrado exclusivamente en daños a
personas y bienes, dejando fuera los gastos razonables
y necesarios de atención médico-veterinaria, estabili-
zación y traslado de los animales afectados.

II. Problema público que se pretende atender

En México, los animales lesionados en accidentes de
tránsito suelen quedar en un vacío material y jurídico.
Si se trata de animales domésticos o de compañía, sus
cuidadoras o cuidadores enfrentan de manera inmedia-
ta gastos veterinarios que pueden resultar elevados y
de urgente erogación. Si se trata de fauna silvestre, el
problema es aún más grave: con frecuencia no existe
una persona identificable que asuma la responsabili-
dad inmediata por la atención, el rescate, el traslado o
la estabilización del ejemplar lesionado.

Esta omisión normativa produce tres consecuencias
indeseables. Primero, retrasa la atención de urgencia y
agrava el sufrimiento del animal. Segundo, desplaza
injustamente los costos a familias, rescatistas, clínicas
veterinarias, asociaciones civiles o autoridades am-
bientales que no provocaron el daño. Tercero, invisibi-
liza a los animales como víctimas directas de los si-
niestros viales, a pesar de que el orden constitucional
mexicano ya exige su protección y trato adecuado.

III. Animales como seres sintientes y miembros de
la comunidad familiar y social

El avance del derecho contemporáneo en materia de
bienestar animal parte de una premisa básica: los ani-
males no pueden seguir siendo tratados únicamente
desde una lógica patrimonial. Son seres sintientes, ca-
paces de experimentar dolor, estrés, miedo y sufri-
miento. Bajo esa comprensión, cuando un siniestro
vial les causa lesiones, el orden jurídico no puede li-
mitarse a reparar exclusivamente afectaciones huma-
nas o materiales; debe prever también una respuesta
mínima, inmediata y eficaz respecto del animal lesio-
nado.

En el caso de los animales de compañía, su vínculo
con las personas trasciende la noción tradicional de
propiedad.

En millones de hogares forman parte de la vida coti-
diana, de los afectos y de las dinámicas familiares. La
ausencia de cobertura veterinaria en accidentes vehi-
culares coloca a las familias ante una disyuntiva pro-
fundamente injusta: asumir gastos de urgencia que no
siempre pueden cubrir o ver comprometida la posibili-
dad de salvar la vida del animal.

Tratándose de fauna silvestre, el deber de protección
es incluso más claro desde la perspectiva ecológica y
de interés público. Un ejemplar lesionado en carretera
no sólo representa un ser sintiente afectado, sino tam-
bién una posible pérdida para la biodiversidad, los
ecosistemas y el patrimonio biocultural del país. Ello
adquiere especial relevancia en casos de especies em-
blemáticas o en riesgo, como el jaguar, cuya impor-
tancia ecológica, histórica y cultural para México es
ampliamente reconocida. El jaguar no sólo se encuen-
tra en categoría de peligro de extinción en la normati-
vidad mexicana; además, constituye un símbolo pro-
fundamente arraigado en las culturas mesoamericanas

Lunes 3 de agosto de 2026 Gaceta Parlamentaria59



y un referente identitario de regiones enteras del país.
Por ello, cuando un accidente vehicular lesiona a
ejemplares de esta naturaleza, la respuesta legal no
puede ser la indiferencia ni la desresponsabilización.

IV. Derecho comparado y avances normativos rele-
vantes

La presente propuesta no surge en el vacío. En el ám-
bito internacional, Colombia dio un paso relevante con
la Ley 1774 de 2016, al reconocer que los animales
son seres sintientes y al reforzar el deber de protección
frente al sufrimiento y el maltrato. A nivel subnacio-
nal, en México también se observan avances consis-
tentes. La Ciudad de México ya establece en su legis-
lación de protección y bienestar animal que los
animales son seres sintientes. Quintana Roo, Campe-
che y otras entidades federativas cuentan con marcos
de bienestar animal cada vez más robustos, orientados
a garantizar trato digno, atención y prevención del su-
frimiento.

La iniciativa que aquí se propone se inserta en esa evo-
lución normativa: no pretende sustituir la futura legis-
lación general en materia animal ni duplicar compe-
tencias ambientales, sino atender un punto específico
donde hoy existe un vacío evidente, esto es, la cober-
tura inmediata de atención médico-veterinaria y trasla-
do para animales lesionados con motivo de accidentes
de tránsito en vías federales.

V. Justificación de la reforma propuesta

La técnica legislativa de esta iniciativa parte de dos
ajustes complementarios. Por una parte, se reforma el
artículo 63 Bis de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, que es el precepto que establece el
seguro obligatorio para los vehículos que transitan en
vías, caminos y puentes federales. La reforma explici-
ta que dicha cobertura deberá comprender también los
gastos razonables y necesarios de atención médico-ve-
terinaria, estabilización y traslado de animales domés-
ticos o silvestres lesionados con motivo del siniestro.

Por otra parte, se reforma el segundo párrafo del artí-
culo 145 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, a fin
de armonizar el régimen general del seguro de respon-
sabilidad con la obligación específica prevista en la le-
gislación carretera federal.

De este modo, no sólo se establece la obligación ma-
terial en la ley sectorial que exige el seguro, sino que
también se incorpora el correlato técnico en la legisla-
ción aseguradora que regula la cobertura en los segu-
ros obligatorios.

La redacción propuesta es deliberadamente acotada.
No se establece una cobertura ilimitada ni indetermi-
nada; se habla de gastos razonables y necesarios de
atención médico-veterinaria, estabilización y traslado.
Ello permite una implementación regulatoria objetiva,
financieramente previsible y compatible con las facul-
tades que ya tiene la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, oyendo la opinión de la Comisión Nacional
de Seguros y Fianzas, para fijar reglas de operación y
montos mínimos de cobertura.

VI. Impacto presupuestario

La presente iniciativa no genera impacto presupuesta-
rio para la Federación. No crea instituciones nuevas,
no establece subsidios, no mandata la apertura de pla-
zas, no constituye fondos públicos, ni impone la crea-
ción de programas presupuestarios adicionales. La ins-
trumentación normativa recaería en el ámbito
ordinario de las atribuciones regulatorias ya existentes
de las autoridades competentes, particularmente de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Co-
misión Nacional de Seguros y Fianzas, así como en el
cumplimiento contractual por parte de las instituciones
aseguradoras dentro del mercado regulado de seguros
obligatorios.

En consecuencia, la propuesta implica un ajuste de co-
bertura dentro de un esquema de aseguramiento ya
previsto por la ley, sin traducirse por sí misma en ero-
gaciones adicionales del Presupuesto de Egresos de la
Federación.

VII. Cuadro comparativo
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Primero. Se reforma el segundo párrafo del
artículo 145 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 145.- ...

Tratándose de los seguros obligatorios a que hace re-
ferencia el artículo 150 Bis de esta Ley, la empresa es-
tará obligada a cubrir los riesgos asegurados hasta los
montos indemnizatorios o las sumas aseguradas por
persona o por bien, así como, en su caso, los acumula-
dos por evento, que se establezcan en las disposiciones
legales respectivas o en las administrativas de carácter
general que se deriven de las mismas, vigentes al cele-
brarse el contrato. Asimismo, cuando la obligación le-
gal de aseguramiento derive de la circulación de vehí-
culos en vías, caminos y puentes federales, la
cobertura comprenderá, en los términos del contrato y
de las disposiciones aplicables, los gastos razonables y

necesarios de atención médico-veterinaria, estabiliza-
ción y traslado de animales domésticos o silvestres le-
sionados con motivo del siniestro.

….

Artículo Segundo. Se reforma el primer párrafo del
artículo 63 Bis de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 63 Bis. - Todos los vehículos que transiten en
vías, caminos y puentes federales deberán contar con
un seguro que garantice a terceros los daños que pu-
dieren ocasionarse en sus bienes y personas por la con-
ducción del vehículo, así como la cobertura de los gas-
tos razonables y necesarios de atención
médico-veterinaria, estabilización y traslado de ani-
males domésticos o silvestres lesionados con motivo
del siniestro. La contratación del seguro será respon-
sabilidad del propietario del vehículo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, oyendo la opinión de la Comisión Nacional de Se-
guros y Fianzas, contará con un plazo de ciento ochen-
ta días naturales, contados a partir de la entrada en
vigor del presente Decreto, para emitir o adecuar las
disposiciones administrativas de carácter general ne-
cesarias para su cumplimiento.

Tercero. Las instituciones de seguros que operen los
productos a que se refiere el artículo 63 Bis de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal debe-
rán adecuar sus pólizas y condiciones generales dentro
del plazo previsto en el transitorio anterior.

Comisión Permanente, a 22 de julio de 2026.

Diputada Mildred Concepción Ávila Vera (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, con
opinión de la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Julio 22 de
2026.)
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QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE DESARROLLO SO-
CIAL, EN MATERIA DE ACCESIBILIDAD Y SIMPLIFICACIÓN
ADMINISTRATIVA PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y
CONDICIONES DEL NEURODESARROLLO, RECIBIDA DEL DI-
PUTADO IVÁN MARÍN RANGEL, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 22 DE JULIO DE
2026

El suscrito, diputado Ivan Marín Rangel, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como 55
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a la consideración de esta soberanía, la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona
un artículo 19 Bis a la Ley General de Desarrollo So-
cial, en materia de Accesibilidad y Simplificación Ad-
ministrativa para Personas con Discapacidad y Condi-
ciones del Neurodesarrollo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El desarrollo social constituye uno de los pilares fun-
damentales del Estado mexicano para garantizar el
ejercicio efectivo de los derechos humanos, reducir las
desigualdades estructurales y generar condiciones que
permitan a todas las personas acceder a una vida dig-
na. En un Estado constitucional y democrático de de-
recho, las políticas públicas no pueden limitarse úni-
camente a la creación de programas sociales, sino que
deben garantizar que éstos sean verdaderamente acce-
sibles para toda la población, especialmente para quie-
nes enfrentan condiciones de vulnerabilidad derivadas
de una discapacidad o de un trastorno del neurodesa-
rrollo.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos por
la propia Constitución y por los tratados internaciona-
les de los que el Estado mexicano sea parte. Asimis-
mo, impone a todas las autoridades la obligación de
promover, respetar, proteger y garantizar dichos dere-
chos bajo los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad, prohibiendo
toda forma de discriminación motivada por discapaci-

dad o cualquier otra condición que tenga por objeto
menoscabar la dignidad humana. Este mandato consti-
tucional obliga al Estado no sólo a abstenerse de dis-
criminar, sino también a eliminar las barreras adminis-
trativas, normativas y operativas que impiden el
acceso efectivo a los derechos sociales.

En ese mismo sentido, el artículo 4º constitucional re-
conoce que toda persona tiene derecho a la protección
de la salud y dispone que el Estado garantizará una pen-
sión no contributiva a las personas con discapacidad
permanente menores de sesenta y cinco años, en los
términos que establezca la ley. Este reconocimiento evi-
dencia que el Constituyente Permanente identificó a las
personas con discapacidad como un grupo prioritario
que requiere medidas específicas para alcanzar la igual-
dad sustantiva, por lo que el acceso a los programas so-
ciales no puede verse obstaculizado por procedimientos
burocráticos excesivos o requisitos administrativos des-
proporcionados.

Por otra parte, el artículo 25 de la Constitución esta-
blece que corresponde al Estado la rectoría del des-
arrollo nacional para garantizar que éste sea integral,
incluyente y sustentable, fortaleciendo la soberanía
nacional y promoviendo una distribución más justa del
ingreso y la riqueza. A su vez, el artículo 26, Apartado
A, dispone que el Estado organizará un sistema de
planeación democrática del desarrollo nacional orien-
tado a la eficacia, eficiencia y equidad de las políticas
públicas. En consecuencia, la Política de Desarrollo
Social debe operar bajo criterios de accesibilidad e in-
clusión, garantizando que las personas con discapaci-
dad puedan ejercer plenamente los derechos que la
propia Constitución les reconoce.

No obstante, este sólido marco constitucional, en la
práctica persisten obstáculos que limitan el acceso
efectivo de miles de personas a los programas sociales.
De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), en México viven más de ocho mi-
llones de personas con discapacidad, mientras que un
porcentaje considerable de la población presenta limi-
taciones permanentes o condiciones del funcionamien-
to mental que requieren apoyos específicos para el
ejercicio de sus derechos. Esta realidad exige que las
instituciones públicas adapten sus procedimientos ad-
ministrativos a las necesidades de este sector de la po-
blación.
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A esta situación se suma que el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Cone-
val) ha documentado que la incidencia de pobreza
multidimensional entre las personas con discapacidad
es considerablemente superior a la registrada en la po-
blación sin discapacidad. Asimismo, estas personas
enfrentan mayores carencias en materia de educación,
salud, empleo, movilidad y acceso a servicios públi-
cos, condiciones que incrementan los niveles de vul-
nerabilidad y limitan el pleno ejercicio de sus derechos
sociales.

La problemática adquiere una dimensión aún mayor
cuando se trata de personas con trastorno del espectro
autista (TEA) u otras condiciones del neurodesarrollo.
Las familias cuidadoras deben destinar una proporción
importante de sus ingresos al pago de terapias, trata-
mientos médicos, transporte especializado, apoyos
educativos y procesos de rehabilitación, además de in-
vertir una cantidad considerable de tiempo en la reali-
zación de trámites administrativos para acceder o
mantener los beneficios de los programas sociales. Es-
ta carga económica y administrativa genera lo que di-
versos organismos internacionales denominan pobreza
de tiempo, afectando particularmente a madres, padres
y cuidadores principales.

Paradójicamente, quienes más requieren del respaldo
institucional suelen enfrentar mayores dificultades pa-
ra acceder a él.

La existencia de múltiples ventanillas de atención, re-
quisitos documentales repetitivos, procesos presencia-
les innecesarios, plataformas digitales poco accesibles
y procedimientos carentes de ajustes razonables cons-
tituyen barreras que producen una forma de discrimi-
nación indirecta, al colocar en desventaja a un grupo
específico de la población respecto del resto de las
personas beneficiarias.

Esta situación resulta contraria a los compromisos in-
ternacionales asumidos por el Estado mexicano.

La Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad, que forma parte del parámetro de
regularidad constitucional conforme al artículo 1o. de
la Constitución, dispone en sus articules 5 y 9 que los
Estados Parte deberán adoptar medidas para garantizar
la igualdad de oportunidades y la accesibilidad, elimi-
nando las barreras que dificulten el acceso a los servi-

cios públicos mediante la implementación de ajustes
razonables. Asimismo, el articulo 28 reconoce el dere-
cho de las personas con discapacidad a un nivel de vi-
da adecuado y a la protección social, lo que compren-
de el acceso efectivo y sin discriminación a los
programas gubernamentales.

En el ámbito interno, la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad establece como
principios rectores la accesibilidad, el diseño univer-
sal, los ajustes razonables, la igualdad de oportunida-
des y la inclusión plena.

Sin embargo, la Ley General de Desarrollo Social aún
no incorpora una disposición expresa que obligue a las
dependencias responsables de la operación de los pro-
gramas sociales a implementar mecanismos de simpli-
ficación administrativa, accesibilidad cognitiva, aten-
ción preferente y herramientas digitales incluyentes
durante los procesos de incorporación, permanencia y
seguimiento de las personas con discapacidad y de
aquellas que presentan trastornos del espectro autista u
otras condiciones del neurodesarrollo.

La ausencia de una obligación legal específica provo-
ca que estas medidas dependan de criterios adminis-
trativos internos, generando diferencias entre institu-
ciones y limitando la eficacia de la política social. Una
administración pública moderna debe orientarse a re-
mover obstáculos y no a generarlos; por ello, la sim-
plificación administrativa constituye un instrumento
indispensable para materializar el principio de igual-
dad sustantiva previsto en nuestra Constitución.

En ese contexto, la presente iniciativa propone adicio-
nar un artículo 19 Bis a la Ley General de Desarrollo
Social, con el propósito de establecer que las depen-
dencias y entidades responsables de la operación de
los programas de desarrollo social incorporen progre-
sivamente medidas de simplificación administrativa,
accesibilidad universal, accesibilidad cognitiva, ajus-
tes razonables, formatos accesibles, mecanismos de
atención preferente y herramientas digitales incluyen-
tes que faciliten el acceso, permanencia y seguimiento
de las personas con discapacidad, incluyendo aquellas
con trastornos del espectro autista y otras condiciones
del neurodesarrollo.

La propuesta no crea nuevos programas sociales, no
modifica los criterios de elegibilidad, no establece
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prestaciones económicas adicionales ni implica la cre-
ación de estructuras administrativas o cargas presu-
puestarias extraordinarias.

Su finalidad consiste en fortalecer el marco jurídico
vigente para que los derechos reconocidos por la
Constitución se ejerzan de manera efectiva mediante
procedimientos administrativos accesibles, eficientes
e incluyentes.

En consecuencia, la presente iniciativa representa una
medida de armonización legislativa con el texto cons-
titucional, los tratados internacionales en materia de
derechos humanos y los principios que rigen la políti-
ca nacional de desarrollo social, contribuyendo a con-
solidar una administración pública más cercana a la
ciudadanía y garantizando que ninguna persona vea li-
mitado el ejercicio de sus derechos por la existencia de
barreras administrativas evitables.

Cuadro comparativo

Decreto por el que se adiciona un artículo 19 Bis a
la Ley General de Desarrollo Social, en materia de
accesibilidad y simplificación administrativa para
personas con discapacidad y condiciones del neuro-
desarrollo

Artículo Único. Se adiciona un artículo 19 Bis a la
Ley General de Desarrollo Social, para quedar como
sigue:

Artículo 19 Bis.

Las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal responsables de la operación de los pro-
gramas que integran la política de desarrollo social de-
berán implementar, de manera progresiva y conforme
a los principios de accesibilidad universal, igualdad
sustantiva, inclusión y no discriminación, mecanismos
de simplificación administrativa que faciliten el acce-
so, incorporación, permanencia y seguimiento de las
personas con discapacidad, incluyendo aquellas con
trastorno del espectro autista y otras condiciones del
neurodesarrollo.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo an-
terior, las dependencias y entidades deberán, en el ám-
bito de sus atribuciones y de conformidad con la dis-
ponibilidad presupuestaria autorizada:

I. Implementar procedimientos administrativos cla-
ros, sencillos, accesibles y expeditos para el acceso
a los programas de desarrollo social;
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II. Garantizar que los formatos, solicitud s, avisos y
demás documentos utilizados en los procedimientos
administrativos se encuentran disponibles en for-
matos accesibles, utilizando lenguaje claro y me-
dios físicos o digitales adecuadas;

III. Incorporar mecanismos de atención preferente
y realizar los ajustes razonables necesarios durante
los procedimientos administrativos para las perso-
nas con discapacidad;

IV. Promover el uso de herramientas digitales acce-
sibles que faciliten la realización de trámites y ser-
vicios relacionados con los programas sociales; y

V. Establecer mecanismos de coordinación institu-
cional que reduzcan la duplicidad de requisitos y fa-
vorezcan el intercambio de información entre auto-
ridades competentes, observando en todo momento
la legislación aplicable en materia de protección de
datos personales.

La implementación de las disposiciones previstas en
este artículo deberá realizarse de manera gradual y
progresiva, atendiendo a los principios de máxima in-
clusión, igualdad sustantiva, accesibilidad universal y
no discriminación.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal responsables de la operación
de los programas de desarrollo social deberán adecuar,
en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales
contados a partir de la entrada en vigor del presente
decreto, sus disposiciones administrativas internas, li-
neamientos y procedimientos, conforme a lo previsto
en el artículo 19 Bis de la Ley General de Desarrollo
Social.

Tercero. La implantación de las acciones previstas en
el presente decreto se realizará con cargo al presu-
puesto autorizado a las dependencias y entidades co-
rrespondientes para el ejercicio fiscal de que se trate,
por lo que no implicará la creación de nuevas estruc-
turas administrativas ni erogaciones adicionales.
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Dado en la sede de la Comisión 
Permanente, 22 de julio de 2026.

Diputado Iván Marín Rangel (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Bienestar. Julio 22 de 2026.)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 243 DE LA LEY GENERAL DE
INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, EN
MATERIA DE GASTOS DE CAMPAÑA DESTINADOS A LA AC-
CESIBILIDAD E INCLUSIÓN, RECIBIDA DE LA DIPUTADA
MARGARITA ESTER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA
COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE
2026

Margarita Ester Zavala Gómez del Campo y los dipu-
tados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77,
78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someten a consideración de la Comisión
Permanente iniciativa, con base en la siguiente

I. Exposición de Motivos

México es un país caracterizado por su diversidad cul-
tural, social y lingüística. Esa pluralidad constituye
una de las mayores fortalezas de nuestra nación y ha
permitido construir una sociedad integrada por perso-
nas con distintas identidades, lenguas, culturas y for-
mas de entender la vida pública. Sin embargo, esta di-
versidad también representa un reto para las
instituciones del Estado, que tienen la obligación de
garantizar que todas las personas puedan ejercer sus
derechos en condiciones de igualdad.

La democracia no puede limitarse únicamente a ga-
rantizar el derecho al voto. Para que una elección sea
verdaderamente libre, es indispensable que todas las
personas tengan acceso a la información necesaria pa-
ra emitir un voto informado.

Esto implica que las propuestas, plataformas y mensa-
jes de campaña puedan ser comprendidos por quienes
integran los distintos sectores de la población, sin im-
portar sus condiciones físicas, lingüísticas o sociales.

No obstante, para miles de mexicanas y mexicanos, el
acceso a esa información represen aún un obstáculo.

Las personas con discapacidad, los pueblos y comuni-
dades indígenas, las personas afrodescendientes y otros
grupos históricamente excluidos enfrentan barreras
que, en muchos casos, les impiden conocer en igualdad

de condiciones las propuestas de quienes buscan ocu-
par un cargo de elección popular.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, más de 8.8 millones de personas viven con
alguna discapacidad en México. Para muchas de ellas,
la ausencia de materiales en sistema braille, lengua de
señas mexicana, formatos auditivos o herramientas ac-
cesibles limita su posibilidad de acceder plenamente a
la información electoral.

De igual forma, para miles de personas pertenecientes
a pueblos y comunidades indígenas, la falta de mate-
riales en sus propias lenguas representa una barrera
adicional para ejercer de manera informada sus dere-
chos político-electorales.

La accesibilidad no debe entenderse como un benefi-
cio adicional ni como un privilegio para determinados
sectores de la población. Se trata de una condición in-
dispensable para garantizar el ejercicio efectivo de de-
rechos reconocidos en la Constitución y diversos ins-
trumentos internacionales de los que México forma
parte. El artículo 1o. constitucional obliga a todas las
autoridades a promover, respetar, proteger y garantizar
los derechos humanos bajo los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresivi-
dad, prohibiendo toda forma de discriminación que li-
mite el acceso de las personas al ejercicio de sus
derechos.

La Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad reconoce el derecho de este sector
de la población a participar plenamente en la vida po-
lítica y pública, mientras que el Convenio 169 de la
Organización Internacional del Trabajo y la Ley Ge-
neral de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indíge-
nas establecen el derecho de las comunidades indíge-
nas a recibir información en sus propias lenguas y
mediante mecanismos culturalmente pertinentes.

Actualmente, la legislación electoral considera dentro
de los topes de gastos de campaña aquellos recursos
destinados a la difusión de propaganda electoral. Sin
embargo, los gastos dirigidos exclusivamente a hacer
accesible esa información no constituyen propaganda
adicional ni generan una ventaja indebida frente a
otras candidaturas. Traducir una propuesta a lengua de
señas, imprimir materiales en braille o elaborar conte-
nidos en lenguas indígenas no implica ampliar el al-
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cance de una campaña, sino permitir que la misma in-
formación llegue a personas que, de otra manera, que-
darían excluidas.

En los últimos años, el Instituto Nacional Electoral ha
impulsado diversas acciones afirmativas para garanti-
zar una mayor representación política de grupos histó-
ricamente excluidos. No obstante, el fortalecimiento
de la democracia no puede limitarse al derecho a ser
votado; también debe garantizar el derecho de todas
las personas a votar de manera libre e informada. La
inclusión debe estar presente no solo en la integración
de las candidaturas, sino también en el acceso a la in-
formación que permite ejercer el voto con plena liber-
tad.

En este sentido, la presente iniciativa busca establecer
expresamente que los gastos destinados a garantizar la
accesibilidad e inclusión durante las campañas electo-
rales no sean considerados dentro de los topes de gas-
tos de campaña. Con ello se incentiva la elaboración
de materiales accesibles, se fortalece el principio de
igualdad y se avanza hacia un modelo democrático en
el que todas las personas, sin excepción, puedan cono-
cer las propuestas electorales y participar plenamente
en la vida pública del país.

Con el objeto de exponer con mayor claridad el conte-
nido de esta iniciativa, se muestra el siguiente cuadro
comparativo, mostrando en la segunda columna la re-
forma que se propone: II. Ordenamiento por modificar

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales.

Por lo expuesto someto a consideración de la Comi-
sión Permanente la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se adiciona el numeral 5 al artí-
culo 243 de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales

Único. Se adiciona el numeral 5 al artículo 243 de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, para quedar como sigue:

Artículo 243.

1. a 4. …
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5. No se considerarán dentro de los topes de campa-
ña los gastos que realicen los partidos destinados a
garantizar la accesibilidad e inclusión de personas
con discapacidad, comunidades indígenas, pueblos
originarios, personas afrodescendientes, personas en
situación de vulnerabilidad y otros grupos histórica-
mente marginados, como:

I. Traducción en lengua de señas;

II. Impresión en sistema braille;

III. Impresión de propaganda en lenguas indíge-
nas; y

IV. Cualquier otro que cree una plena accesibili-
dad e inclusión a las propuestas presentadas por
las y los candidatos.

Los gastos contenidos en este numeral deberán ser re-
portados dentro de los gastos contables y de fiscaliza-
ción ante la Unidad Técnica de Fiscalización del insti-
tuto.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 29 de julio de 2025.

Diputada Margarita Ester Zavala Gómez del Campo
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Reforma Política-Electoral. Julio 29 de
2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN XIII, DE LA
LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD, RECI-
BIDA DE LA DIPUTADA PAOLA MILAGROS ESPINOSA SÁN-
CHEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SE-
SIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29
DE JULIO DE 2026

La suscrita, diputada Paola Milagros Espinosa Sánchez,
a nombre propio y de las diputadas y los diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXVI Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 76, nu-
meral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 4, fracción XIII de la Ley
del Instituto Mexicano de la Juventud, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

I. Objeto de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto reformar la frac-
ción XIII del artículo 4 de la Ley del Instituto Mexi-
cano de la Juventud, a fin de incorporar de manera ex-
presa la actividad física y la salud mental entre las
materias respecto de las cuales el Instituto Mexicano
de la Juventud (Imjuve) tiene la atribución de elaborar
programas y cursos de orientación e información.

Esta propuesta responde a la necesidad de actualizar el
marco normativo conforme a cambios sociales y de sa-
lud pública que afecta de manera directa a la población
joven en México, particularmente en lo relativo a la
carga creciente de los trastornos mentales y los hábitos
saludables.

II. Justificación jurídica

A nivel internacional, el Estado mexicano ha suscrito
diversos instrumentos jurídicos que reconocen y pro-
tegen el derecho humano a la salud, los cuales impo-
nen a los Estados parte la obligación de adoptar medi-
das orientadas a garantizar su ejercicio efectivo. Entre
ellos destacan el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales y la Convención sobre
los Derechos del Niño.
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En el ámbito interno, el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el
derecho de toda persona a la protección de la salud, lo
que impone al Estado el deber de implementar medi-
das orientadas a la prevención de enfermedades y a la
promoción del bienestar físico y mental de la pobla-
ción.

En el caso de las personas jóvenes, este mandato ad-
quiere especial relevancia, ya que la adolescencia y la
juventud son etapas determinantes para la adopción de
hábitos saludables y la prevención de factores de ries-
go que puedan incidir en la vida adulta.

Por su parte, la Ley del Instituto Mexicano de la Ju-
ventud tiene por objeto orientar la política nacional en
materia de juventudes y promover su desarrollo inte-
gral por lo que resulta pertinente su revisión y fortale-
cimiento.

III. Actividad física en la juventud

La Organización Mundial de la Salud (OMS) describe
la actividad física como cualquier movimiento del
cuerpo generado por los músculos esqueléticos que
implica un gasto de energía. En términos prácticos,
abarca todas las acciones corporales realizadas incluso
en el tiempo libre, ya sea para desplazarse, trabajar, re-
alizar tareas domésticas o trasladarse de un lugar a
otro. Estas actividades, ya sean de intensidad modera-
da o alta, contribuyen a mejorar la salud.

Cuando no se realiza actividad física, aumenta la pro-
babilidad de desarrollar enfermedades no transmisi-
bles y otros problemas de salud, la inactividad física,
junto con el sedentarismo, incrementa la carga de es-
tas enfermedades además de que presiona los sistemas
de salud existentes.

Por ello, elevar los niveles de actividad física tiene
efectos positivos en la salud y el bienestar, aunado a
ello, ayuda a contribuir al cumplimiento de metas glo-
bales relacionadas con las enfermedades no transmisi-
bles y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. No obs-
tante, esto requiere mayores compromisos e inversión
por parte de los Estados, así como la participación y
coordinación entre distintos sectores.1

Para todo ser humano, la adolescencia (12 a 19 años)
constituye una etapa determinante del desarrollo, ca-

racterizada por importantes cambios físicos, emocio-
nales, psicológicos y sociales que acompañan la tran-
sición de la niñez a la vida adulta. Durante este perio-
do, el organismo experimenta un acelerado proceso de
crecimiento y maduración, al tiempo que los adoles-
centes constituyen su identidad, desarrollan habilida-
des socioemocionales y consolidan hábitos que pue-
den influir en su bienestar presente y futuro. En este
contexto, el fomento de la actividad física desempeña
un papel fundamental para favorecer su desarrollo in-
tegral.

Desde el punto de vista físico, la actividad deportiva
contribuye al fortalecimiento de los sistemas cardio-
vasculares, respiratorio y musculoesquelético, mejora
la condición física y promueve el desarrollo de capa-
cidades como la fuerza, la resistencia y la coordina-
ción, además de favorecer una adecuada regulación
hormonal. Sus beneficios también se extienden al ám-
bito de la salud mental, al contribuir a la regulación
emocional, disminuir los niveles de estrés, ansiedad y
fortalecer la autoestima.

De igual forma, diversas investigaciones han demos-
trado que la práctica regular de actividad física mejo-
ra funciones cognitivas como la atención, la memo-
ria, la planificación y la toma de decisiones, lo que
repercute positivamente en el aprendizaje, el rendi-
miento académico y la adopción de estilos de vida sa-
ludables.

En consecuencia, fomentar la actividad física durante
la adolescencia no solo contribuye al bienestar físico,
sino que constituye una herramienta estratégica para
fortalecer la salud mental, el desarrollo cognitivo y la
integración social de los jóvenes.2

A pesar de los beneficios ampliamente documentados
de la actividad física, una proporción importante de la
población joven no alcanza los niveles recomendados
para obtener sus beneficios.

De acuerdo con el Módulo de Práctica Deportiva y
Ejercicio Físico (Mopradef) 2025 del INEGI, única-
mente el 41.7 por ciento de la población de 12 años y
más realiza actividad física en su tiempo libre, lo que
evidencia que una proporción mayoritaria permanece
en condiciones de inactividad o realiza ejercicio de
manera limitada.
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Si bien el grupo de adolescentes presenta los niveles
más altos de participación, con un 52.7 por ciento de
personas activas entre los 12 y 19 años, esta tendencia
muestra un descenso significativo conforme avanza la
edad. En particular, entre personas jóvenes de 20 a 29
años, la proporción de quienes realizan actividad físi-
ca se reduce a 42.2 por ciento lo que confirma la exis-
tencia de una transición crítica entre la etapa escolar y
la vida adulta que incide negativamente en los hábitos
de activación física.3

Aunado a lo anterior, el problema no se limita a la
participación, sino que también se manifiesta en la ca-
lidad del ejercicio realizado. Datos correspondientes a
2025 indican que, dentro de la población que sí reali-
za actividad física, únicamente el 65.1 por ciento de
las personas entre 12 y 19 años alcanza niveles sufi-
cientes de ejercicio conforme a criterios de frecuen-
cia, duración e intensidad, proporción que disminuye
a 57.1 por ciento en el grupo de 20 a 29 años. De ma-
nera paralela, cerca del 38.7 por ciento de las perso-
nas jóvenes realiza actividad física en niveles insufi-
cientes, lo que limita los beneficios esperados en la
salud.4

En este contexto, si bien los datos recientes reflejan
una ligera recuperación en los niveles de actividad fí-
sica en México, alcanzando sus mejores registros en la
última década, esta mejora todavía resulta insuficiente
para revertir el rezago existente y garantizar el cum-
plimiento de las recomendaciones internacionales en
la materia.

En consecuencia, resulta indispensable fortalecer la
promoción de la actividad física, con especial énfasis
en la población joven.

IV. Salud mental en la juventud

En este mismo orden de ideas, la salud mental consti-
tuye un componente esencial de bienestar integral de
las personas jóvenes, cuya relevancia ha cobrado ma-
yor atención en los últimos años debido al incremento
de diversos trastornos emocionales y psicológicos en
este grupo poblacional. La adolescencia y la juventud
son etapas de alta vulnerabilidad debido a los cambios
biológicos, sociales y ambientales propios del desarro-
llo, así como a las exigencias académicas, laborales y
sociales que enfrentan.

De acuerdo con la OMS, aproximadamente uno de ca-
da siete adolescentes a nivel mundial presenta algún
trastorno mental, siendo la depresión, la ansiedad y los
trastornos de conducta los más frecuentes. Asimismo,
este organismo ha señalado que el suicidio se encuen-
tra entre las principales causas de muerte en personas
de 15 a 29 años, lo que evidencia la gravedad del pro-
blema en este grupo etario.5

En México, esta situación se refleja tanto en el incre-
mento de la demanda de servicios de atención en la sa-
lud mental como en los indicadores de mortalidad por
suicidio. El Observatorio Mexicano de Salud Mental y
Adicciones muestra que, de enero a septiembre de
2024, el Sistema Nacional de Salud brindó atención a
303 356 personas por diversas condiciones de salud
mental. La información presentada muestra que la an-
siedad y la depresión tienen una importante incidencia
entre la población joven.

En el grupo de 20 y 29 años, el 23 por ciento de las
mujeres y el 19.9 por ciento de los hombres atendidos
presentaron trastorno de ansiedad mientras que, en los
casos de depresión, este grupo representó 19.9 y el
17.4 por ciento respectivamente. Asimismo, entre los
adolescentes de 15 a 19 años, la depresión estuvo pre-
sente con el 16.2 por ciento de las mujeres y el 13. 4
por ciento de los hombres atendidos.6

Por su parte, datos publicados por el INEGI, a propó-
sito del Día Mundial para la Prevención del Suicidio,
señalan que las personas de 15 a 29 años constituyeron
uno de los grupos con mayor riesgo de quitarse la vi-
da, con una tasa de 10.2 defunciones por cada 100 mil
habitantes, la segunda más alta entre todos los grupos
de edad. La incidencia es considerablemente mayor en
los hombres (15.4) que en las mujeres (5.1 por cada
100 mil habitantes), y en el grupo de 10 a 14 años, la
tasa fue de 2.0 por cada 100 mil habitantes, lo cual
muestra que el fenómeno ya está presente desde eda-
des tempranas.7

La información expuesta evidencia que la salud men-
tal constituye un desafío prioritario para la población
joven en México. En consecuencia, resulta indispensa-
ble fortalecer las acciones de prevención, orientación
y promoción del bienestar emocional, a fin de brindar
a las personas jóvenes herramientas que favorezcan la
detección oportuna de factores de riesgo, la atención
temprana y el desarrollo integral.
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V. Necesidad de la reforma

Si bien la actividad física y la salud mental son temas
que han sido atendidas por el Instituto Mexicano de la
Juventud mediante acciones de carácter administrati-
vo, no se encuentran expresamente previstas en su
marco jurídico, lo que limita su continuidad y priori-
dad.

Por ello, se considera pertinente su incorporación en la
ley, dentro de las atribuciones del instituto, a fin de
brindar mayor certeza a las acciones que desarrolla y
consolidarlas con carácter de permanentes.

Para mayor claridad de la reforma, a continuación, se
compara el texto vigente de la Ley del Instituto Mexi-
cano de la Juventud, con la respectiva propuesta:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 4, fracción
XIII de la Ley del Instituto Mexicano de la Juven-
tud

Único. – Se reforma la fracción XIII del artículo 4 de
la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, para
quedar como sigue:

Artículo 4. …

I. a XII. …

XIII. Elaborar, en coordinación con las dependen-
cias y las entidades de la administración pública fe-
deral, programas y cursos de orientación e informa-
ción sobre adicciones, nutrición, actividad física,
educación sexual y sobre salud reproductiva, salud
mental, derechos humanos, cultura de la no violen-
cia y no discriminación, equidad de género, medio
ambiente, apoyo a jóvenes en situación de exclu-
sión y vivienda;

XIV. a XVI. …

Artículo Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Actividad física. Organización Mundial de la Salud. Ver:
https://www.who.int/es/newsroom/factsheets/detail/physical-acti-
vity

2 Adolescencia en movimiento: beneficios físicos, emocionales y
sociales del deporte. Global Revista. UNAM. Ver: https://unam-
global.unam.mx/global_revista/adolescencia-deporte-beneficios-
fisicosemocionales-sociales/

3 Módulo de Práctica Deportiva y Ejercicio Físico (Mopradef)
2025 del INEGI. Ver: https://inegi.org.mx/contenidos/saladepren-
sa/boletines/2026/mopradef/mopradef2025_RR.pdf

4 México retoma el ejercicio y tiene su mejor dato en 10 años, pe-
ro sin alcanzar las recomendaciones de la OMS. El País. Ver:
https://elpais.com/mexico/2026-02-03/graficos-mexico-retoma-el-
ejercicio-ytiene-su-mejor-dato-en-10-anos-pero-sin-alcanzar-las-
recomendaciones-de-la-oms.html

5 La salud mental de los adolescentes. Organización Mundial de la
Salud. Ver: https://www.who.int/es/news-room/fact-
sheets/detail/adolescent-mental-health

6 Una mirada a la atención en salud mental en México: principa-
les condiciones atendidas por el Sistema de Salud. Observatorio
Mexicano de Salud Mental y Adicciones. Ver:
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/949747/04_DA-
TOS_SM_2024.pdf

7 Estadísticas a propósito del Día Mundial para la Prevención del
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Suicidio 2025. INEGI. Ver: https://www.inegi.org.mx/conteni-
dos/saladeprensa/aproposito/2025/EAP_Suicidio_25.pdf

Comisión Permanente, a 29 de julio de 2026.

Diputada Paola Milagros Espinosa Sánchez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Juventud. Julio 29 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LAS LEYES DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, Y DE
SOCIEDADES COOPERATIVAS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA
MAGDALENA DEL SOCORRO NÚÑEZ MONREAL, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT, EN LA SESIÓN DE LA
COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE
2026

La que suscribe, Magdalena del Socorro Núñez Mon-
real, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de las Le-
yes de la Economía Social y Solidaria (LESS), y Ge-
neral de Sociedades Cooperativas (LGSC), al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

I. Diagnóstico

El sector social de la economía en México, reconocido
en el artículo 25 constitucional, enfrenta obstáculos
que impiden su consolidación como motor de desarro-
llo. Actualmente, la digitalización de trámites ha gene-
rado una “exclusión normativa” para el sector rural e

indígena. Mientras que en zonas urbanas el acceso a
internet alcanza 81.7 por ciento, en las zonas rurales
donde se asienta 64 por ciento de las cooperativas de
producción agraria y forestal la cifra cae a 62.3 por
ciento (Inegi, Encuesta Nacional sobre Disponibilidad
y Uso de Tecnologías de la Información en los Hoga-
res de 2023).

Esa desconexión tecnológica se traduce en una barre-
ra de acceso al Padrón Nacional de Sociedades Coo-
perativas, afectando la seguridad jurídica de las orga-
nizaciones que no logran cumplir con los requisitos
del sistema de registro electrónico. A lo anterior debe
agregarse el hecho de que una parte considerable de
los miembros de cooperativas en zonas de alta margi-
nación posee un bajo o nulo nivel de alfabetización di-
gital, lo que convierte a los trámites 100 por ciento
electrónicos en una barrera insalvable.

Por otro lado, se reporta una reducción presupuestaria
histórica de 90 por ciento en el análisis de las capaci-
dades operativas del Instituto Nacional de la Econo-
mía Social (Inaes), lo que ha mermado su función de
fomento constituyéndose en un debilitamiento Institu-
cional que lo hacen inoperante.

II. Problemas identificados

El acuerdo del padrón nacional (2025), emanado del
Inaes, presenta errores de armonización con leyes su-
periores como la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo LFPA y el Código de Comercio, generando
incertidumbre jurídica.

La normativa secundaria (Acuerdo de las Bases de
Operación del Padrón Nacional de Sociedades Coope-
rativas) impone trámites 100 por ciento electrónicos,
lo que genera una discriminación indirecta. Se exige
interoperabilidad tecnológica a cooperativas en regio-
nes sin infraestructura, contraviniendo el espíritu de
simplificación administrativa.

La exclusión de la figura del notario o fedatario públi-
co para la formalización de actas constitutivas, sustitu-
yéndola por sistemas de requisitos digitales o electró-
nicos, debilita la fe pública y la certeza jurídica.

El marco actual prevé la suspensión del registro por
incumplimiento de requisitos digitales, violando los
principios de proporcionalidad y debido proceso.
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La situación para las sociedades cooperativas en el
ámbito rural se agrava cuando el Inaes carece de man-
datos explícitos para el acompañamiento técnico y le-
gal obligatorio, en zonas de alta marginación por lo
que la falta de una figura de tutelaje estatal efectiva
impide que las cooperativas accedan a financiamiento
y asistencia técnica, todo lo cual se traduce en una in-
operancia de la misión del fomento.

III. Objetivos de la reforma

1. Garantizar la inclusión reduciendo la brecha di-
gital como barrera de acceso mediante mecanismos
duales (presenciales y electrónicos) para la consti-
tución y registro de sociedades cooperativas.

2. Restablecer el fomento económico al establecer
la protección institucional y el acompañamiento
técnico a través del programa de promotoría coope-
rativa, a cargo del Inaes.

3. Fortalecer la certeza jurídica clarificando el papel
del fedatario público y asegurar que los plazos de
notificación sean fehacientes y proporcionales.

IV. Solución legislativa y sostenibilidad

La reforma propone modificar la LGSC y la LESS, pa-
ra que la digitalización sea una herramienta de facili-
tación y no una condición de exclusión.

Al establecer el sistema de notificaciones múltiples y
fehacientes y plazos mínimos de 15 días hábiles para
subsanar prevenciones, se protege a las organizaciones
más vulnerables de sanciones automáticas por fallas
tecnológicas.

La sostenibilidad se logra al transformar al Inaes de un
ente burocrático a un “tutor” activo del sector social.

V. Armonización legislativa: dice y debe decir
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VI. Fundamentación constitucional y convencional

La propuesta se alinea estrictamente con

Artículo 1o. Principio de progresividad de los de-
rechos humanos y no discriminación.

Artículo 2o. Reconocimiento de la pluriculturali-
dad y autonomía de pueblos indígenas (usos y cos-
tumbres).

Artículos 14 y 16. Garantía de debido proceso, le-
galidad y seguridad jurídica ante actos de autoridad.

Artículo 25. Mandato constitucional de fomentar el
sector social de la economía.

VII. Impacto presupuestario

La propuesta es viable bajo los criterios de responsa-
bilidad hacendaria. Si bien se requiere dotar al INAES
de suficiencia presupuestal para el acompañamiento
técnico, este gasto se justifica como una inversión pro-
ductiva para el desarrollo nacional. El fortalecimiento
de las cooperativas reduce la dependencia de subsidios
asistencialistas al generar autogestión económica y
empleos en zonas de alta marginación, cumpliendo
con los objetivos de disciplina financiera al optimizar
el gasto social hacia actividades productivas. Mejorar
la eficacia del padrón nacional y reducir la litigiosidad
por errores jurídicos optimizan los recursos de la Se-
cretaría de Bienestar.

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de las Leyes de la Economía So-
cial y Solidaria, y General de Sociedades Coopera-
tivas

Primero. Se adiciona la fracción VII al artículo 4; se
reforma la fracción IV y se adiciona la XXIII al artí-
culo 14; se adiciona el capítulo I Bis, “Del tutelaje es-
tatal y la inclusión social”, al título II, “De la estructu-
ra del sector social de la economía”; se adiciona el
artículo 20 Bis; y se reforman las fracciones V y VI
del artículo 45 de la Ley de Economía Social y Soli-
daria, para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

I. a VI. …

VII. Acompañamiento institucional progresivo: la
atribución y deber del Estado para facilitar a los or-
ganismos del sector su consolidación técnica, legal
y administrativa, mediante mecanismos adaptados a
sus capacidades y entorno socioeconómico.

Artículo 14. …

I. a III. …

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de
apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo
del sector, bajo el principio de tutelaje estatal, prio-
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rizando a los organismos en zonas de alta y muy al-
ta marginación.

V. a XXII. …

XXIII. Brindar asesoría técnica y jurídica especia-
lizada a los Organismos del Sector, con énfasis en
comunidades rurales e indígenas, para asegurar su
registro y el cumplimiento de sus obligaciones nor-
mativas.

Título II
De la Estructura del Sector Social de la Economía

Capítulo I Bis
Del Tutelaje Estatal y la Inclusión Social

Artículo 20 Bis. El acompañamiento institucional es
el mecanismo de fomento a cargo del instituto para fa-
cilitar la asistencia técnica y administrativa de los or-
ganismos del sector, con prioridad en aquellos en si-
tuación de vulnerabilidad, exclusión por marginación
o brecha digital.

I. Para el cumplimiento del tutelaje estatal, el Inaes,
en el ámbito de sus atribuciones, deberá

a) Facilitar la constitución y registro mediante
procedimientos duales (presenciales y digitales),
pudiendo celebrar convenios con autoridades lo-
cales y fedatarios públicos.

b) Implementar esquemas de capacitación gra-
tuitos donde la falta de medios digitales no sea
causal de exclusión o sanción.

c) Establecer y operar un programa de promoto-
ría cooperativa o figuras equivalentes de acom-
pañamiento en territorio, para asesoría técnica y
administrativa.

II. La implementación del tutelaje estatal se sujeta-
rá a la disponibilidad presupuestaria y a lo aproba-
do en el Presupuesto de Egresos de la Federación,
sin generar obligaciones automáticas de gasto fuera
del proceso presupuestario.

Artículo 45. …

I. a IV. …

V. Informar al instituto sobre el ejercicio de los apo-
yos y estímulos públicos otorgados con fines de fo-
mento, a través de los medios de comunicación que
resulten más accesibles al organismo del sector, pu-
diendo ser presenciales, escritos o electrónicos;

VI. Proporcionar la información que les sea reque-
rida por el Instituto y demás autoridades competen-
tes sobre sus fines, estatutos, programas, activida-
des, beneficiarios, patrimonio, operación
administrativa y financiera, estados financieros y
uso de los apoyos y estímulos públicos que reciban,
a través de los medios previstos en la fracción ante-
rior;

VII. a XVIII. …

Segundo. Se reforma el párrafo segundo del artículo
1, se adiciona un tercer párrafo al artículo 10, se re-
forman los párrafos primero y segundo del artículo
12, se reforma el segundo párrafo del artículo 13, se
adiciona un tercer párrafo al artículo 15, se reforma
el primer párrafo del artículo 17 y se adiciona el artí-
culo 17 Ter a la Ley General de Sociedades Coopera-
tivas, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

…

Las disposiciones de esta ley son de orden público e
interés social. El Estado garantizará que la gestión de
trámites administrativos y electrónicos se armonice
con la realidad socioeconómica de los socios, asegu-
rando la inclusión y eliminando barreras por brecha di-
gital.

Artículo 10. …

…

El Instituto Nacional de la Economía Social brindará
asesoría técnica gratuita para la redacción de las bases
constitutivas.

En el caso de sociedades cooperativas integradas por
personas indígenas o asentadas en zonas de alta mar-
ginación, los proyectos de estatutos validados por el
Instituto tendrán validez legal plena para efectos de su
protocolización y registro.
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Las autoridades registrales y fedatarios públicos debe-
rán considerar dicha validación como prueba de lega-
lidad de los acuerdos sociales, orientando sus servicios
a la reducción de costos y simplificación de trámites
para estos grupos.

Artículo 12. La constitución de las sociedades coope-
rativas podrá realizarse de forma presencial ante feda-
tario público o mediante sistemas electrónicos. El Es-
tado garantizará mecanismos duales para que la falta
de conectividad o alfabetización digital no sea una ba-
rrera de acceso al registro. El acta contendrá

I. a IV. …

Los socios fundadores ratificarán su voluntad ante
fedatario público, o bien, ante el personal autoriza-
do del Instituto mediante firma autógrafa o Firma
Electrónica Avanzada. El Instituto deberá garantizar
la atención presencial para socios con limitaciones
tecnológicas o geográficas.

…

…

Artículo 13. …

El acta constitutiva de la sociedad cooperativa se ins-
cribirá en el Registro Público de Comercio que corres-
ponda a su domicilio social, en los casos que así lo re-
quiera la legislación aplicable para dar publicidad
frente a terceros. El Instituto, previo cumplimiento de
los requisitos de registro, remitirá el Acta Constitutiva
formalizada y los datos que se requieran para la ins-
cripción, dentro del plazo que acuerden la Secretaría
de Bienestar y la Secretaría de Economía.

Artículo 15. …

…

La inscripción en el Registro Público de Comercio es
obligatoria para todas las sociedades cooperativas pa-
ra garantizar su personalidad jurídica frente a un ter-
cero, en los términos de la legislación aplicable.

Artículo 17. La Secretaría de Bienestar expedirá el
acuerdo que contenga las bases de operación y funcio-
namiento del sistema electrónico del padrón nacional

de sociedades cooperativas, las cuales deberán incluir
mecanismos de atención presencial y un sistema de
notificaciones múltiples y fehacientes, en términos de
esta ley.

…

Artículo 17 Ter. La Secretaría de Bienestar expedirá
el acuerdo de operación del padrón nacional de socie-
dades cooperativas, el cual deberá incluir mecanismos
de atención presencial y un sistema de notificaciones
múltiples y fehacientes que aseguren el conocimiento
del acto por parte de la cooperativa.

Las solicitudes de información, notificaciones o pre-
venciones que el instituto realice deberán remitirse por
medios fehacientes y por al menos dos vías distintas, a
fin de garantizar la efectiva recepción y el derecho de
audiencia.

Dichas vías podrán incluir correo electrónico y notifi-
cación por correo certificado con acuse de recibo o no-
tificación personal.

Las notificaciones o prevenciones que el Instituto rea-
lice deberán remitirse por medios fehacientes y por
dos vías distintas. El plazo para atenderlas no será me-
nor a quince días hábiles. En ningún caso el incumpli-
miento por causas imputables a la brecha digital será
caudal de suspensión inmediata del registro.

El plazo para atender las prevenciones no podrá ser
menor a quince días hábiles, contados a partir de la no-
tificación fehaciente. Las notificaciones se realizarán
por dos vías distintas, electrónica y física, para garan-
tizar el derecho de audiencia. El plazo de atención no
será menor a quince días hábiles. El incumplimiento
de una prevención motivado por la brecha digital no
será causa de suspensión del registro, debiendo el Ins-
tituto brindar asesoría directa para su cumplimiento.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación, salvo lo dispuesto en los artículos transi-
torios siguientes.

Segundo. La Secretaría de Bienestar, a propuesta del
Instituto Nacional de la Economía Social, contará con
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un plazo de ciento ochenta días naturales contados a
partir de la entrada en vigor del presente Decreto para
emitir o adecuar las reglas de operación y los linea-
mientos del padrón nacional de sociedades cooperati-
vas, a efecto de integrar los mecanismos de atención
presencial, el sistema de notificaciones múltiples y fe-
hacientes, y los protocolos de atención para abatir la
brecha digital previstos en esta reforma.

Tercero. Las erogaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor del presente Decreto se reali-
zarán con cargo al presupuesto aprobado de la Secre-
taría de Bienestar y del Instituto Nacional de la Eco-
nomía Social para el ejercicio fiscal en curso. Para
ejercicios subsecuentes, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, en coordinación con la Secretaría de
Bienestar, realizarán las gestiones necesarias para
prever las previsiones presupuestarias destinadas al
Programa de Promotoría Cooperativa y el Tutelaje
Estatal.

Cuarto. El Instituto Nacional de la Economía Social
contará con un plazo de un año, contado a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, para formalizar
los convenios de colaboración con autoridades locales,
fedatarios públicos y organismos del sector social pa-
ra la implementación de la red de atención presencial
y asistencia legal en zonas de alta y muy alta margina-
ción.

Quinto. Se derogan todas aquellas disposiciones lega-
les y administrativas que se opongan al presente de-
creto, especialmente las que establezcan la obligato-
riedad exclusiva de medios electrónicos para el
registro, notificación y cumplimiento de obligaciones
de los organismos del sector social de la economía.

Sexto. En tanto se implantan los sistemas electrónicos
de atención dual y notificaciones múltiples referidos
en el artículo 17 Ter de la Ley General de Sociedades
Cooperativas, el instituto garantizará el derecho de au-
diencia de los organismos mediante notificaciones
personales o por correo certificado, asegurando en to-
do momento el acompañamiento institucional para
evitar la suspensión de registros por causas imputables
a la brecha digital.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 29 de julio de 2026.

Diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Economía Social y Fomento del Coo-
perativismo. Julio 29 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN LABORAL POR
RAZÓN DE EDAD, RECIBIDA DE LA DIPUTADA IVONNE
ARACELLY ORTEGA PACHECO, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO, EN LA SESIÓN DE LA
COMISIÓN PERMANENTE CELEBRADA EL MIÉRCOLES 29
DE JULIO DE 2026

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pa-
checo, coordinadora del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos
71, fracción II, y 78, párrafo segundo, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como 116 y 122, numeral 1, de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y, 55, fracción II, y 179 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
la Comisión Permanente la presente iniciativa, con ba-
se en la siguiente

Exposición de Motivos

La igualdad ante la ley no basta cuando, en la práctica,
una fecha de nacimiento opera como filtro para acce-
der a un empleo, conservarlo o progresar en él. En
nuestro país, numerosos anuncios, convocatorias, per-
files de puesto y decisiones de personas siguen incor-
porando límites máximos de edad o presunciones de
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menor productividad que no guardan relación demos-
trable con las funciones. El resultado es la exclusión
anticipada de personas que podrían acreditar, median-
te criterios objetivos e individualizados, la experien-
cia, los conocimientos, las competencias y la aptitud
necesarios.

La discriminación laboral por edad puede ser directa,
indirecta o estructural. Es directa cuando una persona
recibe un trato menos favorable por su edad, como
puede ocurrir cuando una oferta de trabajo establece
un límite máximo que no guarda relación objetiva y
razonable con las funciones. Es indirecta cuando una
disposición, criterio o práctica aparentemente neutral
coloca a un grupo de edad en desventaja particular y
carece de justificación razonable y legítima. Es estruc-
tural cuando normas, rutinas, patrones o actitudes ins-
titucionalizadas perpetúan de manera generalizada la
exclusión.

En el ámbito laboral, estas prácticas suelen apoyarse
en estereotipos que atribuyen a las personas mayores
menor productividad, adaptabilidad o capacidad de
aprendizaje, sin evaluar individualmente sus aptitudes.

Además, el problema no se agota en conseguir el pri-
mer contrato, sino que la protección debe abarcar todo
el ciclo laboral: reclutamiento y selección, contrata-
ción o nombramiento, permanencia, formación, capa-
citación, promoción y movilidad, remuneración y ter-
minación de la relación, pues una disposición que sólo
impida fijar una edad máxima al ingreso dejaría sin
respuesta la exclusión de programas de actualización,
los techos de promoción, los retiros forzosos injustifi-
cados y los despidos sustentados en prejuicios.

Esta iniciativa propone, por ello, una garantía consti-
tucional transversal en el artículo 123. Su finalidad no
es privilegiar a un grupo a costa de otro ni impedir to-
da consideración de la edad. Busca que la edad nunca
sustituya la valoración real de la aptitud y que cual-
quier diferencia excepcional de trato deba justificarse
con razones ocupacionales verificables.

Si bien el orden jurídico vigente ya contiene diversas
disposiciones que prohíben la discriminación por edad
y protegen la igualdad en el trabajo, tanto en la Cons-
titución como en la Ley Federal del Trabajo, la Ley
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación y
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-

res, dichas normas se encuentran dispersas y no con-
forman un parámetro común aplicable, con el mismo
alcance, al trabajo en los sectores público y privado.

Tampoco regulan uniformemente todas las etapas de la
vida laboral ni establecen una regla precisa para deter-
minar cuándo una diferencia de trato basada en la edad
puede considerarse objetiva, necesaria y proporcional,
por ello, la incorporación de una disposición constitu-
cional no supone reiterar la prohibición general pre-
vista en el artículo 1°, sino dotarla de contenido labo-
ral concreto, asegurar su aplicación transversal a los
apartados A y B y fortalecer la protección de las per-
sonas mayores frente a prácticas discriminatorias en el
ámbito laboral.

En septiembre de 2022, la Cámara de Diputados apro-
bó por unanimidad un Dictamen1 de la Comisión de
Puntos Constitucionales que proponía reformar las
fracciones III del apartado A y VII del apartado B del
artículo 123 constitucional para prohibir la discrimina-
ción laboral por edad. La minuta fue recibida por el
Senado en octubre de ese año, pero nunca fue discuti-
da por lo que su proceso legislativo quedó inconcluso.

Aquel esfuerzo reconoció correctamente la gravedad
del edadismo laboral, pero su diseño puede perfeccio-
narse pues en el apartado A, la prohibición se inserta-
ba en la fracción III, dedicada al trabajo de menores de
edad, mientras que en ambos apartados la propuesta
omitía desarrollar un estándar para distinguir un lími-
te arbitrario de una diferencia de trato excepcional-
mente vinculada con las funciones.

Además, en 2022 México aún no era parte de la Con-
vención Interamericana sobre la Protección de los De-
rechos Humanos de las Personas Mayores. El Estado
mexicano depositó su instrumento de adhesión el 28
de marzo de 20232 y desde entonces, el artículo 18 de
la Convención integra el parámetro de regularidad
constitucional y obliga expresamente a garantizar la
igualdad de oportunidades y de trato en el trabajo, a
prevenir la discriminación laboral por edad y a admi-
tir únicamente distinciones basadas en exigencias pro-
pias de la naturaleza del cargo.

La Convención3 establece:

Artículo 18 Derecho al trabajo
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La persona mayor tiene derecho al trabajo digno y
decente y a la igualdad de oportunidades y de trato
respecto de los otros trabajadores, sea cual fuere su
edad.

Los Estados parte adoptarán medidas para impedir
la discriminación laboral de la persona mayor. Que-
da prohibida cualquier distinción que no se base en
las exigencias propias de la naturaleza del cargo, de
conformidad con la legislación nacional y en forma
apropiada a las condiciones locales.

El empleo o la ocupación debe contar con las mis-
mas garantías, beneficios, derechos laborales y sin-
dicales, y ser remunerado por el mismo salario apli-
cable a todos los trabajadores frente a iguales tareas
y responsabilidades.

Los Estados Parte adoptarán las medidas legislati-
vas, administrativas o de otra índole para promover
el empleo formal de la persona mayor y regular las
distintas formas de autoempleo y el empleo domés-
tico, con miras a prevenir abusos y garantizar una
adecuada cobertura social y el reconocimiento del
trabajo no remunerado.

Los Estados Parte promoverán programas y medi-
das que faciliten una transición gradual a la jubila-
ción, para lo cual podrán contar con la participación
de las organizaciones representativas de empleado-
res y trabajadores y de otros organismos interesa-
dos.

Los Estados parte promoverán políticas laborales
dirigidas a propiciar que las condiciones, el am-
biente de trabajo, horarios y la organización de las
tareas sean adecuadas a las necesidades y caracte-
rísticas de la persona mayor.

Los Estados Parte alentarán el diseño de programas
para la capacitación y certificación de conocimien-
to y saberes para promover el acceso de la persona
mayor a mercados laborales más inclusivos.

Resulta también relevante el Plan de Acción Interna-
cional de Madrid sobre el Envejecimiento,4 resultado
de la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejeci-
miento de la ONU, mediante el cual se exhorta a eli-
minar las barreras por edad en el mercado formal de
trabajo, promover la contratación de personas mayores,

evitar desventajas y facilitar el aprendizaje permanen-
te. Aunque su naturaleza es programática, ofrece una
orientación consistente: la longevidad debe abordarse
desde la participación, la autonomía y los derechos, no
desde el retiro automático de la vida productiva.

Por ello, la propuesta no reproduce el dictamen de
2022. Parte de su propósito, pero incorpora la obliga-
ción convencional vigente, amplía la protección a todo
el ciclo laboral y construye una regla de excepción
compatible con el principio de proporcionalidad.

La Organización Mundial de la Salud define el eda-
dismo como los estereotipos (cómo pensamos), los
prejuicios (cómo sentimos) y la discriminación (cómo
actuamos) dirigidos hacia otras personas o hacia uno
mismo en función de la edad.

Su informe mundial sobre el edadismo5 advierte que
es un fenómeno extendido, con efectos negativos so-
bre la salud, el bienestar, los derechos y la participa-
ción social, y recomienda combinar políticas públicas,
normas jurídicas e intervenciones educativas.

En el mercado de trabajo, el edadismo convierte gene-
ralizaciones estadísticas o creencias culturales en deci-
siones sobre individuos. Presume que una persona ma-
yor aprenderá con dificultad, será menos flexible,
tendrá ausencias frecuentes o no compensará una in-
versión en capacitación. Ninguna de esas inferencias
demuestra por sí misma la aptitud de una persona con-
creta para un puesto. Cuando la selección utiliza la
edad como atajo sustituye información relevante sobre
competencias, desempeño, experiencia, condiciones
de seguridad y capacidad funcional.

La edad es, además, una condición continua: todas las
personas transitan por ella y pueden ser discriminadas
en distintas etapas de su vida. Sin embargo, la exclu-
sión se intensifica para quienes son considerados “de-
masiado mayores” por el mercado, aun antes de alcan-
zar los 60 años definidos por la legislación nacional
como umbral de las personas adultas mayores. Por
eso, la propuesta protege frente a la discriminación por
edad en general y ordena, de manera específica, accio-
nes para la inclusión laboral de las personas adultas
mayores.

El fenómeno es interseccional, pues la edad puede
acumularse con el sexo, el género, la discapacidad, el
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origen étnico, la condición de salud, la apariencia, la
situación socioeconómica o las responsabilidades de
cuidado. Una mujer mayor que reingresa al trabajo re-
munerado después de años de cuidados enfrenta si-
multáneamente prejuicios por edad, género y disconti-
nuidad de la trayectoria laboral. Un diseño
constitucional eficaz debe permitir identificar ese
efecto compuesto, no obligar a aislar cada motivo de
la exclusión.

La Encuesta Nacional sobre Discriminación 2022 (En-
adis)6 del Inegi ofrece evidencia directa. Entre la po-
blación de 60 años y más, 44.6 por ciento percibió mu-
cha discriminación al buscar empleo; 20.9 por ciento
identificó la falta de oportunidades laborales como
uno de sus principales problemas. El 17.9 por ciento
declaró haber sufrido discriminación durante los doce
meses previos y, dentro de ese grupo, 39.2 por ciento
atribuyó el hecho a su edad.

El entorno cultural que sustenta esas decisiones tam-
bién es visible: 87.8 por ciento de las personas mayo-
res consideró que en el país se piensa que tienen difi-
cultades para usar tecnología y 77.4 por ciento que la
gente pierde fácilmente la paciencia con ellas.

La baja denuncia agrava la invisibilidad. De las perso-
nas mayores a quienes se negó injustificadamente al-
gún derecho, 88.9% no lo informó ante una autoridad;
entre las razones, 46.1 por ciento consideró que las au-
toridades no le darían importancia o que hacerlo sería
una pérdida de tiempo. Una garantía constitucional de-
be traducirse, por tanto, no sólo en una prohibición, si-
no en mecanismos accesibles de prevención, correc-
ción, sanción y reparación.

Los registros del Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación (Conapred) muestran la centralidad
del trabajo en las quejas. En una ficha temática7 publi-
cada en 2023 se reportó que, de 242 expedientes cali-
ficados como presuntos actos de discriminación vin-
culados con personas mayores entre 2012 y 2020, 42.7
por ciento correspondió al ámbito laboral. Entre los
derechos afectados figuraron el trabajo, la igualdad de
oportunidades y el trato digno.

La inserción existente tampoco equivale necesaria-
mente a trabajo decente. Con datos del segundo tri-
mestre de 2022, el INEGI estimó8 que 49 por ciento de
las personas mayores ocupadas trabajaba por cuenta

propia y 70% se encontraba en informalidad; entre las
mujeres, la informalidad alcanzó 75 por ciento.

De las personas subordinadas y remuneradas, 44 por
ciento carecía de prestaciones. Estos datos describen
una participación laboral frecuentemente asociada con
necesidad económica, autoempleo precario y escasa
protección social.

La comparación internacional permite apreciar reza-
gos y desigualdades. La nota de México del Panorama
del Empleo 2025 de la OCDE9 informa que, en 2023,
la tasa de empleo de las personas de 60 a 64 años fue
de 47.8 por ciento, frente a 55.9 por ciento en el pro-
medio de la organización. Para el grupo de 55 a 64
años, la brecha de empleo entre hombres y mujeres fue
de 35.8 por ciento, muy superior a 13.5 por ciento del
promedio de la OCDE.

La inclusión laboral por edad exige, por ello, perspec-
tiva de género y políticas de actualización, reinserción
y conciliación.

Los indicadores no prueban que toda diferencia obser-
vada sea discriminatoria; sí demuestran que existe un
patrón relevante de exclusión, informalidad y desigual-
dad que el marco jurídico actual no ha logrado remover.
La persistencia de anuncios y convocatorias con edades
máximas y la dificultad de denunciar justifican una re-
gla constitucional más clara, operativa y exigible.

La reforma es también una respuesta de futuro. El In-
egi reportó10 que en 2023 residían en México 10.8 mi-
llones de personas de 65 años y más y proyectó que en
2050 serán 26.8 millones, más del doble. Las mujeres
constituyen la mayoría de este grupo. El mismo análi-
sis estima que, hacia 2050, habrá alrededor de 40 per-
sonas de 60 años y más por cada cien personas de 15
a 59 años. Una economía que excluya por edad des-
perdiciará una proporción creciente de su experiencia,
conocimientos y capacidad productiva.

Vivir más modifica las trayectorias educativas, fami-
liares y laborales. Las carreras dejan de ser lineales:
puede haber pausas por cuidados, reconversiones pro-
fesionales, aprendizaje a lo largo de la vida, trabajo
por proyectos y retornos al empleo formal. Las políti-
cas construidas sobre la secuencia rígida de estudiar,
trabajar sin interrupciones y retirarse a una edad pre-
determinada ya no reflejan la diversidad de biografías.
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Eliminar barreras arbitrarias no obliga a trabajar por
más tiempo ni disminuye derechos de jubilación. Al
contrario, protege la libertad de quien desea o necesi-
ta continuar trabajando y conserva los sistemas de se-
guridad social y las medidas protectoras. La decisión
de retirarse debe depender de las disposiciones vigen-
tes, de la voluntad y de la aptitud, no de estereotipos
empresariales o administrativos.

La experiencia acumulada aporta mentoría, memoria
institucional, redes profesionales y capacidades de re-
solución de problemas. Su valor no es uniforme ni sus-
tituye la evaluación individual; precisamente por ello,
la política correcta no consiste en presumir productivi-
dad por juventud o por edad, sino en medir competen-
cias pertinentes y ofrecer formación continua a lo lar-
go de la vida.

Como referente comparado, es pertinente citar la Di-
rectiva 2000/78/CE11 de la Unión Europea, en la que
se construye un marco general de igualdad en el em-
pleo que comprende los sectores público y privado, el
acceso, la selección, la promoción, la formación, las
condiciones de trabajo, el despido y la remuneración.
Permite una diferencia basada en una característica re-
lacionada con la edad únicamente cuando constituya
un requisito profesional esencial y determinante, tenga
un objetivo legítimo y sea proporcionada, además, exi-
ge que otras diferencias por edad estén objetiva y ra-
zonablemente justificadas y sean apropiadas y necesa-
rias. Dicha directiva resulta útil porque muestra dos
decisiones de diseño consistentes en abarcar el ciclo
laboral completo y acompañar la prohibición con una
excepción estricta.

En ese sentido, la iniciativa adiciona tres párrafos en la
parte común del artículo 123, con el objetivo de que la
garantía se proyecte sobre los regímenes laborales
comprendidos en los apartados A y B del precepto y
propone:

Cobertura del ciclo laboral. La prohibición com-
prende reclutamiento y selección, contratación o nom-
bramiento, permanencia, capacitación y formación,
promoción y movilidad, remuneración y demás condi-
ciones, así como la terminación.

Prohibición de edades máximas y de presunciones.
Se impide que una cifra sustituya la evaluación de ap-
titud, capacidad o productividad. Las personas debe-

rán ser valoradas con criterios relacionados con las
funciones.

Excepción de interpretación estricta. Una dife-
rencia de trato sólo será admisible si la edad consti-
tuye un requisito ocupacional esencial y determi-
nante por la naturaleza de las funciones o su
contexto; persigue una finalidad constitucionalmen-
te válida; y es idónea, necesaria y proporcional en
sentido estricto.

Evaluación objetiva e individualizada. Los ries-
gos de seguridad, las exigencias físicas o cualquier
aptitud pertinente deben medirse directamente. Las
generalizaciones por grupo de edad no sustituyen
exámenes funcionales, de conocimientos, de des-
empeño o de salud ocupacional relacionados con el
puesto.

Salvaguardas. No se consideran discriminatorios
los requisitos previstos expresamente por la Consti-
tución ni las medidas de protección, seguridad so-
cial o acción afirmativa encaminadas a la igualdad
sustantiva. Así se preservan derechos jubilatorios,
políticas de apoyo y medidas preferentes justifica-
das.

Deberes de garantía. Las autoridades deberán pre-
venir, investigar, corregir, sancionar y reparar la
discriminación laboral por edad y promover la con-
tratación, permanencia, capacitación, reinserción y
desarrollo de las personas adultas mayores, con
perspectiva de género e interseccional.

Para claridad de la propuesta, a continuación, se inclu-
ye un cuadro comparativo:
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Por lo expuesto, me permito someter a consideración
de la Comisión Permanente la presente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se adicionan los párrafos terce-
ro, cuarto y quinto al artículo 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se adicionan los párrafos tercero, cuarto y
quinto, recorriéndose los subsecuentes en su orden, al
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. …

…

En el acceso al trabajo y en todas las etapas de las
relaciones de trabajo o de servicio público, en los
sectores público, social y privado, queda prohibida
toda distinción, exclusión, restricción o preferencia
basada en la edad que tenga por objeto o resultado
obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o
anular el reconocimiento, goce o ejercicio, en con-
diciones de igualdad, de los derechos laborales. Es-
ta prohibición comprende la contratación, perma-
nencia, capacitación, promoción, remuneración,
condiciones de trabajo y terminación de la relación
respectiva.

No podrá presumirse, por la sola edad, la falta de
aptitud, capacidad o productividad de una perso-
na. Los límites máximos de edad y cualquier otra
diferencia de trato basada en la edad sólo serán
admisibles cuando constituyan un requisito esen-
cial y determinante para el desempeño de una fun-
ción específica, persigan una finalidad constitucio-
nalmente válida y sean idóneos, necesarios y
proporcionales. Cuando la diferencia se funde en
la aptitud, capacidad o condiciones de seguridad
para el desempeño, éstas deberán acreditarse me-
diante criterios y evaluaciones objetivos, indivi-
dualizados y directamente relacionados con las
funciones. No se considerarán discriminatorias las
medidas de acción afirmativa o de protección que
tengan por objeto alcanzar la igualdad sustantiva.

Las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
adoptarán medidas para prevenir, atender, investi-
gar, sancionar y reparar la discriminación laboral
por edad, así como para favorecer la inclusión, per-
manencia, capacitación y promoción de las perso-
nas adultas mayores, con perspectiva de género e
interseccional. La ley establecerá los mecanismos
para el cumplimiento de estas obligaciones.

…

A. …

I. a XXXI. …

B. …
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I. a XIV. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas
de las entidades federativas deberán, dentro de los
ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor del
decreto, armonizar la legislación laboral, de responsa-
bilidades administrativas, de igualdad y no discrimi-
nación, y de derechos de las personas adultas mayores,
en el ámbito de sus respectivas competencias.

Tercero. Los Poderes de la Unión, los órganos consti-
tucionales autónomos, los poderes y órganos de las en-
tidades federativas, los municipios y las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, dentro de los tres-
cientos sesenta y cinco días siguientes a la entrada en
vigor del decreto, deberán revisar y, en su caso, adecuar
sus disposiciones administrativas de carácter general,
perfiles de puesto, convocatorias y procedimientos de
reclutamiento, selección, nombramiento, promoción,
permanencia y separación. Toda diferencia de trato ba-
sada en la edad que se conserve deberá contar con una
justificación pública, objetiva y razonada conforme al
párrafo cuarto del artículo 123 constitucional.

La mera existencia previa de un límite máximo de
edad no constituirá justificación suficiente.

Cuarto. En un plazo no mayor a un año siguiente a la
entrada en vigor del decreto, la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social, con la participación del Consejo
Nacional para Prevenir la Discriminación, el Instituto
Nacional de las Personas Adultas Mayores y las auto-
ridades laborales de las entidades federativas formula-
rán e implementarán una estrategia nacional de inclu-
sión laboral por edad contemplando, al menos,
protocolos de selección sin sesgos, mecanismos de
evaluación individual de aptitudes, capacitación y re-
conversión de competencias, incentivos, acceso efecti-
vo a mecanismos de queja y reparación, así como in-
dicadores y datos desagregados por edad, sexo,
discapacidad, pertenencia étnica y tipo de ocupación.
Su ejecución se realizará con cargo a los presupuestos
aprobados y sin crear estructuras administrativas adi-
cionales.

Quinto. La obligación de armonización prevista en es-
te decreto no impedirá la aplicación directa de la re-
forma ni podrá invocarse para diferir su cumplimien-
to. Todo acto emitido a partir de su entrada en vigor
que establezca o aplique una diferencia de trato labo-
ral basada en la edad deberá expresar la justificación
exigida por el párrafo cuarto del artículo 123 constitu-
cional.

Notas

1 Gaceta Parlamentaria. Disponible en:
https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2022/sep/20220929-
II.pdf#page=2 

2 OEA. Disponible en:
https://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_intercam-
bios_A70_derechos_humanos_personas_mayores_firmas.asp 

3 OEA. Disponible en:
https://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_intercam-
bios_A70_derechos_humanos_personas_mayores.asp 

4 ONU. Disponible en: https://www.un.org/esa/socdev/docu-
ments/ageing/MIPAA/political-declaration-sp.pdf 

5 OMS. Disponible en:
https://www.who.int/publications/i/item/9789240016866

6 Inegi. Disponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/pro-
gramas/enadis/2022/doc/enadis2022_resultados.pdf 

7 Conapred. Disponible en:
https://sindis.conapred.gob.mx/wpcontent/uploads/2021/07/FT_M
ayores_Noviembre2023.pdf 

8 Inegi. Disponible en: https://inegi.org.mx/contenidos/salade-
prensa/aproposito/2022/EAP_ADULMAY2022.pdf 

9 OCDE. Disponible en:
https://www.oecd.org/en/publications/oecd-employment-outlook-
2025-country-notes_f91531f7-en/mexico_f25e36c5-en.html 

10 Inegi. Disponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/pro-
ductos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_es
truc/889463921318.pdf 

11 Unión Europea. Disponible en: https://eur-
lex.europa.eu/eli/dir/2000/78/oj/spa

Lunes 3 de agosto de 2026 Gaceta Parlamentaria83



Dado en la sede de la Comisión 
Permanente, 29 de julio de 2026.

Diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Julio 29 de
2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LAS LEYES GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS, Y
DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, EN MATERIA DE
REGISTRO, FOMENTO INCLUYENTE Y CERTEZA JURÍDICA,
RECIBIDA DE LA DIPUTADA, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Magdalena del Socorro Núñez Mon-
real, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de las Le-
yes General de Sociedades Cooperativas, y de la Eco-
nomía Social y Solidaria, en materia de registro, fo-
mento incluyente y certeza jurídica, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

I. Diagnóstico

Hay una brecha entre el mandato constitucional (pá-
rrafo octavo del artículo 25 de la CPEUM) y la reali-
dad administrativa, pues el sector social de la econo-
mía en México enfrenta una crisis de formalidad y
seguridad jurídica derivada de un diseño normativo

que ignora las disparidades estructurales del país. El
análisis de esta realidad que viven las empresas del
sector social nos remite a cuatro ejes fundamentales:

1. Exclusión por brechas digital y geográfica

La obligatoriedad de trámites 100 por ciento electróni-
cos constituye una barrera de acceso de facto. Según la
Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tec-
nologías de la Información en los Hogares de 2023,
del Inegi, establece fuera de toda duda que existe una
desigualdad de conectividad y una realidad de analfa-
betismo digital.

Mientras que en zonas urbanas el acceso a internet al-
canza 81.7 por ciento, en las zonas rurales donde se
asienta 64 por ciento de las cooperativas de produc-
ción agraria y forestal la cifra cae a 62.3.

El uso de la firma electrónica avanzada requiere no só-
lo infraestructura, sino competencias técnicas que pre-
sentan un rezago crítico en estados con alta densidad
cooperativa como Chiapas, Oaxaca y Guerrero.

2. Ineficiencia por duplicación

Existe duplicación administrativa de funciones entre el
“padrón” Ley General de Sociedades Cooperativas,
LGSC, y el “catálogo” de la Ley de la Economía So-
cial y Solidaria, LESS.

Estudios de la Organización Internacional del Trabajo
(OIT, 2022) sugieren que la carga regulatoria excesiva
desvía hasta 15 por ciento de los recursos operativos
de las pequeñas cooperativas hacia gestoría legal, in-
crementando la tasa de mortandad empresarial.

El actual padrón nacional ha dejado de ser un instru-
mento de fomento para convertirse en un mecanismo
de “toma de nota” (control político-administrativo),
contraviniendo la autonomía de gestión reconocida
por la Alianza Cooperativa Internacional.

3. Erosión de la seguridad jurídica

La reforma a la Ley General de Economía Social del
16 de abril de 2025, delegó la validación de la volun-
tad social a un “sistema electrónico” del Inaes, misma
que ha fragmentado el ecosistema legal, debido a con-
tradicciones normativas.
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Mientras la LGSC permite la validación electrónica, la
Lrascap (artículo 4 Bis) mantiene la exigencia de fe-
datario público para cooperativas de ahorro y présta-
mo, creando “cooperativas de primera y de segunda
clase.”

4. Impacto social en grupos vulnerables

El actual esquema de sanciones y plazos perentorios
(10 días para subsanar) ignora que, para una coopera-
tiva indígena en la selva Lacandona o la sierra Tarahu-
mara, el traslado a una oficina administrativa o a un
centro con conectividad puede implicar jornadas de 8
a 12 horas y costos equivalentes a una semana de sa-
lario mínimo. La normativa actual no es “neutral”, es
regresiva.

II. Problemas identificados

1) Extralimitación reglamentaria derivada del
acuerdo administrativo de la Secretaría de Bienes-
tar, que impone requisitos no previstos en la LGSC,
violando el principio de jerarquía normativa.

2. Dualidad registral ineficiente debido a la confu-
sión entre el “catálogo” de LESS y el “padrón” de
LGSC, lo cual duplica cargas burocráticas.

3. Debilitamiento de la fe pública con la sustitución
del fedatario público por un sistema electrónico ad-
ministrativo, todo lo cual, genera inseguridad jurí-
dica en el acto constitutivo. La validación adminis-
trativa por el Inaes no sustituye la calificación
jurídica que realiza un Notario o Corredor, aumen-
tando la vulnerabilidad ante nulidades.

4. Discriminación Indirecta (Brecha Digital) con la
exclusión de comunidades indígenas y rurales por
la obligatoriedad de trámites 100 por ciento digita-
les.

5. Inconsistencia con el sector de cooperativas de
ahorro y préstamo (Lrascap) que sigue exigiendo
fedatario público, creando un régimen fragmentado
y contradictorio.

6. Coercitividad vs. fomento: El uso del padrón co-
mo filtro excluyente para apoyos sociales y licita-
ciones estrangula la economía de escala del sector
social.

III. Objetivos de la reforma

1. Redefinir el padrón convirtiéndolo en un reposi-
torio estadístico y de visibilidad, no en un órgano de
sanción automática.

2. Eliminar barreras estructurales garantizando la
multicanalidad (física y digital) en el registro rein-
corporando que el trámite presencial sea un dere-
cho, no una excepción.

3. Restablecer la certeza jurídica al devolver al fe-
datario público su rol esencial en la constitución de
cooperativas como auxiliar del Inaes para el regis-
tro en el padrón electrónico.

4. Redefinir el padrón transformándolo de un ente fis-
calizador/coercitivo a uno de visibilidad y fomento.

Garantizar el debido proceso eliminando “la suspen-
sión automática del registro y establecer plazos de
subsanación razonables”.

IV. Solución legislativa y sostenibilidad

La propuesta introduce la “afirmativa administrativa
de registro” y el “principio de flexibilidad geográfica”.

Se faculta al Inaes para recibir documentación física
en oficinas regionales o mediante convenios con mu-
nicipios.

La sostenibilidad se garantiza mediante la optimiza-
ción de los recursos actuales de la Secretaría de Bien-
estar, eliminando la duplicación de funciones entre el
catálogo y el padrón, lo que reduce el gasto operativo
a largo plazo.

V. Armonización legislativa (dice y debe decir)

Se adiciona un párrafo segundo al artículo 4; se refor-
ma el artículo 7; y se propone la reinstauración refor-
mada de los derogados artículos 17 y 28 de la Ley de
Economía Social y Solidaria, para quedar como sigue:
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Se reforman los párrafos primero del artículo 1, pri-
mero y segundo párrafo del artículo 12, y primero y
segundo del artículo 13 de la Ley General de Socieda-
des Cooperativas, para quedar como sigue:

VI. Fundamentación constitucional y convencional

Artículos 1o., 2o. y 4o. de la CPEUM, según el princi-
pio de progresividad y No discriminación. Elimina la
discriminación indirecta por ubicación geográfica
(asociada esta última a la baja conectividad a internet
y/o analfabetismo digital).

Cumplimiento de la no discriminación y respeto a la
autonomía indígena. Se alinea con el Convenio 169 de
la OIT, sobre consulta y formas de organización.

Artículo 25 de la CPEUM, fortalece la rectoría eco-
nómica del Estado al facilitar, no obstaculizar, el
Sector Social.

Se fundamenta en el Convenio 169 de la OIT, respe-
tando las formas propias de organización y decisión de
los pueblos indígenas sin imponerles tecnologías aje-
nas a su entorno. Se aplica el principio pro persona pa-
ra evitar que una norma administrativa (el acuerdo)
restrinja un derecho humano (asociación y trabajo).

VII. Impacto presupuestario

De conformidad con la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, esta iniciativa tiene un im-
pacto presupuestario neutro. No requiere la creación de
nuevas dependencias, sino la reorientación de las capa-
cidades instaladas del Inaes y la Secretaría de Bienestar.
La reducción de litigios administrativos por suspensio-
nes indebidas generará un ahorro procesal al Estado.

Iniciativa con proyecto de decreto

Primero. Ley de la Economía Social y Solidaria

Se adiciona un párrafo segundo al artículo 4, se re-
forma el artículo 7 y se propone la reinstauración re-
formada de los derogados artículos 17 y 28, para que-
dar como sigue:

Artículo 4. …

I. a VI. …

Se regirá bajo los principios de simplificación ad-
ministrativa y tutela institucional, evitando que nor-
mas administrativas restrinjan derechos de asocia-
ción.

Gaceta Parlamentaria Lunes 3 de agosto de 202686



Artículo 7. Los organismos del sector podrán acoger-
se y disfrutar de los apoyos y estímulos que establece
esta ley, aceptando sus fines, valores, principios y
prácticas señalados en los artículos 8, 9, 10 y 11 de la
misma. El derecho a estos apoyos se acredita por la na-
turaleza jurídica y el cumplimiento del objeto social
del organismo. La inscripción en el Padrón Nacional
de Organismos del Sector tendrá efectos de fomento y
estadística, pero su omisión o suspensión por causas
tecnológicas no podrá ser utilizada para negar los be-
neficios de esta ley.

Artículo 17. El Padrón Nacional de Organismos del
Sector tendrá por objeto contar con información esta-
dística que permita conocer la ubicación y caracterís-
ticas de los organismos del sector, para la planeación
de las políticas públicas de fomento.

El registro tendrá efectos informativos y de fomento.
En ninguna circunstancia la autoridad podrá utilizar el
padrón para limitar el ejercicio de derechos constitu-
cionales de asociación o trabajo de los organismos.

Artículo 28. El instituto facilitará la inscripción al pa-
drón nacional bajo el principio de buena fe.

La falta de actualización de datos electrónicos no
constituirá causa de exclusión del sector social de la
economía.

Segundo. Ley General de Sociedades Cooperativas

Se reforman los párrafos primero del artículo 1, pri-
mero y segundo párrafo del artículo 12, primero y se-
gundo del artículo 13, y primero del artículo 91, para
quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto regular la
constitución, organización, funcionamiento y extin-
ción de las sociedades cooperativas y sus organismos
en que libremente se agrupen, así como los derechos
de los socios, así como garantizar su fomento integral
mediante un registro nacional simplificado, inclusivo
y con certeza jurídica que elimine barreras administra-
tivas y tecnológicas.

…

Artículo 12. La constitución de las sociedades coope-
rativas podrá realizarse de forma presencial ante feda-

tario público o mediante sistemas electrónicos. El Es-
tado garantizará mecanismos duales para que la falta
de conectividad o alfabetización digital no sea una ba-
rrera de acceso al registro. El acta contendrá

I. a IV. …

Los socios fundadores ratificarán su voluntad ante
fedatario público, o bien, ante el personal autoriza-
do del Instituto mediante firma autógrafa o firma
electrónica avanzada. El instituto deberá garantizar
la atención presencial para socios con limitaciones
tecnológicas o geográficas.

…

…

Artículo 13. A partir del momento de la firma de su
acta constitutiva, las sociedades cooperativas contarán
con personalidad jurídica distinta a la de sus socios,
tendrán patrimonio propio y podrán celebrar contratos
con terceros, así como asociarse libremente con otras
para la consecución de su objeto social, en términos de
lo que establezcan las disposiciones. Ninguna disposi-
ción administrativa o acuerdo podrá condicionar la vi-
gencia jurídica de la sociedad o el ejercicio de sus de-
rechos de fomento a la permanencia en padrones
electrónicos cuya actualización dependa de criterios
técnicos ajenos a la ley.

El acta constitutiva de la sociedad cooperativa, se ins-
cribirá en el Registro Público de Comercio que corres-
ponda a su domicilio social. El Instituto, recibirá de la
Secretaría de Economía, el Acta Constitutiva de la so-
ciedad cooperativa, inscrita en el Registro Público de
Comercio, para su inscripción en el padrón, dentro del
plazo que acuerden la Secretaría de Bienestar y la Se-
cretaría de Economía.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones adminis-
trativas, acuerdos, lineamientos y normas de carácter
general que se opongan a lo establecido en el presente
decreto, especialmente aquellas que condicionen la

Lunes 3 de agosto de 2026 Gaceta Parlamentaria87



personalidad jurídica de las sociedades cooperativas a
su inscripción en padrones electrónicos administrados
por la autoridad.

Tercero. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría
de Bienestar y la Secretaría de Economía, contará con
un plazo de 180 días naturales a partir de la entrada en
vigor del presente decreto para armonizar los regla-
mentos y manuales de procedimientos correspondien-
tes a la gestión del Catálogo y el Padrón Nacional de
Sociedades Cooperativas, de conformidad con los
principios de fomento incluyente y eliminación de la
brecha digital establecidos en esta reforma.

Cuarto. Las sociedades cooperativas que, a la entrada
en vigor del presente decreto, se encuentren en proce-
so de constitución o registro, podrán optar por concluir
dicho trámite conforme a las disposiciones vigentes al
momento de su inicio o acogerse a los beneficios de
simplificación administrativa y fomento previstos en
esta reforma.

Quinto. En tanto se implementan los mecanismos de
interoperabilidad entre los sistemas de registro men-
cionados en este decreto, la falta de actualización en
los padrones digitales no podrá ser utilizada por nin-
guna autoridad federal, estatal o municipal para res-
tringir el acceso a programas de fomento, estímulos
fiscales o procesos de contratación pública.

Sexto. El Instituto Nacional de la Economía Social de-
berá emitir, en un plazo no mayor a 90 días naturales,
los lineamientos para garantizar que las sociedades co-
operativas ubicadas en zonas rurales o comunidades
indígenas cuenten con mecanismos alternativos y pre-
senciales para la entrega de información, asegurando
que la brecha digital no constituya un impedimento
para su fomento y desarrollo.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 29 de julio de 2026.

Diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal 
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Comisión de Economía Social y Fo-
mento del Cooperativismo. Julio 29 de 2026.)

QUE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO Y ADICIONA LAS
FRACCIONES I A VI DEL ARTÍCULO 101 BIS 3 DE LA LEY
GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADO-
LESCENTES, EN MATERIA DE SEGURIDAD DIGITAL, PRE-
VENCIÓN DE LA VIOLENCIA DIGITAL, ACCESIBILIDAD E IN-
CLUSIÓN DIGITAL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA ELIZABETH
MARTÍNEZ ÁLVAREZ Y LA SENADORA GINA GERARDINA
CAMPUZANO GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO
DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE
DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE 2026

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y senadora Gina Gerardina Campuzano González,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXVI Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 94 y
179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y de-
más disposiciones aplicables, someten a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el primer párrafo y se adicionan
las fracciones I a VI del artículo 101 Bis 3 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, en materia de seguridad digital, prevención de
la violencia digital, accesibilidad e inclusión digital, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las tecnologías de la información y la comunicación
forman parte esencial de la vida cotidiana de niñas, ni-
ños y adolescentes. El acceso a Internet, redes socia-
les, plataformas digitales y herramientas tecnológicas
representa actualmente un medio fundamental para el
ejercicio de derechos como la educación, el acceso a la
información, la participación, la cultura, la comunica-
ción y el libre desarrollo de la personalidad.

El entorno digital ofrece oportunidades importantes
para el aprendizaje, la creatividad, la interacción social
y el acceso al conocimiento. Sin embargo, también
plantea riesgos que pueden afectar de manera particu-
lar a niñas, niños y adolescentes, quienes se encuen-
tran en una etapa de desarrollo cognitivo, emocional y
social que puede dificultar la identificación de amena-
zas y la adopción de medidas adecuadas de autopro-
tección.
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El ciberacoso, el grooming, la difusión no consentida
de imágenes o información personal, la suplantación
de identidad, el fraude digital, la exposición a conteni-
dos nocivos, la explotación y el abuso sexual en línea,
así como otras formas de violencia digital, pueden ge-
nerar consecuencias graves y duraderas en la integri-
dad, la salud mental, el desarrollo emocional, la priva-
cidad, la seguridad y la dignidad de niñas, niños y
adolescentes.

El uso de perfiles falsos o automatizados, el anonima-
to, la posibilidad de establecer contacto inmediato con
personas desconocidas y la rápida difusión de conteni-
dos pueden facilitar conductas de manipulación, inti-
midación, captación, coerción o explotación. Por ello,
la protección de la niñez y la adolescencia en los en-
tornos digitales requiere acciones preventivas, educa-
tivas y de coordinación institucional que permitan re-
ducir los riesgos y brindar respuestas oportunas ante
posibles vulneraciones de derechos.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes reconoce el derecho al acceso y uso se-
guro de Internet; sin embargo, resulta pertinente forta-
lecer expresamente las acciones orientadas a la pre-
vención y atención de la violencia digital, la
alfabetización y ciudadanía digital, la protección de
los datos personales, la privacidad, la orientación es-
pecializada y la difusión de información preventiva
accesible.

La protección en el entorno digital no debe entenderse
como una limitación injustificada al acceso a las tec-
nologías, sino como la generación de condiciones que
permitan a niñas, niños y adolescentes ejercer sus de-
rechos de manera informada, segura y responsable.
Para ello, es indispensable brindarles herramientas que
les permitan reconocer situaciones de riesgo, proteger
su información personal, identificar conductas de vio-
lencia y conocer los mecanismos de orientación, de-
nuncia, canalización y atención disponibles.

Madres, padres, personas tutoras y personal educativo
desempeñan una función fundamental en el acompa-
ñamiento de la vida digital de niñas, niños y adoles-
centes. En consecuencia, las políticas públicas deben
incluir acciones de alfabetización, educación y ciuda-
danía digital dirigidas tanto a las personas menores de
edad como a quienes tienen responsabilidades de
crianza, cuidado, orientación y formación.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece la obligación de to-
das las autoridades de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos, mientras que el artí-
culo 4o. reconoce el principio del interés superior de la
niñez como criterio rector de todas las decisiones y ac-
tuaciones del Estado que involucren sus derechos.

El artículo 6o. constitucional reconoce el derecho de
acceso a las tecnologías de la información y la comu-
nicación, así como a los servicios de telecomunicacio-
nes e Internet. Este derecho debe ejercerse en condi-
ciones compatibles con la protección integral de niñas,
niños y adolescentes, su dignidad humana, privacidad,
seguridad y libre desarrollo.

En el ámbito internacional, la Convención sobre los
Derechos del Niño reconoce la obligación de los Esta-
dos de proteger a niñas, niños y adolescentes frente a
toda forma de violencia, explotación y abuso, así co-
mo garantizar su acceso a información adecuada para
su bienestar y desarrollo integral.

De manera particular, la observación general número
25 del Comité de los Derechos del Niño de las Nacio-
nes Unidas reconoce que el entorno digital se ha con-
vertido en un espacio esencial para el ejercicio de múl-
tiples derechos. Al mismo tiempo, advierte que los
Estados deben adoptar medidas legislativas, adminis-
trativas, educativas y de otra índole para prevenir los
riesgos asociados al uso de las tecnologías digitales,
proteger la privacidad y los datos personales y brindar
mecanismos accesibles de orientación, denuncia y re-
paración.

En este sentido, la protección de niñas, niños y ado-
lescentes no puede limitarse a reaccionar una vez que
la violencia digital se ha producido. Es necesario for-
talecer las políticas de prevención, sensibilización y
educación digital, así como promover la coordinación
entre autoridades competentes, instituciones educati-
vas y los sectores involucrados, respetando en todo
momento las atribuciones que correspondan a cada
uno.

Resulta indispensable incorporar un enfoque de acce-
sibilidad e inclusión que atienda las necesidades espe-
cíficas de niñas, niños y adolescentes con discapaci-
dad. La ausencia de formatos accesibles, herramientas
adaptadas, ajustes razonables o mecanismos especiali-
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zados puede limitar el acceso a la información preven-
tiva, dificultar la identificación de riesgos y restringir
el acceso a mecanismos de orientación, denuncia o
atención especializada.

La accesibilidad digital constituye un elemento indis-
pensable para garantizar que todas las niñas, niños y
adolescentes puedan ejercer sus derechos en igualdad
de condiciones. Por ello, las acciones de alfabetización
digital, las campañas de prevención y los mecanismos
de orientación y atención deben diseñarse consideran-
do criterios de accesibilidad universal, inclusión,
igualdad y no discriminación.

La inteligencia artificial representa una de las trans-
formaciones tecnológicas más relevantes de nuestro
tiempo.

Su capacidad para procesar grandes volúmenes de
información, identificar patrones y apoyar la toma
de decisiones puede contribuir significativamente a
fortalecer la prevención, detección y atención de
riesgos digitales que afectan a niñas, niños y adoles-
centes.

Utilizada de manera responsable, la inteligencia artifi-
cial puede facilitar la identificación de patrones rela-
cionados con el ciberacoso, el grooming, la explota-
ción y el abuso sexual en línea, la suplantación de
identidad, la difusión de contenidos nocivos y otras
formas de violencia digital, favoreciendo respuestas
institucionales más oportunas y eficaces. Asimismo,
puede contribuir al desarrollo de herramientas de ac-
cesibilidad que fortalezcan la inclusión de niñas, niños
y adolescentes con discapacidad en los entornos digi-
tales.

No obstante, la utilización de sistemas de inteligencia
artificial también plantea desafíos relacionados con la
privacidad, el tratamiento de datos personales, los ses-
gos algorítmicos, la discriminación, la falta de trans-
parencia y la adopción automatizada de decisiones que
puedan afectar derechos fundamentales. En conse-
cuencia, su utilización debe sujetarse a principios de
ética, seguridad, accesibilidad, inclusión, transparen-
cia, supervisión humana, protección de datos persona-
les, privacidad, igualdad y no discriminación, privile-
giando en todo momento el interés superior de la
niñez.

La presente iniciativa no pretende establecer un régi-
men general de regulación de la inteligencia artificial
ni imponer obligaciones regulatorias directas a prove-
edores de servicios digitales o plataformas tecnológi-
cas. Su finalidad consiste en fortalecer el marco de
protección integral de niñas, niños y adolescentes me-
diante acciones preventivas, educativas, accesibles e
incluyentes, así como promover el uso responsable de
herramientas tecnológicas que contribuyan a reducir
los riesgos presentes en los entornos digitales.

Con esta reforma se busca avanzar hacia un modelo de
protección integral que no sólo garantice el acceso a
Internet, sino que también genere condiciones para
que dicho acceso sea seguro, informado, responsable,
accesible e incluyente, fortaleciendo la prevención de
la violencia digital y promoviendo la utilización ética
de las nuevas tecnologías en beneficio de la niñez y la
adolescencia.

Para una mejor comprensión del alcance de la presen-
te iniciativa, se presenta el siguiente

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes
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Por las consideraciones expuestas, sometemos a con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo y
se adicionan las fracciones I a VI del artículo 101
Bis 3 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes

Único. Se reforma el primer párrafo y se adicionan
las fracciones I a VI del artículo 101 Bis 3 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, para quedar como sigue:

Artículo 101 Bis 3. El Estado garantizará el acceso y
uso seguro del Internet promoviendo políticas de pre-
vención, protección, atención y sanción del ciberacoso
y de todas las formas de violencia digital que causen
daño a la intimidad, privacidad, seguridad y/o digni-
dad de niñas, niños y adolescentes mediante el uso de
tecnologías de la información y la comunicación, sin
afectar los derechos previstos en esta Ley, mediante
acciones orientadas a:

I. Prevenir, proteger, atender y sancionar el cibera-
coso, el grooming y cualquier otra forma de violen-
cia digital que afecte a niñas, niños y adolescentes;

II. Promover mecanismos accesibles de orienta-
ción, denuncia, canalización y atención especializa-
da para niñas, niños y adolescentes víctimas de vio-
lencia digital;

III. Impulsar acciones y programas de alfabetiza-
ción, educación y ciudadanía digital dirigidos a ni-
ñas, niños y adolescentes, así como a madres, pa-
dres, personas tutoras y personal educativo,
procurando que dichos programas sean accesibles e
incluyentes para niñas, niños y adolescentes con
discapacidad;

IV. Promover campañas de prevención y sensibili-
zación sobre los riesgos asociados al uso de redes
sociales, plataformas digitales y tecnologías de la
información y la comunicación, procurando que su
contenido se difunda en formatos accesibles e in-
cluyentes;

V. Fomentar acciones de coordinación entre las au-
toridades competentes, las instituciones educativas,
los sectores social y privado y demás actores invo-
lucrados, para fortalecer la protección de los datos
personales, la privacidad y la seguridad digital de
niñas, niños y adolescentes; y

VI. Promover el uso responsable, ético, seguro, ac-
cesible e incluyente de herramientas tecnológicas e
inteligencia artificial que contribuyan a la preven-
ción, detección y atención de riesgos digitales que
afecten a niñas, niños y adolescentes, favoreciendo
especialmente la accesibilidad e inclusión de niñas,
niños y adolescentes con discapacidad, con pleno
respeto de la dignidad humana, la igualdad, la no
discriminación, la protección de datos personales,
la privacidad, la supervisión humana y el principio
del interés superior de la niñez.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus atribuciones y conforme a la disponibilidad pre-
supuestaria aprobada para el ejercicio fiscal corres-
pondiente, promoverán progresivamente las acciones
necesarias para fortalecer la seguridad digital y la pre-
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vención de la violencia digital en favor de niñas, niños
y adolescentes.

Notas

1 Comité de los Derechos del Niño (2021). Observación general
número 25 (2021), relativa a los derechos de los niños en relación
con el entorno digital (CRC/C/GC/25). Organización de las Na-
ciones Unidas.

2 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (2017). Estado
mundial de la infancia 2017: Niños en un mundo digital. UNICEF.

3 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura (2022). Recomendación sobre la ética de la inteli-
gencia artificial. UNESCO.

Sede de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 29 julio de
2026.

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina Campuzano González 
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia.
Julio 29 de 2026.)

QUE REFORMA AL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN,
EN MATERIA DEL RÉGIMEN FISCAL Y OBLIGACIONES DE IN-
FORMACIÓN DE LAS COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRÉSTA-
MO, RECIBIDA DE LA DIPUTADA MAGDALENA SOCORRO
NÚÑEZ MONREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT,
EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLEVADA A
CABO EL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Magdalena del Socorro Núñez Mon-
real, diputada integrante del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del Código Fiscal de la Federación que
modifica el Régimen Fiscal y obligaciones de infor-
mación a las cooperativas de ahorro y préstamo, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Diagnóstico

El sector de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y
Préstamo (Socap) representa un pilar fundamental de
la inclusión financiera en México, atendiendo a pobla-
ciones diversas, como por ejemplo en zonas rurales y
semiurbanas, donde la banca comercial tiene escasa
presencia. De acuerdo con datos del sector, estas enti-
dades operan bajo principios de solidaridad y ayuda
mutua, gestionando una base de socios que fluctúa dia-
riamente debido a la naturaleza social de su constitu-
ción.

Sin embargo, la normativa actual impone cargas admi-
nistrativas diseñadas para sociedades mercantiles con
fines de lucro.

El artículo 27 del Código Fiscal de la Federación
(CFF) obliga a informar cambios de socios de manera
que resulta “inviable y materialmente imposible” para
las Socap, dado el alto volumen de altas y bajas. Se es-
tima que un porcentaje significativo de los socios, por
su perfil socioeconómico, no cuenta con Registro Fe-
deral de Contribuyentes (RFC), lo que bloquea su ac-
ceso a estos servicios financieros bajo el marco legal
vigente.
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Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo
en el contexto del sector social de la economía

En México, las Sociedades Cooperativas de Ahorro y
Préstamo constituyen un pilar fundamental para la in-
clusión financiera, son parte del sector social de la
economía, Es regulado por el artículo 25, párrafo oc-
tavo de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el cual mandata al Estado a apoyar e im-
pulsar a las empresas del sector social de la economía.
A diferencia de las sociedades mercantiles (sociedades
anónimas), cuyo fin es el lucro y la acumulación de ca-
pital, las cooperativas se basan en la ayuda mutua, la
democracia interna y el acceso abierto y voluntario de
sus socios.

De acuerdo con el panorama de inclusión financiera,
las Socap atienden a millones de mexicanos. La falta
de un régimen diferenciado genera cargas administra-
tivas excesivas y riesgos de sanciones injustificadas.

Se estima que el costo de cumplimiento para reportar
cambios de socios bajo el esquema actual absorbe re-
cursos que deberían destinarse a la capitalización de
los propios socios.

El incumplimiento de estas obligaciones (por ser ma-
terialmente imposibles de realizar) coloca a las coope-
rativas en una situación de vulnerabilidad ante el SAT,
pudiendo derivar en multas o la suspensión del Certi-
ficado de Sello Digital, lo que potencialmente puede
llevar a la paralización del servicio de ahorro y présta-
mo para comunidades enteras.

La inoperancia del artículo 27 del código fiscal de
la federación frente a la naturaleza cooperativa

El problema central radica en la aplicación de criterios
de fiscalización “espejo” entre entidades de naturaleza
opuesta.

El artículo 27, Apartado B, fracción V, del CFF, exige
informar sobre los cambios en la integración de los so-
cios de manera que ignora la dinámica operativa de las
cooperativas, caracterizada por factores como el volu-
men de transaccionalidad societaria y la brecha de for-
malización digital del Registro Federal de Contribu-
yentes (RFC) ante el Sistema de Administración
Tributaria (SAT) de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público (SHCP).

Mientras que en una Sociedad Anónima el cambio de
accionistas es un evento extraordinario que requiere
asambleas protocolizadas, en una Sociedad Cooperati-
va de Ahorro y Préstamo el ingreso o retiro de socios
es una actividad diaria. Según registros del sector, una
cooperativa de tamaño medio puede procesar decenas
de altas y bajas diariamente.

Exigir la información diaria y la protocolización de ca-
da acta por cada nuevo socio resulta en una “imposi-
bilidad material y jurídica” que asfixia la operación
administrativa.

Gran parte de la membresía de las cooperativas se en-
cuentra en zonas rurales o sectores de la economía in-
formal que no cuentan con RFC. La exigencia actual
de este requisito para ahorros mínimos actúa como una
barrera de entrada a la formalidad financiera, contravi-
niendo las políticas nacionales de inclusión financiera.

Identificación de la laguna legal

La normativa actual no contempla un mecanismo de
alternancia para la identificación de socios de pequeña
escala (aquellos cuyos depósitos no exceden montos
específicos en UDIS). Al no existir esta distinción, la
autoridad fiscal pierde eficiencia al procesar datos ma-
sivos de socios con nula capacidad contributiva, mien-
tras que el sector cooperativo enfrenta una inseguridad
jurídica permanente al no poder cumplir con una ley
diseñada para un modelo de negocio distinto.

II. Problemas identificados

1. Negación de la naturaleza social de las coopera-
tivas, porque la ley no distingue entre una sociedad
anónima y una cooperativa, aplicando criterios de
fiscalización desproporcionados a esta última.

2. La exigencia de informar cambios diarios y pro-
tocolizar actas por cada nuevo socio genera costos
operativos que amenazan la viabilidad de las coo-
perativas que en muchos casos es imposible su
cumplimiento.

3. La obligatoriedad del RFC para socios con aho-
rros mínimos desincentiva la formalización del aho-
rro en sectores vulnerables promoviendo la exclu-
sión financiera.
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4. Existe inseguridad jurídica por la falta de un me-
canismo alternativo de identificación, lo cual gene-
ra lagunas que dificultan la fiscalización eficiente
por parte del SAT.

III. Objetivos de la reforma propuesta

1) Resolver barreras estructurales, eliminando la
obligación de informar diariamente cambios de so-
cios y la protocolización individual de actas de in-
greso.

2) Cerrar vacíos legales, estableciendo un régimen
de información simplificado que permita a la auto-
ridad competente, mantener el control fiscal sin as-
fixiar administrativamente a la entidad.

3) Fomentar la inclusión al eximir del RFC a socios
cuyos depósitos no excedan los umbrales determi-
nados por el SAT en UDIS o UMAS.

IV. Solución legislativa y sostenibilidad

La propuesta introduce la figura del “Expediente Sim-
plificado” y la figura de “Verificadores Auxiliares” a
través de fedatarios públicos (notarios y corredores
públicos) para los cargos orgánicos. Esta solución es
sostenible porque:

1. Mantiene la trazabilidad financiera para efectos
de prevención de lavado de dinero.

2. Reduce el gasto administrativo de las cooperati-
vas, permitiendo que esos recursos se reinviertan en
servicios para los socios.

3. Otorga certeza jurídica mediante reglas claras de
operación emitidas por el SAT en un plazo de 180
días.

V. Armonización legislativa (dice y debe decir)

Se reforma la fracción V, se reforma y adiciona un pá-
rrafo a la fracción VI, y se reforma un último párrafo
a la fracción IX, todas del Apartado B del Artículo 27
del Código Fiscal de la Federación, para quedar como
sigue:

VI. Fundamentación constitucional y convencional

La reforma se alinea con:

Artículo 25 Constitucional, que establece el apoyo
e impulso a las empresas del sector social de la eco-
nomía (cooperativas).

Artículo 31, Fracción IV, principio de equidad tri-
butaria, donde el trato debe ser igual a los iguales y
desigual a los desiguales. Aplicar reglas de socieda-
des mercantiles a cooperativas vulnera este princi-
pio.

Convenios Internacionales con la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT) en la Recomendación 193
sobre la promoción de las cooperativas, que insta a los
Estados a crear un entorno favorable para su desarrollo.
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VII. Impacto presupuestario

De acuerdo con la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacienda, la presente iniciativa es viable
y no genera un impacto presupuestario negativo de
manera directa. Por el contrario, al simplificar el re-
gistro se consigue fortalecer la Eficiencia Recaudato-
ria, pues el SAT optimiza sus recursos al recibir infor-
mación procesada y relevante, en lugar de bases de
datos masivas e inmanejables de cambios diarios.

Adicionalmente, se alcanzan objetivos como:

a) Optimización de Recursos Públicos: Al transitar
de avisos diarios a reportes anuales consolidados, el
SAT reduce el gasto operativo de procesamiento de
datos masivos de bajo riesgo fiscal.

b) Sostenibilidad del Sector Social: Al reducir los
costos de protocolización y administración para las
CAPs, se fortalece la solvencia de estas entidades
sin requerir subsidios públicos o asignaciones pre-
supuestales adicionales.

c) Disciplina Financiera: La reforma no crea nuevas
unidades administrativas ni plazas; utiliza la in-
fraestructura tecnológica existente del RFC bajo un
modelo de periodicidad ajustado a la realidad eco-
nómica del contribuyente.

Iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción V; se reforma
el párrafo primero y se adiciona un párrafo tercero a la
fracción VI y se reforma la fracción IX, todas del apar-
tado B del artículo 27 del Código Fiscal de la Federa-
ción, para quedar como sigue:

Artículo 27. ...

A. ...

I. a VI. …

B. ...

I. a IV. …

V. Anotar en el libro de socios y accionistas, la cla-
ve en el registro federal de contribuyentes de cada
socio y accionista y, en cada acta de asamblea, la
clave de los socios o accionistas que concurran a la
misma. Tratándose de las sociedades cooperati-
vas de ahorro y préstamo, esta obligación se li-
mitará a los socios que formen parte de los con-
sejos de administración y vigilancia, así como a
aquellos cuyos depósitos excedan el monto equi-
valente en moneda nacional a monto en Unida-
des de Inversión. Dicho monto se establecerá por
el Servicio de Administración Tributaria.

VI. Presentar un aviso en el Registro Federal de
Contribuyentes, a través del cual informen el nom-
bre y la clave en el Registro Federal de Contribu-
yentes de los socios, accionistas, asociados y demás
personas, cada vez que se realice alguna modifica-
ción o incorporación respecto a estos, así como in-
formar el porcentaje de participación de cada uno
de ellos en el capital social, el objeto social y quién
ejerce el control efectivo, en los términos de lo que
establezca el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas de carácter general.

…

Tratándose de las sociedades cooperativas de
ahorro y préstamo, el aviso a que se refiere esta
fracción se presentará de manera consolidada
anualmente, respecto de los socios que ingresen o
se retiren de la sociedad, exceptuando de la obli-
gación de informar la clave del Registro Federal
de Contribuyentes de aquellos socios cuyos de-
pósitos no excedan el monto establecido por el
Servicio de Administración Tributaria mediante
reglas de carácter general.

VII a VIII. …

IX. Asentar en las escrituras públicas en las que ha-
gan constar actas constitutivas o demás actas de
asamblea, la clave en el registro federal de contri-
buyentes. En el caso de las sociedades cooperativas
de ahorro y préstamo, la obligación de asentar y ve-
rificar la clave del Registro Federal de Contribu-
yentes en escrituras públicas o actas de asamblea,
aplicará exclusivamente para los actos donde se de-
signen representantes legales o miembros de los
consejos de administración y vigilancia, quedando
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exceptuadas las actas que documenten el ingreso o
retiro masivo de socios operativos.

X. ….

C. a D. …

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. El Servicio de Administración Tri-
butaria deberá emitir las reglas de carácter general que
determinen los montos en Unidades de Inversión y los
formatos para el reporte anual consolidado en un pla-
zo no mayor a 180 días naturales.

Artículo Tercero. Las sociedades cooperativas que se
encuentren en proceso de regularización de sus libros
de socios a la entrada en vigor del presente decreto,
contarán con un periodo de gracia de un año para ar-
monizar sus registros internos con los beneficios de
esta reforma.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
29 de julio de 2026.

Diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal 
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Julio 29 de
2026.)

QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN MATERIA DE PERS-
PECTIVA DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA, RECIBIDA DE LA
DIPUTADA ELIZABETH MARTÍNEZ ÁLVAREZ Y LA SENADO-
RA GINA GERARDINA CAMPUZANO GONZÁLEZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE VERIFICADA EL MIÉRCOLES 29 DE
JULIO DE 2026

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álvarez
y senadora Gina Gerardina Campuzano González, inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXVI Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como 55, fracción II,
56, 94 y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos
y demás disposiciones aplicables, someten a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman los artículos 4,
6, 12 y 13 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, en materia de perspectiva de in-
fancia y adolescencia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La protección integral de los derechos de niñas, niños
y adolescentes constituye uno de los pilares del Esta-
do constitucional y democrático de derecho. Durante
las últimas décadas, el orden jurídico nacional e inter-
nacional ha transitado de un modelo tutelar, que con-
cebía a las personas menores de edad como objetos de
protección, hacia un paradigma de derechos humanos
que las reconoce como personas titulares de derechos,
con capacidad progresiva para participar en las deci-
siones que afectan su vida y desarrollo.

Este cambio de paradigma encuentra sustento en la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, instrumento inter-
nacional que reconoce a niñas, niños y adolescentes co-
mo sujetos plenos de derechos y establece la obligación
de los Estados de adoptar todas las medidas necesarias
para garantizar su desarrollo integral, su protección fren-
te a cualquier forma de violencia y su derecho a partici-
par activamente en los asuntos que les conciernen.

En el ámbito nacional, la reforma constitucional en
materia de derechos humanos de 2011 fortaleció la
obligación de todas las autoridades de promover, res-
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petar, proteger y garantizar los derechos humanos con-
forme a los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad. Asimismo, el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce el principio del interés
superior de la niñez como criterio rector de todas las
decisiones y actuaciones del Estado.

Como consecuencia de esta evolución normativa, la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes consolidó el modelo de protección integral y
estableció obligaciones específicas para las autorida-
des de los tres órdenes de gobierno, con el propósito
de garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de
niñas, niños y adolescentes.

No obstante, la sola incorporación del principio del in-
terés superior de la niñez no resulta suficiente para
asegurar que todas las actuaciones de las autoridades
se desarrollen desde una visión especializada que per-
mita comprender las condiciones particulares en las
que viven niñas, niños y adolescentes.

En la práctica, muchas decisiones administrativas y ju-
risdiccionales continúan adoptándose desde paráme-
tros diseñados para personas adultas, sin considerar
adecuadamente las diferencias derivadas de la edad, el
desarrollo evolutivo, la autonomía progresiva, el con-
texto familiar, social y comunitario, así como las di-
versas condiciones de vulnerabilidad que pueden en-
frentar las personas menores de edad.

Esta situación puede traducirse en decisiones que, aun
cuando formalmente buscan proteger sus derechos, no
siempre responden de manera adecuada a sus necesidades
específicas ni garantizan plenamente su desarrollo integral.

Por ello, diversos organismos internacionales han im-
pulsado la incorporación de la denominada perspecti-
va de infancia y adolescencia, entendida como un en-
foque transversal que orienta la actuación de todas las
autoridades para analizar cada caso considerando las
características particulares de niñas, niños y adoles-
centes, privilegiando su interés superior, su derecho a
participar, su autonomía progresiva y el pleno respeto
de todos sus derechos humanos.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha desarro-
llado este enfoque a través del Protocolo para Juzgar
con Perspectiva de Infancia y Adolescencia, en el que

reconoce que las personas juzgadoras deben adaptar su
actuación a las condiciones particulares de niñas, ni-
ños y adolescentes, evitando criterios estandarizados
propios del mundo adulto y privilegiando soluciones
que garanticen efectivamente sus derechos.

La perspectiva de infancia y adolescencia no constitu-
ye un nuevo derecho, sino una metodología de análisis
que permite hacer efectivos los derechos ya reconoci-
dos por la Constitución, los tratados internacionales y
la legislación nacional.

Su finalidad consiste en asegurar que todas las deci-
siones que involucren a niñas, niños y adolescentes se-
an adoptadas considerando sus necesidades específi-
cas, su nivel de desarrollo, su capacidad progresiva
para participar en los procedimientos y las circunstan-
cias particulares que rodean cada caso.

Su aplicación resulta especialmente relevante en pro-
cedimientos administrativos, jurisdiccionales y de pro-
curación de protección, donde las decisiones adopta-
das por las autoridades pueden tener un impacto
determinante en la vida, el desarrollo y el bienestar de
niñas, niños y adolescentes.

La incorporación expresa de este enfoque dentro de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes permitirá fortalecer la actuación de las auto-
ridades encargadas de garantizar sus derechos, otor-
gando mayor certeza jurídica respecto de los
elementos que deberán observar al momento de inter-
pretar y aplicar la legislación.

Asimismo, favorecerá la homologación de criterios
entre las distintas autoridades administrativas y juris-
diccionales, promoviendo actuaciones más sensibles,
especializadas y acordes con los estándares nacionales
e internacionales en materia de derechos de la niñez.

La presente iniciativa no crea nuevas estructuras ad-
ministrativas ni genera cargas presupuestarias extraor-
dinarias.

Su propósito consiste en fortalecer el marco jurídico
vigente mediante la incorporación expresa de la pers-
pectiva de infancia y adolescencia como criterio orien-
tador para la interpretación y aplicación de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.
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Con ello se busca consolidar un modelo de protección
integral que permita a todas las autoridades actuar des-
de un enfoque especializado, privilegiando en todo mo-
mento el interés superior de la niñez, la autonomía pro-
gresiva, el derecho a ser escuchados y el pleno ejercicio
de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes.

Para una mejor comprensión de las modificaciones
propuestas, se presenta el siguiente cuadro compa-
rativo:

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Las modificaciones propuestas buscan incorporar ex-
presamente la perspectiva de infancia y adolescencia
como un criterio transversal para la interpretación y
aplicación de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, fortaleciendo el marco ju-
rídico de protección integral sin crear nuevas estructu-
ras administrativas ni generar cargas presupuestarias
adicionales.

Su incorporación permitirá que todas las autoridades
administrativas y jurisdiccionales cuenten con un pa-
rámetro legal expreso para orientar sus decisiones, ga-
rantizando que las actuaciones del Estado respondan a
las condiciones particulares de niñas, niños y adoles-
centes y se encuentren plenamente alineadas con la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Convención sobre los Derechos del Niño y los
criterios desarrollados por la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a con-
sideración de esta Soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 4, 6, 12
y 13 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, en materia de perspectiva de
infancia y adolescencia

Único. Se adiciona una fracción XXXII Bis al artícu-
lo 4; se adiciona la fracción XIII al artículo 6; se adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 12; y se adiciona
un último párrafo al artículo 13 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para
quedar como sigue:

Artículo 4. …

I. a XXXII. …

XXXII Bis. Perspectiva de infancia y adolescen-
cia: metodología de análisis e interpretación que
obliga a todas las autoridades, en el ámbito de
sus respectivas competencias, a considerar de
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manera prioritaria las características, necesida-
des, condiciones particulares, nivel de desarrollo
evolutivo, autonomía progresiva y contexto fa-
miliar, social, cultural y comunitario de niñas,
niños y adolescentes, con el objeto de garantizar
el ejercicio efectivo de todos sus derechos con-
forme al principio del interés superior de la ni-
ñez.

Artículo 6….

I. a XII. …

XIII. La aplicación de la perspectiva de infancia
y adolescencia en la interpretación, implementa-
ción y evaluación de las políticas públicas, así co-
mo en toda decisión administrativa o jurisdiccio-
nal que involucre a niñas, niños y adolescentes.

Artículo 12. …

En toda actuación administrativa o jurisdiccional
que involucre directa o indirectamente a niñas, ni-
ños y adolescentes, las autoridades deberán aplicar
la perspectiva de infancia y adolescencia, garanti-
zando que sus decisiones consideren el interés su-
perior de la niñez, la autonomía progresiva, el de-
recho a ser escuchados, la igualdad, la no
discriminación y las circunstancias particulares de
cada caso.

Artículo 13. …

I. a XX. …

Las autoridades garantizarán el ejercicio de los
derechos previstos en el presente artículo me-
diante la aplicación de la perspectiva de infancia
y adolescencia, observando en todo momento el
principio del interés superior de la niñez, la au-
tonomía progresiva y el derecho de niñas, niños
y adolescentes a participar y ser escuchados con-
forme a su edad, desarrollo evolutivo, cognosci-
tivo y grado de madurez.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus respectivas atribuciones y conforme a la dispo-
nibilidad presupuestaria aprobada para el ejercicio fis-
cal correspondiente, promoverán progresivamente las
acciones necesarias para incorporar la perspectiva de
infancia y adolescencia en la interpretación, imple-
mentación y evaluación de políticas públicas, así co-
mo en las actuaciones administrativas y jurisdicciona-
les que involucren a niñas, niños y adolescentes.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del hono-
rable Congreso de la Unión, 29 de julio de 2026.

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina Campuzano González 
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia.
Julio 29 de 2026.)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 13, EL
SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 46 Y EL ARTÍCULO 50;
Y ADICIONA LAS FRACCIONES IX A XV AL ARTÍCULO 47,
ASÍ COMO EL ARTÍCULO 47 BIS, DE LA LEY GENERAL DE
LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN
MATERIA DE ENTORNOS SEGUROS, SALUD MENTAL Y PRE-
VENCIÓN DEL SUICIDIO, RECIBIDA DE LA DIPUTADA ELI-
ZABETH MARTÍNEZ ÁLVAREZ Y LA SENADORA GINA GE-
RARDINA CAMPUZANO GONZÁLEZ, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE 2026

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y senadora Gina Gerardina Campuzano González,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXVI Legislatura del Congreso de
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la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 94 y
179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y de-
más disposiciones aplicables, someten a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman la fracción XXI del artículo 13,
el segundo párrafo del artículo 46 y el artículo 50; y se
adicionan las fracciones IX a XV al artículo 47, así co-
mo el artículo 47 Bis, de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, en materia de
entornos seguros, salud mental y prevención del suici-
dio, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La protección integral de los derechos de niñas, niños
y adolescentes constituye una obligación constitucio-
nal y convencional del Estado mexicano. Toda actua-
ción pública dirigida a este sector de la población de-
be orientarse por el principio del interés superior de la
niñez, privilegiando aquellas medidas que favorezcan
su desarrollo físico, mental, emocional, social y comu-
nitario, así como el ejercicio pleno de sus derechos hu-
manos en condiciones de igualdad, seguridad y digni-
dad.

La Convención sobre los Derechos del Niño reconoce
que toda niña, niño y adolescente tiene derecho a cre-
cer en un entorno que favorezca su desarrollo integral
y a recibir la protección y los cuidados necesarios pa-
ra garantizar su bienestar. En el mismo sentido, la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos establece que en todas las decisiones y actuaciones
del Estado deberá velarse y cumplirse con el principio
del interés superior de la niñez, garantizando de mane-
ra plena el ejercicio de sus derechos.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes desarrolló este mandato constitucional
mediante un sistema de protección integral que reco-
noce diversos derechos relacionados con la salud, la
educación, la integridad personal, la vida libre de vio-
lencia, el desarrollo integral y la participación. Sin em-
bargo, la evolución de los riesgos que actualmente en-
frentan niñas, niños y adolescentes exige fortalecer el
marco jurídico para responder de manera más eficaz a
problemáticas que han adquirido una dimensión cre-
ciente en los últimos años.

Entre estos desafíos destacan el deterioro de la salud
mental, el incremento de los trastornos de ansiedad y
depresión, las conductas de autolesión, el suicidio, el
acoso escolar, el ciberacoso, la violencia digital, el
consumo de sustancias psicoactivas, la discriminación
y otros factores que afectan directamente el bienestar
emocional y el desarrollo integral de niñas, niños y
adolescentes.

La evidencia científica demuestra que estas problemá-
ticas no deben analizarse de manera aislada. Diversos
organismos internacionales, entre ellos la Organiza-
ción Mundial de la Salud, el Fondo de las Naciones
Unidas para la Infancia y la Organización para la Co-
operación y el Desarrollo Económicos, coinciden en
que la salud mental de niñas, niños y adolescentes de-
pende en gran medida de la calidad de los entornos en
los que se desarrollan.

Los entornos familiares, escolares, comunitarios y di-
gitales constituyen espacios fundamentales para el
desarrollo de habilidades socioemocionales, la cons-
trucción de relaciones saludables y la prevención de
conductas de riesgo.

Cuando dichos entornos son seguros, inclusivos, pro-
tectores y libres de violencia, fortalecen los factores de
protección y reducen significativamente la probabili-
dad de que niñas, niños y adolescentes enfrenten pro-
blemas graves de salud mental.

Por el contrario, la exposición continua a la violencia
familiar, el acoso escolar, la violencia digital, la dis-
criminación, el aislamiento social, el abuso sexual, el
consumo de sustancias, la falta de redes de apoyo y
otros factores adversos incrementa el riesgo de des-
arrollar trastornos emocionales, conductas autolesivas
e incluso ideación o conducta suicida.

La Organización Mundial de la Salud ha señalado que
el suicidio representa una de las principales causas de
muerte entre adolescentes a nivel mundial, mientras
que diversos estudios internacionales estiman que una
proporción significativa de los trastornos mentales co-
mienza antes de los catorce años de edad. Estas cifras
evidencian la necesidad de fortalecer las acciones pre-
ventivas desde las primeras etapas del desarrollo.

En México, la situación también resulta preocupante.
Durante los últimos años se ha observado un incre-
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mento en diversos indicadores relacionados con la sa-
lud mental de niñas, niños y adolescentes, acompaña-
do de importantes diferencias territoriales en el acceso
a servicios especializados de atención psicológica y
psiquiátrica. A ello se suman los efectos derivados de
la pandemia por Covid-19, el incremento del tiempo
de exposición a entornos digitales, las dinámicas de
violencia y las desigualdades sociales que afectan par-
ticularmente a la población infantil y adolescente.

Frente a este panorama, las políticas públicas no deben
limitarse a la atención de las consecuencias. Resulta
indispensable fortalecer un modelo preventivo que
permita identificar oportunamente los factores de ries-
go, promover la salud mental, desarrollar habilidades
socioemocionales y construir entornos seguros que fa-
vorezcan el desarrollo integral de niñas, niños y ado-
lescentes.

La protección de la salud mental constituye un com-
ponente inseparable del derecho a la protección de la
salud reconocido en el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Este dere-
cho comprende no sólo la atención de enfermedades o
trastornos mentales, sino también la obligación del Es-
tado de desarrollar acciones preventivas orientadas a
generar condiciones que favorezcan el bienestar emo-
cional, psicológico y social de las personas desde las
primeras etapas de la vida.

La Convención sobre los Derechos del Niño establece
que los Estados Parte deberán adoptar todas las medi-
das apropiadas para asegurar la supervivencia y el des-
arrollo integral de niñas, niños y adolescentes, garan-
tizando su acceso al más alto nivel posible de salud
física y mental, así como a servicios destinados al tra-
tamiento de las enfermedades y a la rehabilitación de
la salud. De igual manera, dispone que todas las insti-
tuciones públicas y privadas encargadas de la protec-
ción de la infancia deberán orientar su actuación con-
forme al principio del interés superior de la niñez.

El Comité de los Derechos del Niño ha señalado que
la salud mental constituye un elemento esencial para el
desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes y ha
recomendado a los Estados fortalecer las acciones de
prevención, promoción y atención temprana mediante
políticas públicas integrales que involucren a los sec-
tores de salud, educación, asistencia social y protec-
ción de derechos.

La Organización Mundial de la Salud ha advertido que
la mayoría de los trastornos mentales se manifiestan
antes de la edad adulta y que su atención oportuna re-
duce significativamente las consecuencias sociales,
educativas, familiares y económicas que pueden pre-
sentarse durante el resto de la vida. Asimismo, ha des-
tacado que la prevención del suicidio constituye una
prioridad de salud pública que requiere intervenciones
coordinadas entre diversos sectores gubernamentales y
sociales.

Las condiciones que favorecen una adecuada salud
mental trascienden la prestación de servicios médicos.
El bienestar emocional de niñas, niños y adolescentes
depende también de la existencia de entornos familia-
res, escolares, comunitarios y digitales seguros, pro-
tectores, accesibles e incluyentes, capaces de promo-
ver relaciones libres de violencia, fortalecer
habilidades socioemocionales, prevenir conductas de
riesgo y generar redes de apoyo que permitan enfren-
tar oportunamente situaciones de crisis.

La prevención del suicidio no debe entenderse única-
mente como una respuesta frente a una conducta espe-
cífica, sino como parte de una política pública integral
dirigida a fortalecer los factores protectores presentes
en todos los espacios donde niñas, niños y adolescen-
tes desarrollan su vida cotidiana.

Desde esta perspectiva, la presente iniciativa propone
fortalecer el contenido de diversos artículos de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes para consolidar un modelo preventivo basado
en la construcción de entornos seguros y en la promo-
ción permanente de la salud mental.

En primer término, se propone reconocer expresamen-
te dentro del catálogo de derechos previsto en el artí-
culo 13 el derecho de niñas, niños y adolescentes a la
protección de su salud física y mental, al bienestar
emocional, a la prevención del suicidio y al desarrollo
en entornos seguros, protectores e incluyentes. Si bien
estos derechos encuentran sustento en diversas dispo-
siciones constitucionales y legales, su incorporación
expresa fortalece la obligación de las autoridades de
diseñar políticas públicas específicas para garantizar
su ejercicio efectivo.

Asimismo, se plantea ampliar el contenido del artícu-
lo 46 para establecer que el derecho a una vida libre de
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violencia comprende también el acceso y permanencia
en entornos familiares, escolares, comunitarios y digi-
tales que favorezcan el desarrollo integral de niñas, ni-
ños y adolescentes. De esta manera, la protección deja
de centrarse exclusivamente en la reacción frente a he-
chos de violencia para incorporar una dimensión pre-
ventiva orientada a la generación de condiciones favo-
rables para su desarrollo.

La reforma del artículo 47 tiene por objeto fortalecer
las obligaciones de las autoridades mediante la incor-
poración de acciones permanentes relacionadas con la
prevención del acoso escolar, el ciberacoso y la vio-
lencia digital; la promoción de una cultura de paz; la
seguridad digital; la inclusión de niñas, niños y ado-
lescentes con discapacidad y neurodivergencias; la
promoción de la salud mental; la recuperación de es-
pacios públicos seguros y la participación efectiva de
niñas, niños y adolescentes en la construcción de polí-
ticas públicas que les afectan.

Estas medidas responden a un enfoque de protección
integral que reconoce la interacción existente entre los
distintos factores que inciden en el bienestar emocio-
nal de niñas, niños y adolescentes y buscan fortalecer
las capacidades institucionales para prevenir situacio-
nes de riesgo antes de que produzcan consecuencias
irreversibles.

Con el propósito de fortalecer la coordinación institu-
cional, la presente iniciativa propone incorporar el ar-
tículo 47 Bis, mediante el cual se establece la Estrate-
gia Nacional de Entornos Seguros para Niñas, Niños y
Adolescentes como un instrumento permanente de co-
ordinación entre la Federación, las entidades federati-
vas, los municipios y las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México.

La creación de esta estrategia responde a la necesidad
de articular los esfuerzos institucionales que actual-
mente se desarrollan de manera dispersa entre los dis-
tintos órdenes de gobierno. La complejidad de los fac-
tores que inciden en la salud mental y el bienestar
emocional de niñas, niños y adolescentes exige una
respuesta integral que involucre a las autoridades res-
ponsables de la protección de sus derechos, los siste-
mas educativos, las instituciones de salud, las familias,
las organizaciones de la sociedad civil y el sector pri-
vado.

La estrategia nacional permitirá establecer líneas de ac-
ción coordinadas para prevenir la violencia familiar, esco-
lar, comunitaria y digital; fortalecer la cultura de paz; pro-
mover la seguridad digital; garantizar la inclusión de
niñas, niños y adolescentes con discapacidad y neurodi-
vergencias; recuperar espacios públicos seguros; impulsar
la participación efectiva de niñas, niños y adolescentes; y
consolidar programas permanentes para la promoción de
la salud mental y la prevención del suicidio.

La coordinación interinstitucional constituye uno de
los elementos indispensables para garantizar el princi-
pio de protección integral previsto por la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. La
fragmentación institucional reduce la eficacia de las
políticas públicas y dificulta la atención oportuna de
situaciones de riesgo que afectan directamente el des-
arrollo de niñas, niños y adolescentes.

Asimismo, se propone fortalecer el contenido del artí-
culo 50 para establecer expresamente la obligación de
las autoridades de los tres órdenes de gobierno de des-
arrollar programas permanentes de promoción de la
salud mental, prevención del suicidio, detección tem-
prana de factores de riesgo psicosocial, atención inte-
gral de conductas de autolesión y fortalecimiento de
factores protectores.

Esta reforma parte del reconocimiento de que la salud
mental constituye un componente esencial del derecho
a la salud y del desarrollo integral de niñas, niños y
adolescentes. En consecuencia, las acciones del Esta-
do no deben limitarse a la atención clínica de los tras-
tornos mentales, sino comprender también medidas
permanentes de prevención, promoción, detección
temprana, atención especializada y rehabilitación, con
enfoque de derechos humanos, interés superior de la
niñez, inclusión y no discriminación.

Resulta indispensable fortalecer la capacitación per-
manente del personal de salud, educación, asistencia
social y demás instituciones que intervienen en la
atención de niñas, niños y adolescentes, a fin de que
cuenten con herramientas suficientes para identificar
oportunamente factores de riesgo, brindar una aten-
ción especializada y canalizar adecuadamente los ca-
sos que requieran intervención profesional.

La presente iniciativa también reconoce la importancia
de incorporar un enfoque comunitario dentro de las
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políticas públicas dirigidas a la niñez y la adolescen-
cia. La construcción de entornos seguros no depende
exclusivamente de las instituciones públicas, sino tam-
bién de la participación corresponsable de las familias,
las comunidades, los centros educativos, las organiza-
ciones de la sociedad civil y el sector privado.

Fortalecer los factores protectores durante la infancia
y la adolescencia representa una de las inversiones so-
ciales más importantes que puede realizar el Estado.
La evidencia internacional demuestra que las interven-
ciones preventivas generan beneficios sostenidos para
la salud, la educación, la seguridad pública, la produc-
tividad y la cohesión social, además de reducir signifi-
cativamente los costos derivados de la atención de
problemáticas que pudieron prevenirse mediante ac-
ciones oportunas.

Las reformas propuestas no implican la creación de
nuevos derechos ni de estructuras administrativas adi-
cionales.

Su finalidad consiste en fortalecer el marco jurídico
vigente mediante la incorporación de obligaciones es-
pecíficas que permitan orientar de manera más eficaz
las políticas públicas destinadas a garantizar el bienes-
tar integral de niñas, niños y adolescentes.

La iniciativa armoniza la legislación nacional con los
estándares internacionales en materia de derechos de
la niñez, salud mental, prevención de la violencia y
protección integral, consolidando un modelo preventi-
vo que privilegia el interés superior de la niñez, la de-
tección temprana de riesgos, la coordinación institu-
cional y la construcción de entornos seguros como
condiciones indispensables para el desarrollo pleno de
niñas, niños y adolescentes.

La protección de la infancia y la adolescencia exige
actuar antes de que el daño ocurra. Cada acción pre-
ventiva implementada oportunamente representa una
oportunidad para preservar vidas, fortalecer el bienes-
tar emocional, reducir factores de riesgo y garantizar
que niñas, niños y adolescentes puedan desarrollarse
en ambientes seguros, libres de violencia y con acceso
efectivo a todos los derechos que la Constitución y los
tratados internacionales les reconocen.

Por las consideraciones expuestas se somete a la con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con

proyecto de

Decreto por el que se reforman la fracción XXI del
artículo 13, el segundo párrafo del artículo 46 y el
artículo 50; y se adicionan las fracciones IX a XV al
artículo 47, así como el artículo 47 Bis, de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, en materia de entornos seguros, salud men-
tal y prevención del suicidio

Único. Se reforman la fracción XXI del artículo 13,
el segundo párrafo del artículo 46 y el artículo 50; y se
adicionan las fracciones IX a XV al artículo 47, así
como el artículo 47 Bis, de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar
como sigue:

Artículo 13. …

I. a XX. …

XXI. Derecho a la protección de la salud física y
mental, al bienestar emocional y a desarrollarse en
entornos seguros, protectores, accesibles e inclu-
yentes que favorezcan su desarrollo integral y la
prevención de factores de riesgo que afecten su vi-
da, salud o integridad.

Artículo 46. …

Este derecho comprende el acceso, permanencia y des-
arrollo en entornos familiares, escolares, comunitarios
y digitales seguros, protectores, accesibles, incluyen-
tes y libres de cualquier forma de violencia, discrimi-
nación, explotación, abuso o riesgo que pueda afectar
su desarrollo integral, así como la promoción de la sa-
lud mental, el bienestar emocional y la prevención de
conductas de riesgo mediante acciones de promoción,
detección temprana, atención integral y fortalecimien-
to de factores protectores.

Artículo 47. …

I. a VIII. …

IX. Diseñar e implementar acciones permanentes
para prevenir el acoso escolar, el ciberacoso, la vio-
lencia digital y cualquier otra forma de violencia
ejercida contra niñas, niños y adolescentes;
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X. Promover estrategias de cultura de paz, resolu-
ción pacífica de conflictos, diálogo, convivencia
respetuosa y participación efectiva de niñas, niños y
adolescentes;

XI. Impulsar acciones para fortalecer la seguridad
digital, la alfabetización digital, la protección de da-
tos personales y el uso responsable de las tecnolo-
gías de la información y la comunicación;

XII. Implementar políticas públicas orientadas a
fortalecer la inclusión plena de niñas, niños y ado-
lescentes con discapacidad, neurodivergencias y de-
más condiciones que puedan generar discrimina-
ción o exclusión;

XIII. Diseñar, implementar y fortalecer programas
permanentes para la promoción de la salud mental,
la prevención del suicidio, la detección temprana de
factores de riesgo psicosocial, la atención de con-
ductas de autolesión y el acceso oportuno a servi-
cios especializados de atención psicológica y psi-
quiátrica;

XIV. Promover la recuperación, conservación y
aprovechamiento de espacios públicos seguros, ac-
cesibles e incluyentes destinados al juego, deporte,
cultura, recreación y convivencia familiar y comu-
nitaria;

XV. Establecer mecanismos permanentes de con-
sulta y participación de niñas, niños y adolescentes
en el diseño, implementación, seguimiento y eva-
luación de las políticas públicas relacionadas con
sus derechos.

Artículo 47 Bis.

La Federación, las entidades federativas, los munici-
pios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México promoverán, en el ámbito de sus respectivas
competencias y mediante los mecanismos de coordi-
nación previstos en esta ley, la Estrategia Nacional de
Entornos Seguros para Niñas, Niños y Adolescentes,
orientada a fortalecer la prevención de la violencia, la
promoción de la salud mental, el bienestar emocional
y el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.

La estrategia nacional contemplará, al menos, accio-
nes orientadas a

I. Prevenir la violencia familiar, escolar, comunita-
ria y digital;

II. Promover la cultura de paz y la resolución pací-
fica de conflictos;

III. Fortalecer la seguridad digital, la alfabetización
mediática y la protección frente a riesgos tecnológi-
cos;

IV. Favorecer la inclusión y accesibilidad de niñas,
niños y adolescentes con discapacidad y otras con-
diciones de vulnerabilidad;

V. Recuperar y fortalecer espacios públicos seguros
para el desarrollo integral de niñas, niños y adoles-
centes;

VI. Promover la participación efectiva de niñas, ni-
ños y adolescentes en las políticas públicas que les
afecten;

VII. Impulsar acciones para la promoción de la sa-
lud mental, el bienestar emocional, la prevención
del suicidio, la detección temprana de factores de
riesgo y el fortalecimiento de factores protectores; y

VIII. Fortalecer la coordinación entre las autorida-
des competentes, las instituciones educativas, las
familias, las organizaciones de la sociedad civil y
los sectores público y privado.

Artículo 50.

I. a XVIII. …

…

Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en
el ámbito de sus respectivas competencias, desarro-
llarán programas permanentes para la promoción de
la salud mental, la prevención del suicidio, la de-
tección temprana de factores de riesgo psicosocial,
la atención integral de conductas de autolesión y el
fortalecimiento de factores protectores, garantizan-
do el acceso oportuno de niñas, niños y adolescen-
tes a servicios de atención psicológica y psiquiátri-
ca con enfoque preventivo, de derechos humanos,
interés superior de la niñez, inclusión y no discri-
minación.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La federación, las entidades federativas, los
municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias y conforme a la disponibilidad presupuesta-
ria aprobada para el ejercicio fiscal correspondiente,
realizarán las acciones necesarias para la implantación
progresiva de las disposiciones previstas en el presen-
te decreto.

Tercero. Las autoridades competentes fortalecerán los
mecanismos de coordinación institucional para la im-
plantación de programas de promoción de la salud
mental, prevención del suicidio y construcción de en-
tornos seguros para niñas, niños y adolescentes, con-
forme a las atribuciones previstas en la legislación
aplicable.

Notas

1 Comité de los Derechos del Niño (2021). Observación general
número 25 (2021), relativa a los derechos de los niños en relación
con el entorno digital (CRC/C/GC/25). Organización de las Na-
ciones Unidas.

2 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (2017). Estado
mundial de la infancia 2017: Niños en un mundo digital. UNICEF.

3 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura (2022). Recomendación sobre la ética de la inteli-
gencia artificial. UNESCO.

Sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión de los
Estados Unidos Mexicanos, a 29 de julio de 2026.

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina Campuzano González
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
con opinión de la Comisión de Salud.  Julio 29 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 29 DE LA LEY FEDERAL DE
RESPONSABILIDAD AMBIENTAL, RECIBIDA DE LA DIPUTA-
DA CINDY WINKLER TRUJILLO, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Cindy Winkler Trujillo, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se refor-
ma el artículo 29 de la Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La prescripción ambiental es una idea legal que define
el período en el cual las autoridades están facultadas
para aplicar regulaciones para mitigar violaciones am-
bientales y/o para ordenar que se reparen los daños
sostenidos a lo largo del tiempo.

Su función es garantizar la certeza jurídica para los
ciudadanos y evitar que la acción estatal, se aplique de
manera interminable, prolongándola, pero cuando se
trata del medio ambiente de nuestro planeta y la tierra,
genera mucha discusión, ya que muchos daños a los
ecosistemas ocurren años después.

La protección ambiental en México se basa en el artí-
culo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, que garantiza que toda persona
tiene derecho a un medio ambiente sano propicio para
su desarrollo y bienestar. De manera similar, el artícu-
lo 25, establece la responsabilidad del Estado de ga-
rantizar el desarrollo nacional sostenible. Estos princi-
pios exigen que la legislación ambiental permita que la
regulación ambiental para proteger los recursos natu-
rales se anteponga a los intereses privados. La legisla-
ción ambiental mexicana de este tipo no considera un
régimen prescrito, dependiendo del caso, los plazos
pueden establecerse en las Leyes Generales del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, y de
Responsabilidad Ambiental, estatutos administrativos,
civiles o penales.
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En el ámbito administrativo, puede imponer sanciones
de acuerdo con la ley por transgresiones ambientales;
en el nivel de responsabilidad ambiental, busca la re-
paración del daño ecológico. Otra preocupación clave
es que, como suele ser el caso, los impactos son conti-
nuos, acumulativos o emergen en una fecha posterior.
La contaminación de acuíferos, la erosión del suelo, la
pérdida de biodiversidad o el impacto sobre especies
protegidas pueden observarse mucho después del acto
que los causó. En tales casos, cuando esta prescripción
se aplica estrictamente, también impide que los indivi-
duos responsables reparen cualquier daño, perjudican-
do el interés público y privando a las generaciones fu-
turas en muchas esferas de sus vidas del derecho a un
medio ambiente sano. Por lo tanto, la doctrina y dife-
rentes estándares judiciales dictan que, cuando el daño
ambiental es permanente o su consecuencia persisten-
te, la prescripción no debe contarse desde el período
de imposición del acto de contaminación, sino desde
después de que los efectos hayan cesado o puedan ser
plenamente identificados.

Este criterio refuerza los principios fundamentales de
prevención, precaución, responsabilidad y reparación
integral sobre los cuales se construye el derecho am-
biental contemporáneo. Y la responsabilidad ambien-
tal tiene características especiales que la distinguen de
otras ramas del derecho.

No sólo está diseñada para imponer multas o castigos,
sino para restaurar los ecosistemas que han sido afec-
tados. Esto se debe a que muchos especialistas argu-
mentan que, en la práctica, se debe proporcionar un
tratamiento más integral para abordar el daño hecho al
medio ambiente sobre la base de la prescripción, con
el interés colectivo teniendo prioridad sobre la seguri-
dad jurídica del infractor: “La reparación del daño am-
biental debe abordarse de manera amplia a merced de
las personas del criminal”.

En un contexto legal, ciertos juristas han sugerido alar-
gar los períodos de prescripción o incluso declarar al-
gunas acciones como imprescriptibles para daños gra-
ves e irreversibles o acciones que impactan en los
bienes ambientales de alto valor ecológico. Este pa-
trón está respaldado además por el sistema legal glo-
bal y el principio pro persona, que exige que, las nor-
mas se interpreten de manera que refleje mejor la
protección más amplia de los derechos humanos, in-
cluida la protección de un medio ambiente sano. En úl-

tima instancia, la prescripción ambiental en México
presenta un problema complejo de equilibrar dos prin-
cipios básicos: la certeza jurídica y la sólida protec-
ción ambiental.

Si bien la prescripción es un medio de protección para
los gobernados, la realización no debe obstaculizar la
recuperación de los recursos naturales o la salvaguar-
da de los derechos ambientales de la sociedad. En con-
secuencia, es necesario reforzar el sistema de leyes
mexicano para que sea abierto y permita el castigo o la
reparación oportuna de los daños ambientales, daños
que, se acumulan más recientemente o que salen a la
luz años después de que se realizan.

Argumentos que sustentan la iniciativa

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos define la protección del medio
ambiente como un interés público y un derecho huma-
no, y proteger el medio ambiente que es de interés pú-
blico. En este sentido, la responsabilidad ambiental
debe involucrar mecanismos legales adecuados para la
rehabilitación total del daño al ecosistema, incluso
cuando los resultados de estos a menudo se producen
muchos años después de su inicio.

El plazo de prescripción de 12 años sobre la base del
artículo 29 de la Ley Federal de Responsabilidad Am-
biental, no garantiza medidas efectivas para prevenir
la inevitable destrucción ambiental que es parte intrín-
seca de la actividad humana. Los daños ambientales
son generalmente acumulativos, progresivos y a veces
solo aparecen tarde, a diferencia de otros daños a la
propiedad o civiles.

Ampliar su plazo de prescripción a veinticinco años
para fortalecer el principio de reparación integral del
daño ambiental y evitar que las personas que causan
dicho daño se beneficien del paso del tiempo. El pro-
pósito de la ley no debe ser solo reprender a una per-
sona en acción, sino también lograr una restauración
ecológica efectiva y que aquellos detrás del daño asu-
man las consecuencias de sus actos. Además, la exten-
sión del período se alinea con la prevención, la pre-
caución, el desarrollo sostenible, pero también con los
principios de “quien contamina paga” y responsabili-
dad ambiental, ampliamente reconocidos en el dere-
cho ambiental tanto a nivel nacional como internacio-
nal.
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Tales principios obligan al Estado a desarrollar instru-
mentos legales para exigir la reparación del daño en un
tiempo especificado y deben tener en cuenta las carac-
terísticas especiales de los impactos ambientales. Des-
de un punto de vista científico, muchos contaminantes
pueden permanecer allí durante décadas o incluso
años, como lo son los materiales tóxicos, desechos pe-
ligrosos, hidrocarburos, metales pesados y otros pro-
ductos químicos pueden estar en el medio ambiente
durante muchas décadas antes de que sus efectos sean
completamente descubiertos mediante soluciones es-
pecialmente diseñadas.

Limitar la acción a doce años puede crear impunidad
legal para daños cuya magnitud y duración sólo pue-
den conocerse con el tiempo. Numerosos instrumentos
internacionales defendidos por la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos y el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente
recomiendan endurecer los mecanismos de responsa-
bilidad ambiental y adoptar medidas efectivas para
restaurar los recursos naturales afectados.

Aunque los plazos difieren de un país a otro, el con-
senso internacional general es que el daño ambiental
tiene especificidades que merecen tratamientos legales
separados.

También se consideró que un plazo de prescripción más
largo habría fortalecido los incentivos para que las em-
presas y las personas adoptaran mejores medidas am-
bientales y aumentaran los programas de cumplimiento,
y así, habría generado medidas duraderas de prevención
y control de riesgos. Esta reforma ayudaría a fomentar
una cultura de sostenibilidad y desarrollo responsable, y
a nivel social, ampliar este período de tiempo asegura
que las personas en las comunidades que llegan a cono-
cer la contaminación que están sufriendo años después
de que las actividades industriales comiencen en su te-
rritorio, no sean violadas. De esta manera refuerza el
acceso a una verdadera justicia ambiental, permitiendo
a las autoridades tener espacio para investigar, funda-
mentar técnicamente el daño en cuestión y llevar a cabo
las acciones que deben tomarse.

La reforma es consistente con el principio constitucio-
nal de la progresividad de los derechos humanos, y no
debilita el concepto de protección ambiental, que no es
factible, a la luz de la limitación temporal que fomen-
ta la libertad de movimiento y la impunidad, excepto a

través del mecanismo legal que es esencial para res-
taurar los ecosistemas y proteger a las generaciones
actuales y futuras.

Por lo tanto, extender el límite del plazo de prescrip-
ción entre doce y veinticinco años es una forma legal,
técnica y socialmente factible de promover el régimen
de responsabilidad ambiental mexicano.

Esta alteración permitiría una reacción más integral a
la complejidad de los daños ambientales, asegurar una
reparación adecuada del daño para todo México y for-
talecer el compromiso del estado mexicano con la pro-
tección efectiva del derecho humano común a un me-
dio ambiente saludable.

En este sentido, se propone modificar el artículo 29 de
la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental como se
muestra en el cuadro comparativo entre el texto vigen-
te de la ley y la propuesta de modificación:

Ley Federal de Responsabilidad Ambiental

Por lo aquí expuesto someto a consideración de esta
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 29 de la
Ley Federal de Responsabilidad Ambiental

Único. Se reforma el artículo 29 de la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental, para quedar como sigue:

Artículo 29. La acción a la que hace referencia el pre-
sente Título prescribe en veinticinco años, contados a
partir del día en que se produzca el daño al ambiente y
sus efectos.

Salvo en los casos previstos en los artículos 23 y 28 de
la presente ley, ninguna de las partes será condenada al
pago de gastos y costas judiciales.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Fuentes consultadas

1 https://cambiodemichoacan.com.mx/2023/03/13/prescripcion-
ambiental-trampa-pro-ecocidio/

2 https://observatoriop10.cepal.org/es/instrumento/ley-federal-res-
ponsabilidad-ambiental

3 https://news.un.org/es/story/2020/09/1481582

4 https://www.corteidh.or.cr/tablas/r31079.pdf

5 https://openknowledge.fao.org/handle/20.500.14283/ca8753es

Salón de sesiones de la Comisión Permanente 
del Congreso de la Unión, a 29 de julio de 2026.

Diputada Cindy Winkler Trujillo (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales.
Julio 29 de 2026.)

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN XVIII AL ARTÍCULO 6;
UNA FRACCIÓN XXI AL ARTÍCULO 13; Y REFORMA EL PRI-
MER PÁRRAFO Y ADICIONA LAS FRACCIONES I, II, III, IV,
V, VI Y VII AL ARTÍCULO 101 BIS 3 DE LA LEY GENERAL
DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES,
RECIBIDA DE LA DIPUTADA ELIZABETH MARTÍNEZ ÁLVA-
REZ Y LA SENADORA GINA GERARDINA CAMPUZANO
GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN
LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 29 DE JULIO DE 2026 

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y senadora Gina Gerardina Campuzano González,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXVI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en
los artículos 55, fracción II, 56, 94 y 179 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someten a conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona una fracción
XVIII al artículo 6; se adiciona una fracción XXI al ar-
tículo 13; y se reforma el primer párrafo y se adicio-
nan las fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII al artículo
101 Bis 3 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, en materia de protección de los
derechos de niñas, niños y adolescentes frente al uso
de la inteligencia artificial y las tecnologías emergen-
tes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos 

La protección integral de los derechos de niñas, niños
y adolescentes constituye una obligación constitucio-
nal y convencional del Estado mexicano. Toda actua-
ción pública dirigida a este sector de la población de-
be orientarse por el principio del interés superior de la
niñez, privilegiando aquellas medidas que favorezcan
su desarrollo físico, mental, emocional, social y comu-
nitario, así como el ejercicio pleno de sus derechos hu-
manos en condiciones de igualdad, seguridad y digni-
dad. 

La transformación digital que experimenta el mundo
ha modificado de manera profunda la forma en que ni-
ñas, niños y adolescentes aprenden, se comunican, ac-
ceden a la información y participan en la vida social.
El desarrollo acelerado de la inteligencia artificial y de
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otras tecnologías emergentes representa una oportuni-
dad sin precedentes para fortalecer los procesos edu-
cativos, ampliar el acceso al conocimiento, favorecer
la inclusión de personas con discapacidad y generar
herramientas innovadoras para el desarrollo integral
de la infancia y la adolescencia. Sin embargo, estos
avances también plantean nuevos riesgos que exigen
una respuesta oportuna por parte del Estado. 

La inteligencia artificial ha dejado de ser una tecnolo-
gía de uso exclusivo para sectores especializados y
forma parte de actividades cotidianas mediante asis-
tentes virtuales, plataformas educativas, motores de
búsqueda, redes sociales, videojuegos, sistemas de re-
comendación, aplicaciones móviles y herramientas ca-
paces de generar textos, imágenes, audios y videos con
un alto grado de realismo. Como consecuencia, niñas,
niños y adolescentes interactúan diariamente con sis-
temas automatizados que influyen en la manera en que
reciben información, toman decisiones, construyen re-
laciones sociales y ejercen diversos derechos. 

Este nuevo entorno tecnológico ha generado beneficios
importantes para el acceso a la educación, la inclusión
y la innovación; sin embargo, también ha incrementa-
do los riesgos asociados con la utilización indebida de
datos personales, la elaboración de perfiles automatiza-
dos, la difusión de contenidos manipulados mediante
inteligencia artificial, la suplantación de identidad, la
violencia digital, la explotación de información perso-
nal y otras prácticas que pueden afectar el desarrollo
integral de niñas, niños y adolescentes. 

A diferencia de generaciones anteriores, la infancia y
la adolescencia actuales se desarrollan en un entorno
híbrido donde los espacios físicos y digitales forman
parte de una misma realidad cotidiana. En consecuen-
cia, la protección de sus derechos ya no puede limitar-
se únicamente a los ámbitos tradicionales, sino que de-
be extenderse también a los ecosistemas digitales y a
las tecnologías emergentes que influyen de manera di-
recta en su vida diaria. 

La protección integral de niñas, niños y adolescentes
frente a la inteligencia artificial no debe entenderse co-
mo un obstáculo para la innovación tecnológica. Por el
contrario, el objetivo consiste en promover un des-
arrollo tecnológico responsable que coloque a la per-
sona en el centro de toda decisión automatizada, privi-
legiando el respeto a la dignidad humana, el interés

superior de la niñez, la igualdad sustantiva, la no dis-
criminación, la inclusión, la accesibilidad, la privaci-
dad y la protección de los datos personales. 

Diversos organismos internacionales han advertido
que la regulación de la inteligencia artificial debe in-
corporar un enfoque diferenciado cuando sus efectos
recaen sobre niñas, niños y adolescentes, debido a que
este sector de la población enfrenta mayores condicio-
nes de vulnerabilidad frente a decisiones automatiza-
das, sesgos algorítmicos, manipulación digital y utili-
zación indebida de información personal. 

La Convención sobre los Derechos del Niño reconoce
que toda niña, niño y adolescente tiene derecho al des-
arrollo integral, a la protección de su vida privada, al
acceso a información adecuada y a que todas las deci-
siones que les afecten atiendan primordialmente su in-
terés superior. Estos principios resultan plenamente
aplicables cuando las nuevas tecnologías inciden en el
ejercicio de sus derechos, por lo que corresponde al
Estado adoptar medidas legislativas que permitan ga-
rantizar que el desarrollo tecnológico sea compatible
con la protección integral de la infancia. 

En el ámbito nacional, la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos reconoce el principio del
interés superior de la niñez como eje rector de toda ac-
tuación estatal relacionada con niñas, niños y adoles-
centes. Asimismo, protege los derechos a la privaci-
dad, a la protección de datos personales, a la igualdad
y no discriminación, a la educación, al acceso a las tec-
nologías de la información y a la protección de los de-
rechos humanos, todos ellos estrechamente vinculados
con el uso de la inteligencia artificial y otras tecnolo-
gías emergentes. 

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes representa el principal instrumento jurí-
dico para garantizar la protección integral de este sec-
tor de la población. No obstante, fue diseñada en un
contexto tecnológico distinto al actual, cuando muchas
de las herramientas de inteligencia artificial generati-
va, los sistemas automatizados de decisión y las tec-
nologías capaces de producir contenidos sintéticos aún
no formaban parte de la vida cotidiana de millones de
personas. 

En consecuencia, resulta necesario actualizar el marco
jurídico para incorporar principios que orienten el des-
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arrollo y utilización de estas tecnologías cuando invo-
lucren derechos de niñas, niños y adolescentes, reco-
nocer expresamente su derecho a interactuar con siste-
mas tecnológicos seguros y respetuosos de sus
derechos, así como fortalecer las obligaciones del Es-
tado para prevenir riesgos, promover la alfabetización
digital y garantizar un entorno tecnológico compatible
con el interés superior de la niñez. 

La protección de niñas, niños y adolescentes en los en-
tornos digitales constituye una extensión natural del
principio de protección integral reconocido por la
Convención sobre los Derechos del Niño y por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. En la actualidad, el desarrollo tecnológico ha di-
fuminado las fronteras entre los espacios físicos y di-
gitales, de tal manera que muchas de las actividades
relacionadas con la educación, la comunicación, la re-
creación y la convivencia social se desarrollan me-
diante plataformas digitales impulsadas por sistemas
de inteligencia artificial. 

En este contexto, los riesgos asociados con estas tec-
nologías no se limitan exclusivamente a la privacidad
o la protección de datos personales. La utilización de
algoritmos capaces de influir en la toma de decisiones,
personalizar contenidos, generar recomendaciones au-
tomatizadas o producir imágenes, audios y videos sin-
téticos puede impactar directamente en el desarrollo
cognitivo, emocional y social de niñas, niños y ado-
lescentes cuando dichas herramientas carecen de sal-
vaguardas suficientes para proteger sus derechos. 

Diversos organismos internacionales han advertido
que los sistemas de inteligencia artificial pueden re-
producir sesgos discriminatorios, facilitar prácticas de
manipulación digital, amplificar la difusión de infor-
mación falsa y generar decisiones automatizadas que
afecten el acceso a servicios, oportunidades educativas
o mecanismos de participación sin que existan proce-
dimientos claros de supervisión humana o mecanis-
mos efectivos de rendición de cuentas. 

La Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) ha sosteni-
do que el desarrollo de la inteligencia artificial debe
orientarse por principios éticos que coloquen a las per-
sonas en el centro de toda innovación tecnológica. En-
tre dichos principios destacan el respeto a los derechos
humanos, la transparencia, la supervisión humana, la

protección de datos personales, la inclusión, la no dis-
criminación y la responsabilidad en el diseño y utili-
zación de sistemas automatizados. 

Por su parte, el Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia (UNICEF) ha señalado que las niñas, niños y
adolescentes requieren medidas reforzadas de protec-
ción frente al uso de tecnologías emergentes, debido a
que enfrentan mayores riesgos derivados de la explo-
tación de datos personales, la manipulación de conte-
nidos, la violencia digital, el contacto con personas
desconocidas, la exposición a información inadecuada
y otras prácticas que pueden comprometer su desarro-
llo integral. 

En México, el uso de herramientas basadas en inteli-
gencia artificial crece de manera acelerada en los ám-
bitos educativo, recreativo y social. Cada vez es más
frecuente que niñas, niños y adolescentes utilicen asis-
tentes virtuales para realizar tareas escolares, platafor-
mas de aprendizaje personalizadas, aplicaciones capa-
ces de generar textos e imágenes, sistemas
automatizados de búsqueda y diversas herramientas
digitales que interactúan permanentemente con infor-
mación personal y patrones de comportamiento. 

Esta realidad hace indispensable que el marco jurídico
evolucione al mismo ritmo que la innovación tecnoló-
gica. La ausencia de disposiciones específicas sobre
inteligencia artificial dentro de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes genera in-
certidumbre respecto de las obligaciones que deben
observar las autoridades para prevenir posibles afecta-
ciones a los derechos de la niñez en entornos digitales. 

La presente iniciativa parte de una premisa fundamen-
tal: la inteligencia artificial no constituye un riesgo
por sí misma; el riesgo surge cuando su desarrollo,
implementación o utilización carecen de principios
que garanticen el respeto a los derechos humanos. 

Por ello, la reforma propone incorporar expresamente
dentro de los principios rectores de la Ley que toda ac-
tuación relacionada con sistemas de inteligencia artifi-
cial que involucren a niñas, niños y adolescentes de-
berá regirse por el interés superior de la niñez, la
dignidad humana, la igualdad, la no discriminación, la
inclusión, la accesibilidad, la transparencia, la supervi-
sión humana, la privacidad, la protección de datos per-
sonales y el desarrollo integral. 
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Asimismo, se propone fortalecer el catálogo de dere-
chos previsto por la Ley para reconocer expresamente
que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que
toda interacción con sistemas de inteligencia artificial
y tecnologías emergentes se desarrolle bajo condicio-
nes que respeten plenamente sus derechos humanos,
evitando prácticas de manipulación algorítmica, utili-
zación indebida de datos personales, elaboración de
perfiles automatizados, contenidos sintéticos que vul-
neren su identidad o cualquier otra aplicación tecnoló-
gica que pueda afectar su dignidad o desarrollo inte-
gral. 

No se pretende regular el funcionamiento técnico de la
inteligencia artificial ni establecer obligaciones pro-
pias de otras materias como telecomunicaciones, co-
mercio electrónico o protección de datos personales.
El propósito de esta iniciativa consiste exclusivamen-
te en fortalecer el sistema de protección integral pre-
visto por la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, incorporando criterios específicos
que orienten la actuación de las autoridades cuando los
derechos de niñas, niños y adolescentes puedan verse
afectados por el uso de estas tecnologías. 

La presente iniciativa propone incorporar principios
específicos dentro del artículo 6 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes para es-
tablecer que toda actuación relacionada con el diseño,
desarrollo, implementación y utilización de sistemas
de inteligencia artificial que involucren a niñas, niños
y adolescentes deberá orientarse por el principio del
interés superior de la niñez y por los estándares nacio-
nales e internacionales de derechos humanos. Con ello
no se pretende regular el desarrollo tecnológico en sí
mismo, sino establecer un parámetro interpretativo pa-
ra todas las autoridades que, en el ejercicio de sus atri-
buciones, intervengan en decisiones relacionadas con
estas tecnologías y su impacto en la infancia y la ado-
lescencia. 

Asimismo, se propone fortalecer el catálogo de dere-
chos previsto en el artículo 13 de la Ley, reconociendo
expresamente que niñas, niños y adolescentes tienen
derecho a que toda interacción con sistemas de inteli-
gencia artificial y tecnologías emergentes se realice en
condiciones compatibles con su dignidad humana, pri-
vacidad, desarrollo integral, inclusión, accesibilidad y
pleno respeto de sus derechos humanos. De igual for-
ma, se reconoce su derecho a ser protegidos frente al

uso indebido de tecnologías capaces de generar deci-
siones automatizadas, manipulación algorítmica, utili-
zación ilícita de datos personales o biométricos, conte-
nidos sintéticos y cualquier otra aplicación tecnológica
que pueda vulnerar su identidad, honor, imagen, inti-
midad o desarrollo integral. 

No obstante, el reconocimiento de principios y dere-
chos resulta insuficiente si no se acompaña de obliga-
ciones concretas para las autoridades responsables de
garantizar su cumplimiento. Por ello, la iniciativa pro-
pone reformar el primer párrafo y adicionar diversas
fracciones al artículo 101 Bis 3, con el propósito de es-
tablecer las acciones que deberán promover las autori-
dades para garantizar un entorno digital seguro para
niñas, niños y adolescentes frente al uso de la inteli-
gencia artificial y otras tecnologías emergentes. 

La incorporación de este artículo permitirá fortalecer
las políticas públicas dirigidas a prevenir el ciberaco-
so, el grooming, la violencia digital y cualquier otra
conducta que ponga en riesgo la integridad física,
emocional o patrimonial de niñas, niños y adolescen-
tes mediante el uso de tecnologías digitales. Asimis-
mo, promoverá la creación de mecanismos accesibles
de denuncia y atención especializada, impulsará pro-
gramas permanentes de alfabetización digital y pensa-
miento crítico, fortalecerá la protección de datos per-
sonales y fomentará el desarrollo de sistemas de
inteligencia artificial diseñados bajo principios de éti-
ca, inclusión, accesibilidad, transparencia, supervisión
humana y respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La alfabetización digital constituye uno de los pilares
fundamentales de esta propuesta. En un entorno carac-
terizado por la generación automatizada de conteni-
dos, resulta indispensable que niñas, niños y adoles-
centes desarrollen habilidades para identificar
información falsa, comprender el funcionamiento ge-
neral de los algoritmos, reconocer riesgos asociados al
uso de plataformas digitales y ejercer de manera res-
ponsable sus derechos en el entorno tecnológico. La
educación digital no debe limitarse al aprendizaje de
herramientas tecnológicas, sino fomentar también el
pensamiento crítico, la ciudadanía digital y el uso éti-
co de las nuevas tecnologías. 

De igual manera, la iniciativa incorpora un enfoque de
inclusión que reconoce el enorme potencial de la inte-
ligencia artificial para mejorar la calidad de vida de ni-
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ñas, niños y adolescentes con discapacidad. El des-
arrollo responsable de tecnologías de asistencia, herra-
mientas de comunicación aumentativa, sistemas de ac-
cesibilidad y aplicaciones orientadas a eliminar
barreras constituye una oportunidad para fortalecer la
igualdad sustantiva y garantizar el ejercicio efectivo
de los derechos de este sector de la población, siempre
que dichas herramientas respeten plenamente la digni-
dad humana, la autonomía personal y la protección de
sus datos. 

La propuesta también reconoce que el uso de tecnolo-
gías emergentes exige fortalecer la corresponsabilidad
entre el Estado, las instituciones educativas, las fami-
lias, el sector privado y la sociedad en general. La pro-
tección de niñas, niños y adolescentes en los entornos
digitales no puede recaer exclusivamente en una auto-
ridad o en un solo orden de gobierno. Se requiere una
política pública integral basada en la prevención, la
educación, la coordinación institucional y la promo-
ción de una cultura digital responsable que coloque en
el centro la protección de los derechos humanos. 

Las reformas propuestas no crean restricciones al des-
arrollo científico ni limitan la innovación tecnológica.
Por el contrario, buscan generar condiciones para que el
avance de la inteligencia artificial se desarrolle dentro
de un marco de responsabilidad, transparencia y respe-
to a los derechos fundamentales de niñas, niños y ado-
lescentes. La innovación tecnológica y la protección de
los derechos humanos no son objetivos contrapuestos;
constituyen elementos complementarios de una socie-
dad democrática que aspira a construir un desarrollo
sostenible, inclusivo y centrado en la persona. 

La inteligencia artificial transformará profundamente
las próximas generaciones. Frente a ese escenario, el
Estado mexicano tiene la responsabilidad de anticipar-
se a los riesgos, fortalecer su marco jurídico y garanti-
zar que el desarrollo tecnológico contribuya al bienes-
tar de niñas, niños y adolescentes sin comprometer su
dignidad, privacidad, seguridad, igualdad y desarrollo
integral. Legislar hoy significa construir las bases pa-
ra que las tecnologías del futuro se desarrollen siempre
al servicio de las personas y nunca en detrimento de
sus derechos. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, se
somete a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona una fracción XVIII
al artículo 6; se adiciona una fracción XXI al artí-
culo 13; y se reforma el primer párrafo y se adicio-
nan las fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII al artí-
culo 101 Bis 3 de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes 

Único. Se adiciona una fracción XVIII al artículo
6; se adiciona una fracción XXI al artículo 13; y se
reforma el primer párrafo y se adicionan las frac-
ciones I, II, III, IV, V, VI y VII al artículo 101 Bis 3
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, para quedar como sigue: 

Artículo 6…. 

I. a XVII. … 

XVIII. La protección reforzada de los derechos
de niñas, niños y adolescentes frente al uso de
sistemas de inteligencia artificial y demás tecno-
logías emergentes, privilegiando en todo mo-
mento el interés superior de la niñez, la dignidad
humana, la igualdad sustantiva, la inclusión, la
accesibilidad, la privacidad, la protección de da-
tos personales y su desarrollo integral. 

Artículo 13… 

I. a XX. … 

XXI. Derecho a la protección de sus derechos
frente al uso de sistemas de inteligencia artificial
y demás tecnologías emergentes. 

Artículo 101 Bis 3. El Estado garantizará el acceso
y uso seguro de Internet promoviendo políticas de
prevención, protección, atención y sanción del cibera-
coso y de todas las formas de violencia que causen da-
ño a la intimidad, privacidad, seguridad o dignidad de
niñas, niños y adolescentes realizadas mediante el uso
de tecnologías de la información y la comunicación,
sin afectar los derechos previstos en esta ley; asimis-
mo, promoverá políticas públicas orientadas a: 

I. Promover políticas públicas orientadas a pre-
venir el ciberacoso, el grooming, la violencia di-
gital y cualquier otra conducta que vulnere los
derechos de niñas, niños y adolescentes median-
te el uso de tecnologías digitales. 
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II. Implementar mecanismos accesibles de orien-
tación, denuncia, atención y protección especiali-
zada cuando niñas, niños y adolescentes sean víc-
timas de conductas ilícitas o violaciones a sus
derechos en entornos digitales. 

III. Impulsar programas permanentes de alfabe-
tización digital, ciudadanía digital, pensamiento
crítico y uso responsable de las tecnologías diri-
gidos a niñas, niños, adolescentes, madres, pa-
dres, personas tutoras y personal docente. 

IV. Promover acciones para fortalecer la protec-
ción de los datos personales, la privacidad, la
identidad digital y la seguridad de niñas, niños y
adolescentes en el uso de sistemas de inteligencia
artificial y demás tecnologías emergentes. 

V. Fomentar el desarrollo, implementación y uti-
lización de sistemas de inteligencia artificial que
observen los principios previstos en esta Ley, fa-
vorezcan el interés superior de la niñez, la inclu-
sión, la accesibilidad, la igualdad sustantiva, la
no discriminación y el respeto irrestricto a los
derechos humanos de niñas, niños y adolescen-
tes. 

VI. Promover el desarrollo y utilización de he-
rramientas tecnológicas e inteligencia artificial
que contribuyan a la inclusión, accesibilidad, au-
tonomía y eliminación de barreras para niñas,
niños y adolescentes con discapacidad. 

VII. Impulsar acciones de coordinación entre
autoridades, instituciones educativas, familias,
sector privado, comunidad científica y organiza-
ciones de la sociedad civil para fomentar una
cultura de uso ético, responsable, seguro e inclu-
yente de la inteligencia artificial y las tecnologí-
as emergentes. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus respectivas atribuciones y conforme a la dispo-
nibilidad presupuestaria aprobada para el ejercicio fis-

cal correspondiente, realizarán las acciones necesarias
para el cumplimiento del presente decreto. 

Tercero. Las autoridades competentes promoverán, en
el ámbito de sus atribuciones, programas y acciones de
capacitación, alfabetización digital y difusión sobre el
uso seguro, responsable, ético e incluyente de la inte-
ligencia artificial y demás tecnologías emergentes, con
el objeto de fortalecer la protección integral de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes. 

Notas 

1 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. (2025). Guidan-
ce on AI and children 3.0: Updated guidance for governments and
businesses to create AI policies and systems that uphold children’s
rights. UNICEF Innocenti – Global Office of Research and Fore-
sight. https://www.unicef.org/innocenti/media/11991/file/UNI-
CEF-Innocenti-Guidance-on-AI-and-Children-3-2025.pdf

2 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura. (2022). Recomendación sobre la ética de la inte-
ligencia artificial. UNESCO.
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000381137_spa

3 Comité de los Derechos del Niño. (2021). Observación general
número 25 (2021), relativa a los derechos de los niños en relación
con el entorno digital (CRC/C/GC/25). Organización de las Na-
ciones Unidas. https://www.ohchr.org/es/documents/general-com-
ments-and-recommendations/general-comment-no-25-2021-chil-
drens-rights-relation 

Dado en la sede de la Comisión Permanente del hono-
rable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Me-
xicanos, a 29 de julio de 2026. 

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez, senadora Gina Gerardina
Campuzano González (rúbricas)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia.
Julio 29 de 2026.)
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QUE EXPIDE LA LEY FEDERAL DEL ACCESO INCLUYENTE
A LA VIVIENDA EN ARRENDAMIENTO, RECIBIDA DEL DI-
PUTADO FELIPE MIGUEL DELGADO CARRILLO, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA
COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE
2026 

El que suscribe, Felipe Miguel Delgado Carrillo, dipu-
tado federal, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide
la Ley Federal del Acceso Incluyente a la Vivienda en
Arrendamiento, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Siete de cada diez hogares mexicanos comparten hoy
su casa con un animal de compañía. Lo dice el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía: 69.8 por
ciento de los hogares, cerca de veinticinco millones de
familias, ochenta millones de animales bajo techo. No
es una moda ni un capricho de la época: es la forma
en que México vive. Y, sin embargo, a esa mayoría si-
lenciosa, y a las familias que crían niños, se les sigue
cerrando una puerta con la más breve de las senten-
cias: aquí no. 

Hay leyes que reparan un daño y hay leyes que corri-
gen una mirada. Esta corrige una mirada. No viene a
remendar un artículo: viene a reconocer, bajo un mis-
mo principio, a una familia que el derecho tuvo siem-
pre enfrente y nunca supo proteger entera (la que llega
a rentar con un niño de la mano y con el animal que es
parte de su vida). A esa familia no la protege del todo
ninguna de nuestras leyes. La vivienda se ocupa del in-
mueble; el arrendamiento, de las cosas; los derechos
del niño y del animal viven cada uno en su código, sin
encontrarse nunca en el umbral donde se deciden jun-
tos. Vengo a que se encuentren. 

Y quiero decirlo con la precisión de quien conoce el
terreno: este no es, en rigor, un tema de política de vi-
vienda. La política de vivienda gira en torno al ladrillo

(su construcción, su precio, su tenencia). Lo que aquí
importa no es el inmueble en sí, sino el contrato de
arrendamiento entre seres humanos, y la pregunta de a
quién se le permite habitar la vivienda. Donde el dere-
cho miró siempre la pared, yo propongo que mire a
quienes quieren vivir tras ella. 

Esta Ley se sostiene sobre tres principios rectores que
se articulan entre sí. Uno explica por qué la protección
se impone; otro, qué protege; el tercero, a quién. Fuer-
za, razón y sujeto. Los desarrollo en ese orden, porque
una ley que aspira a fundar algo se debe la honradez de
enseñar sus cimientos. 

Eje Primero 

Por qué se impone: el viejo poder del orden público 

La objeción llega antes que el aplauso: el arrenda-
miento es materia civil, la materia civil es de los esta-
dos, la Federación no puede. Y ahí muchos bajan los
brazos y dejan a la familia sin defensa, en nombre del
respeto a las competencias. Yo no bajo los brazos, por-
que esa renuncia esconde un error de raíz. 

El error confunde dos cosas que no son la misma: re-
formar los códigos civiles de los estados (que sería in-
vadir) y hacer prevalecer sobre ellos un principio su-
perior (que es solo recordarles, con autoridad
constitucional, el límite que siempre tuvieron). Lo pri-
mero mete la mano en casa ajena. Lo segundo no toca
la casa: enciende una regla que ya vivía dentro. 

Esa regla es el orden público, y es el corazón de esta
Ley. No como una fórmula decorativa, sino como lo
que verdaderamente es: un mecanismo de prevalencia,
el punto donde la jerarquía constitucional deja de
enunciarse y empieza a mandar. Es, con el nombre
exacto, un principio articulador: el lugar por donde un
mandato superior cruza la frontera de las competen-
cias y se impone sobre la voluntad de un contrato, sin
reformar un solo artículo de un solo código. Y no lo in-
venta esta Ley. El artículo 8o. del Código Civil Fede-
ral lo dice desde hace casi un siglo, y lo repiten, casi
con las mismas palabras, los treinta y dos códigos de
la República: los actos ejecutados contra las leyes de
orden público son nulos. El dique está construido en
cada estado. Lo único que ha faltado es que la Federa-
ción diga, en voz alta, qué bienes lo integran cuando lo
que está en juego es un techo. 
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Por eso esta Ley no reforma ningún código local: no le
hace falta. Declara el principio, y la mecánica civil de
cada estado hace el resto (la cláusula que excluye no
se anula por orden de nadie de fuera; se tiene por no
puesta, porque choca con un orden público que ese
mismo estado siempre respetó). El federalismo no se
lastima: se pone a trabajar de nuestro lado. Cruzamos
la frontera por la única puerta que estuvo siempre
abierta. 

Eje Segundo 

Qué protege: dos intereses que se suman sin confun-
dirse 

Sobre ese principio articulador se sostienen dos prin-
cipios sustantivos, y ninguno le debe nada al otro, por-
que cada uno tiene su propia raíz en la Constitución. 

El primero es el interés superior de la niñez, que el ar-
tículo 4o. consagra y que ordena anteponer el bien del
niño a cualquier otro. Negar una vivienda porque en la
familia hay un niño no es ejercer una libertad de mer-
cado: es sacrificar el interés que la Constitución man-
dó poner por delante. El niño no es un renglón que el
arrendador resta de sus cuentas; es una persona, y su
interés, apenas entra en la balanza, la inclina. Una na-
ción que decidió cuidar a los suyos desde la infancia
no puede tolerar que se les cierre una puerta por el so-
lo delito de existir. 

El segundo es la sintiencia del animal de compañía, y
aquí conviene detenerse, porque no es tecnicismo sino
un peldaño en la marcha larga de la conciencia. El 2 de
diciembre de 2024 la Constitución prohibió el maltra-
to animal, impuso al Estado el deber de protegerlos y
facultó al Congreso para legislar. Con ese acto, el ani-
mal de compañía dejó de ser una cosa. Vale medir el
trayecto: durante siglos el hombre se creyó la medida
de todo lo viviente y trató al resto como instrumento;
luego reconoció la dignidad igual de todos los hom-
bres, más tarde la de las mujeres, después la de la ni-
ñez. El reconocimiento del animal que siente es el si-
guiente paso de esa misma marcha, y no lo digo yo
primero: lo intuyó el derecho comparado mucho antes,
cuando empezó a llamar a los animales, ya no bienes,
sino seres sensibles. Un ser que la Constitución prote-
ge no puede ser, a la vez, el pretexto para dejar a una
familia en la calle. 

De la unión de ambos nace el principio que da nombre
a este segundo eje rector: el interés superior del animal
sintiente, que concurre con el de la niñez sin fundirse
con él. Y salgo al paso, desde ahora, de la objeción que
ya oigo venir: que esto iguala al perro con el hijo. No
lo iguala, y lo digo sin rodeos. No son intereses que
compitan en la misma balanza, porque no pesan sobre
sujetos equiparables: la niña y el niño son personas, ti-
tulares de derechos humanos, y su primacía es intoca-
ble; el animal es un ser sintiente de otro orden, prote-
gido por su capacidad de sufrir, no por parecerse a
nosotros. 

A la regla que los concilia sin nivelarlos la llamo ar-
monización sin equiparación, y es el fiel de toda la ba-
lanza. Hacia afuera, contra la cláusula que excluye, los
dos se suman: ambos son razones para incluir. Hacia
adentro, se ordenan: el niño conserva siempre la pri-
macía; el animal se protege en su propio rango, sin su-
bir al del niño. La suma da fuerza; la jerarquía da ver-
dad. Sumar sin ordenar sería demagogia; ordenar sin
sumar, cobardía. Esta Ley hace las dos cosas a la vez,
y por eso se sostiene de pie. 

Eje Tercero 

A quién protege: la familia que por fin se nombra
completa 

Falta el sujeto, y aquí está lo que ninguna legislación
del mundo ha reunido entero. El derecho comparado
más adelantado aprendió, a golpes de injusticia, que
hay rasgos de la persona que no pueden servir para de-
jarla sin casa. Diversas naciones elevaron el hecho de
tener hijos a categoría protegida: rechazar por eso de-
jó de ser preferencia y pasó a ser discriminación. No
hace tanto, aquí mismo, un letrero decía «no se acep-
tan niños» con la misma naturalidad con que hoy se
escribe «no se aceptan mascotas». La historia ya juzgó
el primer letrero. Al segundo le llegó su hora. Recojo
entonces la figura del estatus familiar y la traigo con
dos diferencias que la vuelven nuestra, no prestada. 

La primera es de fuerza. Donde aquel modelo se limi-
ta a prohibir la discriminación, el mío hace prevalecer
el orden público: no solo prohíbe excluir, priva de to-
do efecto a la cláusula que lo intente. La segunda dife-
rencia es más honda, y es a quién metemos dentro de
la familia. 
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Porque en casi todo el mundo, aun donde se procla-
ma la sintiencia, el animal a la hora de rentar sigue
contando como propiedad: entra al hogar protegido
solo si le sirve a un humano, como animal de asis-
tencia, jamás por lo que él mismo es. Lo reconozco
al revés, y en ese giro está lo nuevo: el animal de
compañía integra el núcleo familiar por su condición
de ser sintiente, no por su utilidad. Deja de ser pro-
piedad sin amparo para ganar un nuevo rango dentro
del estatus familiar. Así, la familia que llega con su
niño y con su animal no trae un conflicto de intere-
ses: trae una sola dignidad, con dos titulares de dis-
tinto rango y un mismo derecho a no ser partida en
dos en el umbral de una casa. Es la familia comple-
ta como unidad indivisible, reconocida por fin en el
único lugar donde hasta hoy se le negaba: su propia
puerta. 

Eje Cuarto 

Lo que ya nadie podrá hacer 

Digo ahora, sin ambages, qué es lo que estos princi-
pios vuelven imposibles. Prevalecen no por ser federa-
les, sino por ser constitucionales. Y contra la Constitu-
ción no hay ley que valga, ni local ni federal. 

De ahí, dos consecuencias tajantes. Ningún código ci-
vil de los estados puede omitir estos principios, porque
no los creó ni puede derogarlos: solo reconocerlos, que
para eso emanan de una jerarquía superior a la suya. Y
ningún pacto entre particulares puede desconocerlos
(ni el del inquilino con el arrendador, ni el de la per-
sona con la inmobiliaria), porque la autonomía de la
voluntad termina exactamente dónde empieza el orden
público. Un contrato puede pactar casi todo; lo que la
Nación declaró indisponible, no. 

Falta blindar la rendija por donde se cuelan los astutos,
porque estas leyes no mueren de mala doctrina: mue-
ren de mala aplicación. Por eso declaro este derecho
irrenunciable. La irrenunciabilidad del orden público
significa que no valdrá la renuncia que se haga firmar
al inquilino, ni el formulario que la inmobiliaria dis-
frace de consentimiento, ni la letra chica que pida por
adelantado lo que la ley puso fuera de su alcance. El
orden público no se renuncia; por eso protege. Lo que
la Nación sacó del comercio de las voluntades, ningu-
na firma lo devuelve. 

Eje Quinto 

Incluir sin despojar, y cumplir sin ahogar a quien la
aplica 

Que no se me malinterprete: incluir no es despojar. Es-
ta Ley no le quita al dueño lo que es suyo. Puede fijar
reglas razonables de uso, conservación, seguridad, hi-
giene y convivencia; puede exigir la reparación de los
daños que se causen. Lo único que pierde es la facul-
tad de excluir a una familia por la sola presencia de un
niño o un animal. Ni prohibición total ni carga nueva:
un límite fino, trazado justo donde empieza la digni-
dad del otro. 

Y es una Ley que no exige un aparato nuevo para vi-
vir, porque no funda su nobleza en el gasto. No crea
institutos, ni fondos, ni plazas, ni una burocracia le-
vantada para la ocasión: su fuerza principal es la del
orden público, que hace ineficaz la cláusula sin costo
alguno. Lo poco que su aplicación requiera, dar a co-
nocer el principio y seguir con indicadores básicos su
marcha, no pide presupuesto extraordinario: se aco-
moda, de manera gradual, en los programas y los ejer-
cicios fiscales que las dependencias ya tienen. Ni ley
que se descargue entera sobre las instituciones, ni ley
que finja no costar nada: una instrumentación honesta,
escalonada, hecha a la medida de lo que la hacienda
pública puede sostener. Y cuando la exclusión tome el
rostro descarado de la discriminación, la persona po-
drá acudir al Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación, que ya existe y que ya está facultado pa-
ra conocer de la discriminación cometida por
particulares (esta Ley no le inventa una atribución, le
da una dirección). El Estado que se preocupa por estas
familias, aquí, además, se ocupa; y lo hace sin cargar
de más al erario, con la mesura de quien sabe que las
leyes se cumplen cuando se ajustan a lo posible. 

Que el niño no sea un descuento en la cuenta del
arrendador; que el animal que siente no sea una
proscripción escrita con letra chica; que la voluntad
de un contrato encuentre su frontera donde empieza
la dignidad de una familia que sólo pide un techo pa-
ra todos los suyos. 

Esta es la Ley de la familia que llega completa. No pi-
de un privilegio: pide el fin de una exclusión. Y para
lograrlo no inventa nada estridente: confía en un prin-
cipio tan viejo como noble de nuestro derecho, el or-
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den público, puesto al fin al servicio de quienes menos
pueden defenderse: los que apenas empiezan a vivir y
los que sólo saben sentir. México, que fue de los últi-
mos en escribir al animal en su Constitución, bien pue-
de ser el primero en llevar a la familia entera al ampa-
ro de la ley. No es una ley más: es una manera de
mirar. Y una nación, al final, se mide por a quién deci-
de no dejar afuera. 

Por lo expuesto, fundado y motivado, someto a consi-
deración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley Federal del Ac-
ceso Incluyente a la Vivienda en Arrendamiento 

Artículo Único. Se expide la Ley Federal del Acce-
so Incluyente a la Vivienda en Arrendamiento, pa-
ra quedar como sigue: 

Ley Federal del Acceso Incluyente a la Vivienda en
Arrendamiento 

Capítulo Primero
Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, inte-
rés social y observancia general en toda la República.
Tiene por objeto garantizar el acceso incluyente y dig-
no a la vivienda en arrendamiento, y establecer que
las niñas, niños y animales de compañía que integran
el núcleo familiar no constituyen, por su sola presen-
cia, causa lícita para negar, restringir o condicionar
dicho acceso. 

Esta Ley reglamenta, en lo conducente, el artículo 4o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en lo relativo al interés superior de la niñez y
al deber del Estado de garantizar la protección y el
trato adecuado de los animales, y se expide con fun-
damento en las facultades que los artículos 73, frac-
ción XXIX-P, y 73, fracción XXIX-G, de la propia
Constitución confieren al Congreso de la Unión. 

Artículo 2. Esta Ley no regula el contrato de arrenda-
miento ni sus efectos civiles, materia reservada a las
entidades federativas; tampoco regula el régimen de
bienestar animal ni el de los derechos de la niñez, que
se rigen por sus ordenamientos respectivos. Su objeto
se circunscribe a establecer el principio de orden pú-
blico conforme al cual las estipulaciones y prácticas

contrarias al acceso incluyente a la vivienda no pro-
ducen efecto alguno. 

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá
por: 

I. Vivienda en arrendamiento: el uso o goce tempo-
ral de un inmueble destinado a habitación median-
te contraprestación, cualquiera que sea la denomi-
nación del acto y su duración; 

II. Animal de compañía: aquel que, conforme a la
legislación general en materia de bienestar animal,
es mantenido por las personas para su compañía,
sin fin de consumo ni de explotación; 

III. Núcleo familiar: el conjunto de personas que
habitan o habitarán la vivienda, así como los ani-
males de compañía que las acompañan; 

IV. Acceso incluyente: la posibilidad de acceder a
la vivienda en arrendamiento sin ser objeto de ex-
clusión fundada exclusivamente en la presencia de
niñas, niños o animales de compañía. 

Capítulo Segundo
Principios Rectores 

Artículo 4. Son principios rectores de esta Ley: 

I. Orden público e interés social. El acceso inclu-
yente y digno a la vivienda en arrendamiento pre-
valece sobre la autonomía de la voluntad contrac-
tual; 

II. Interés superior de la niñez. En toda cuestión re-
lativa al acceso a la vivienda, la protección de las
niñas, niños y adolescentes es consideración pri-
mordial, conforme al artículo 4o. constitucional y a
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes; 

III. Interés superior del animal sintiente. El bienes-
tar del animal de compañía, por su condición de ser
sintiente, es consideración que debe atenderse en
los términos de la legislación general en materia de
bienestar animal; 

IV. Armonización sin equiparación. Los principios
de las fracciones II y III concurren en la protec-

Lunes 3 de agosto de 2026 Gaceta Parlamentaria117



ción del núcleo familiar frente a la exclusión, sin
que ello implique equiparación entre la niña, el
niño o el adolescente, titulares de derechos huma-
nos cuya primacía se conserva, y el animal de
compañía, cuya protección se funda en su capaci-
dad de sentir;

V. Irrenunciabilidad. El derecho al acceso inclu-
yente reconocido en esta Ley es irrenunciable para
la persona en cuyo favor se establece. 

Capítulo Tercero
Del Acceso Incluyente y su Prevalencia 

Artículo 5. Las cláusulas, actos o prácticas, de cual-
quier persona física o moral, que restrinjan, condicio-
nen o nieguen el acceso a la vivienda en arrenda-
miento por la sola presencia de niñas, niños o
animales de compañía, contravienen el orden público
y no producirán efecto alguno, teniéndose por no
puestas. 

Lo dispuesto en este artículo no requiere declaración
especial para surtir sus efectos, sin perjuicio de que la
persona interesada pueda hacerlo valer ante la auto-
ridad competente. 

Artículo 6. El derecho reconocido en esta Ley es irre-
nunciable. No producirá efecto alguno la renuncia, el
consentimiento anticipado ni la manifestación de vo-
luntad que, bajo cualquier forma o denominación, se
obtenga de la persona para excluir la protección que
esta ley establece. 

Artículo 7. Los anuncios, ofertas y publicaciones de
vivienda en arrendamiento que excluyan de manera
general y anticipada a las personas por la presencia
de niñas, niños o animales de compañía son contra-
rios al acceso incluyente que esta Ley reconoce. 

Capítulo Cuarto
De las Condiciones Razonables y la Responsabilidad 

Artículo 8. El acceso incluyente reconocido en esta ley
no impide ni limita: 

I. El establecimiento de condiciones razonables re-
lativas al uso, conservación, seguridad, higiene y
convivencia en el inmueble; 

II. La responsabilidad de quien ocupa la vivienda
por los daños que ocasione, conforme a la legisla-
ción civil aplicable; 

III. La observancia de las reglas válidas que deri-
ven del régimen de propiedad en condominio o de
la naturaleza del inmueble. 

Las condiciones a que se refiere este artículo no po-
drán emplearse como medio para eludir el acceso in-
cluyente ni para reintroducir, por vía indirecta, la ex-
clusión que esta ley proscribe. 

Capítulo Quinto. De la Concurrencia y las Autori-
dades 

Artículo 9. La Federación, las entidades federativas,
los municipios y las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, observarán y harán valer el principio
de acceso incluyente que esta ley establece. 

Artículo 10. Las autoridades que, conforme al orden
jurídico vigente, tienen a su cargo la protección de los
derechos de la niñez, la protección y el bienestar de
los animales, la política de vivienda o la prevención
de la discriminación, atenderán el principio de acceso
incluyente en el ejercicio de las atribuciones que ya
les corresponden, sin que esta Ley cree estructuras,
órganos, plazas o facultades sancionadoras nuevas. 

Artículo 11. En los procedimientos del orden civil relati-
vos al arrendamiento de vivienda, las autoridades juris-
diccionales competentes aplicarán el principio de orden
público que esta Ley reconoce, teniendo por no puestas
las estipulaciones contrarias, conforme a la legislación
civil aplicable en materia de nulidad de los actos ejecu-
tados contra leyes de orden público o de interés social. 

Artículo 12. La negativa, restricción o condiciona-
miento del acceso a la vivienda en arrendamiento fun-
dada exclusivamente en la presencia de niñas, niños o
animales de compañía podrá hacerse valer, cuando
constituya un acto de discriminación, ante el Consejo
Nacional para Prevenir la Discriminación, en térmi-
nos de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación, sin perjuicio de los demás medios de de-
fensa que correspondan. Esta Ley no confiere al
Consejo atribución distinta de las que dicho ordena-
miento ya le otorga.
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Capítulo Sexto
De la Remisión a la Legislación de la Materia 

Artículo 13. En lo relativo al bienestar y la protección
del animal de compañía, esta Ley se estará a lo dis-
puesto por la legislación general en materia de bien-
estar animal. En lo relativo a los derechos de la niñez,
se estará a lo dispuesto por la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. La instrumentación de esta Ley se realizará
de manera gradual y progresiva, conforme a la dispo-
nibilidad presupuestaria de las dependencias y entida-
des competentes. Las acciones que de ella deriven se
incorporarán a los programas presupuestarios y a los
instrumentos de planeación ya existentes en cada de-
pendencia, de modo que su cumplimiento se integre a
la operación ordinaria y a la programación de los ejer-
cicios fiscales subsecuentes, sin requerir la creación de
nuevas estructuras orgánicas. En un primer ejercicio,
las autoridades competentes darán prioridad a las ac-
ciones de divulgación del principio de acceso inclu-
yente y al establecimiento de indicadores básicos de
seguimiento, a fin de que la aplicación de la Ley se
despliegue de forma ordenada y verificable. 

Tercero. Las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal proveerán lo necesario para que
las funciones que esta Ley reconoce se ejerzan dentro
de las atribuciones que ya les corresponden, previendo
su incorporación progresiva en la programación y el
presupuesto de los ejercicios fiscales siguientes, con-
forme a la suficiencia presupuestaria autorizada. La
aplicación de esta ley no genera, por sí misma, la crea-
ción de plazas ni de unidades administrativas nuevas. 

Cuarto. Las autoridades federales y locales, en el ám-
bito de sus respectivas atribuciones, reconocerán y ob-
servarán el principio de acceso incluyente a la vivienda
en arrendamiento, sin perjuicio de la distribución de
competencias que establezca el orden jurídico aplicable. 

Quinto. Las referencias que esta ley hace a la legisla-
ción general en materia de bienestar animal se enten-

derán hechas al ordenamiento que, en desarrollo del
artículo 73, fracción XXIX-G de la Constitución, ex-
pida el Congreso de la Unión. 
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Dado en el salón de sesiones de la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, a 29 de ju-
lio de 2026. 

Diputado Felipe Miguel Delgado Carrillo (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Vivienda, con opinión de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública. Julio 29 de 2026.)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE PROTEC-
CIÓN DE LOS SUJETOS DE INVESTIGACIÓN EN SITUACIÓN
DE VULNERABILIDAD ECONÓMICA, RECIBIDA DEL DIPUTA-
DO FELIPE MIGUEL DELGADO CARRILLO, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE JULIO DE
2026

El que suscribe, Felipe Miguel Delgado Carrillo, dipu-
tado federal, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de
la Ley General de Salud, en materia de protección de
los sujetos de investigación en situación de vulnerabi-
lidad económica, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Cada año, miles de mexicanos de entre dieciocho y cin-
cuenta y cinco años prestan su cuerpo a la ciencia por
un pago. No están enfermos ni esperan curarse: ofrecen
sus venas para que un medicamento genérico demues-
tre que sirve, y a cambio reciben unos miles de pesos
que con frecuencia son la razón entera de su presencia
en la clínica. La ley los mira firmar y da por buena su
voluntad. No mira lo que esa firma tuvo que vencer.

Eje 1

El punto ciego del consentimiento

Proteger la salud no es solo abrir la puerta del hospi-
tal. El artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos ordena algo más hondo:
resguardar la integridad y la dignidad de quienes pres-
tan su cuerpo a la investigación biomédica —esa de la
que depende el avance de la medicina y, con él, la sa-
lud de las generaciones por venir—. El derecho a la sa-
lud alcanza también a quien la hace posible desde el
otro lado de la jeringa.

El Título Quinto de la Ley General de Salud, y en par-
ticular su artículo 100, ya exige el consentimiento in-
formado del sujeto y la vigilancia de las autoridades
sanitarias. Pero ese diseño mira la vulnerabilidad por
un solo ojo: la ve cuando nace de la subordinación je-
rárquica o de la pertenencia a un grupo, y la pierde de
vista cuando nace de la necesidad económica. Hay una
vulnerabilidad que no está en quién es el sujeto, sino
en cuánto le hace falta el dinero. Esa es la que la ley
no alcanza a ver.

Cuando una persona en situación de precariedad acep-
ta someterse a un estudio porque la compensación re-
suelve una urgencia material, el consentimiento se
otorga bajo una presión que la ley no mira. La bioéti-
ca contemporánea ha nombrado con precisión ese ries-
go: el incentivo indebido, que se configura cuando el
pago, más que retribuir el tiempo y las cargas que el
estudio impone, compra en los hechos la voluntad. No
se trata de prohibir la compensación, que es legítima,
ni de atarla a la magnitud del riesgo asumido, sino de
impedir que sustituya al consentimiento libre.

Eje 2

Cuando prestarse a la ciencia se vuelve oficio

Para que un medicamento genérico obtenga registro
sanitario, la normatividad exige acreditar que es inter-
cambiable con el de referencia, lo que se demuestra
mediante estudios de bioequivalencia realizados en
personas sanas. Estos estudios no ofrecen beneficio te-
rapéutico a quien participa: su único incentivo es la
compensación económica. De esa mecánica surge una
figura que el marco vigente no contempla: la persona
que hace de la participación repetida en protocolos una
fuente habitual de ingreso.

Nada de esto es sospecha: está documentado, y su
puerta de entrada es la informalidad. El reclutamiento
no ocurre por las vías formales que el rigor exige, sino
en redes sociales abiertas: laboratorios que publican en
Facebook convocatorias como quien anuncia un em-
pleo de fin de semana —“Continuamos reclutando…
dos internamientos, solo hombres; acudir con ayuno
de doce horas y copias de la CURP”—. A esa puerta
acuden, sobre todo, estudiantes y personas que buscan
un ingreso rápido, atraídas incluso por los estudios clí-
nicos gratuitos que en cualquier laboratorio costarían
miles de pesos.
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Los números confirman la escala. Reportes de prensa
nacional consignan compensaciones que la norma or-
dena fijar según el riesgo y el tiempo —en un rango
que suele ir de los dos mil a los diez mil pesos por es-
tudio— y un incremento sostenido de voluntarios en la
última década. Y al agravio ético se suma un peligro
físico: quien encadena estudios en distintas unidades
acumula sustancias en el cuerpo y quema los periodos
de reposo entre dosis, sin que instancia alguna lo vigi-
le de forma integrada.

Detrás de cada estudio hay un rostro. Hay quien des-
pierta a las seis de la mañana con el catéter puesto en
el brazo, aguarda a que midan sus signos vitales, en-
trega los últimos tubos de sangre y, tras quince días, un
mes o tres, vuelve a pasar por el mismo trance para co-
brar su cheque. Ese es el voluntario recurrente que la
ley debe cuidar. Y ese vínculo — experimental por na-
turaleza, incierto en sus efectos primarios y secunda-
rios— con demasiada frecuencia se traba sin instru-
mento formal alguno: sin convenio, sin contrato, sin
documento que deje constancia de lo acordado. Cuan-
do algo sale mal, no queda papel que permita a la au-
toridad reconstruir lo ocurrido ni deslindar responsabi-
lidades. Y así la persona queda expuesta: expuesta al
fármaco cuyos efectos primarios y secundarios nadie
puede anticipar del todo, y expuesta al vacío jurídico
que la deja sin fiador si el daño llega.

Ante todo esto, el marco vigente calla en el rango que
importa. Hay una norma técnica que regula al labora-
torio y al estudio, pero ninguna disposición de rango
de ley que impida la participación simultánea o enca-
denada por debajo de los umbrales de seguridad, que
fije un límite verificable a la compensación anual, ni
que exija que la relación con el sujeto conste por es-
crito. La falta de restricción, la falta de visibilidad y la
falta de formalidad de los instrumentos jurídicos que
deberían ordenar esta relación obligan a observarla y a
que la autoridad pueda intervenir cuando el daño ocu-
rra. Lo que existe es un padrón sin rango de ley; lo que
falta es la obligación de consultarlo, el límite que lo
haga servir y la formalidad que vuelva reclamable la
responsabilidad.

México no legisla a ciegas ni en soledad. El consenso
ético internacional que rige la investigación en seres
humanos —del que México es parte por los principios
de la Declaración de Helsinki y las pautas de las orga-
nizaciones internacionales de las ciencias médicas—

reconoce a la persona sana que se presta a un estudio
sin beneficio para su salud como un grupo que merece
protección específicamente considerada, y llama a los
Estados a montar sistemas que corten la participación
repetida. Pocos han respondido: solo tres países ope-
ran un registro obligatorio, y uno solo en el mundo ha
fijado un tope al pago anual del voluntario. Esta Ini-
ciativa no importa ninguna de esas figuras: traduce el
estándar al orden jurídico nacional con anclaje propio
en el artículo 4o. constitucional y en la arquitectura de
la Ley General de Salud, y coloca a México en esa
vanguardia estrecha por derecho propio.

Eje 3

Cuatro cerrojos sobre el andamiaje que ya existe

Esta Iniciativa no multiplica prohibiciones: instala
cuatro cerrojos sobre la ley que ya tenemos. El prime-
ro devuelve al Comité de Ética una pregunta que hoy
nadie está obligado a hacerse. Al reformar el artículo
100, la valoración de si la compensación constituye un
incentivo indebido deja de ser un escrúpulo de con-
ciencia y se vuelve deber escrito, con constancia en el
expediente. No se prohíbe pagar —pagar es legíti-
mo—; se prohíbe que nadie se pregunte si el pago es-
tá comprando la voluntad.

El segundo cerrojo saca el vínculo de la sombra. El
consentimiento informado ya existe y protege la vo-
luntad; lo que falta es que la relación misma deje ras-
tro. Si el reclutamiento entra por una convocatoria de
Facebook, lo menos que la ley puede exigir es que la
participación no quede en un apretón de manos: la
fracción VIII del artículo 100 obliga a que conste en
un instrumento de trazabilidad, un documento por es-
crito —distinto del consentimiento— que registre la
relación entre el sujeto y quien investiga, para efectos
de responsabilidad. No es papeleo: es la diferencia en-
tre poder reconstruir lo ocurrido cuando algo sale mal
y no poder hacerlo. Sin ese rastro no hay responsabili-
dad reclamable, y sin responsabilidad reclamable la
protección es una promesa sin fiador.

El tercer cerrojo llena un hueco de rango: hoy la auto-
ridad administra listas, pero ninguna ley ordena con-
sultarlas. El artículo 100 Bis crea el Registro Nacional
de Sujetos de Investigación, padrón confidencial y
único para todo el territorio que el investigador está
obligado a revisar antes de reclutar: para confirmar
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que la persona no cursa un periodo de exclusión, que
no participa a la vez en dos estudios, y que su com-
pensación anual acumulada no rebasa el tope que fije
la Secretaría. El carácter único no es tecnicismo. La
experiencia enseña una lección incómoda: donde el re-
gistro se fragmenta por sitio o su consulta es potestati-
va, se vacía; solo el padrón nacional y de consulta
obligatoria protege de verdad. Y con el tope anual de
compensación México se sitúa donde apenas una ju-
risdicción en el mundo ha llegado.

Un padrón, además, protege sin exponer. Su trata-
miento se sujeta a la Ley General de Protección de Da-
tos Personales en Posesión de Sujetos Obligados
(LGPDPPSO): recaba solo el dato indispensable, no
guarda información clínica y opera bajo los principios
de finalidad, proporcionalidad y confidencialidad. Se
cuida a la persona con la misma mano con que se le
cuida la salud.

El cuarto cerrojo le pone diente a los tres primeros. De
poco sirve un deber que se puede incumplir de gracia.
Por eso el artículo 101 dispone que la omisión de con-
sultar el Registro, la falta del instrumento de trazabili-
dad, o el desacato de los periodos de exclusión o del
monto máximo, se sancionen en los mismos términos
que las demás faltas de la Ley. Tres artículos, ni uno
más: no se crea una ley nueva, no se desplaza autori-
dad alguna, no se inventa burocracia. Se afina el anda-
miaje que ya existe, se reserva a la ley el principio y el
deber, y se remite al reglamento el umbral y la opera-
ción, como manda la buena técnica.

Y porque una buena ley no se mide solo por lo que or-
dena, sino por si puede cumplirse, esta Iniciativa no
exige que el Registro nazca completo de un día para
otro. Dispone su implementación gradual, por etapas y
con indicadores medibles, empezando por las unida-
des de mayor volumen: así la autoridad sanitaria cons-
truye sobre datos ciertos, dimensiona el costo real an-
tes de asumirlo y no queda atada a una carga
presupuestal indefinida. Exigir lo posible es la forma
seria de exigir.

Reconocer la vulnerabilidad económica como catego-
ría que reclama salvaguardas propias no es un adorno
del discurso. Es el reverso jurídico de una convicción
simple: la salud de las generaciones que vienen no
puede levantarse sobre la dignidad vencida de los más
pobres de esta. 

La ciencia que salva mañana no puede comprar el con-
sentimiento de quien hoy no tiene con qué decir que no.

Tabla comparativa

Por lo expuesto, fundado y motivado, someto a consi-
deración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Salud, en
materia de protección de los sujetos de investiga-
ción en situación de vulnerabilidad económica
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Artículo Único. Se reforma la fracción IV del artícu-
lo 100; se adiciona una nueva fracción VIII al artícu-
lo 100, recorriéndose la actual en el orden subsecuen-
te; se adiciona un artículo 100 Bis; y se reforma el
artículo 101, todos de la Ley General de Salud, para
quedar como sigue:

Artículo 100. La investigación en seres humanos se
desarrollará conforme a las siguientes bases:

I. a III. …

IV. Se deberá contar con el consentimiento infor-
mado por escrito del sujeto en quien se realizará la
investigación, o de su representante legal en caso de
incapacidad legal de aquél, una vez enterado de los
objetivos de la experimentación y de las posibles
consecuencias positivas o negativas para su salud,
así como de la valoración que el Comité de Ética en
Investigación deberá realizar sobre si la compensa-
ción ofrecida, que solo podrá retribuir el tiempo y
las cargas que el estudio impone al sujeto, puede
constituir un incentivo indebido en atención a su si-
tuación socioeconómica, dejando constancia de ello
en el expediente del protocolo;

V. a VII. …

VIII. Tratándose de sujetos sanos que participen
en estudios sin beneficio terapéutico directo, in-
cluidos los estudios de bioequivalencia, biodispo-
nibilidad y farmacología clínica, además del con-
sentimiento informado a que se refiere la fracción
IV, la participación deberá hacerse constar en un
instrumento por escrito que documente la relación
entre el sujeto y quien realiza la investigación y
permita su trazabilidad para efectos de responsa-
bilidad; y el investigador principal deberá inscri-
bir dicha participación en el Registro Nacional de
Sujetos de Investigación y consultarlo previamen-
te, en los términos del artículo 100 Bis de esta
Ley, y

IX. Las demás que establezca la correspondiente re-
glamentación.

Artículo 100 Bis. La Secretaría de Salud integrará y
administrará el Registro Nacional de Sujetos de Inves-
tigación, único para todo el territorio nacional y de ca-
rácter confidencial, en el que se inscribirá a las perso-

nas sanas que participen en estudios sin beneficio te-
rapéutico directo.

Antes de incluir a un sujeto, el investigador principal
deberá consultar el Registro para verificar que:

I. La persona no se encuentre dentro del periodo de
exclusión derivado de su participación en otro estu-
dio, ni participe simultáneamente en más de uno, y

II. La suma de la compensación por percibir y de las
percibidas por la persona durante los doce meses
anteriores no exceda el monto máximo anual que
determine la Secretaría.

El tratamiento de los datos personales contenidos en el
Registro se sujetará a la Ley General de Protección de
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.
El Registro recabará únicamente los datos indispensa-
bles para verificar lo previsto en este artículo, bajo los
principios de finalidad, proporcionalidad y confiden-
cialidad, y no contendrá información clínica de los su-
jetos.

El reglamento establecerá la duración de los periodos
de exclusión según la naturaleza de cada estudio, los
criterios para fijar el monto máximo anual de compen-
sación y las reglas de operación, consulta y actualiza-
ción del Registro.

Artículo 101. Quien realice investigación en seres hu-
manos en contravención a lo dispuesto en esta Ley y
demás disposiciones aplicables, se hará acreedor de
las sanciones correspondientes. Se sancionará en los
mismos términos a quien incluya a un sujeto de inves-
tigación sin el instrumento de trazabilidad a que se re-
fiere la fracción VIII del artículo 100, sin haber con-
sultado el Registro Nacional de Sujetos de
Investigación, o inobservando los periodos de exclu-
sión o el monto máximo anual de compensación pre-
vistos en el artículo 100 Bis.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con un plazo
de ciento ochenta días naturales, contados a partir de
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la entrada en vigor del presente decreto, para realizar
las adecuaciones reglamentarias necesarias para la in-
tegración, operación y consulta del Registro Nacional
de Sujetos de Investigación.

Tercero. La puesta en operación del Registro Nacional
de Sujetos de Investigación se realizará de manera gra-
dual y por etapas, conforme a un programa que la Se-
cretaría de Salud publicará con indicadores de cobertu-
ra y funcionamiento medibles y verificables. La
primera etapa comprenderá a las unidades autorizadas
de mayor volumen de estudios, y las etapas subsecuen-
tes ampliarán la cobertura hasta alcanzar la operación
plena en todo el territorio nacional. La obligación de
inscripción y consulta prevista en la fracción VIII del
artículo 100 será exigible respecto de cada unidad con-
forme esta se incorpore al Registro; el consentimiento
informado, el instrumento de trazabilidad y la obser-
vancia de los periodos de exclusión serán exigibles
desde la entrada en vigor del presente decreto.

Cuarto. La instrumentación de lo previsto en el pre-
sente decreto se realizará de manera progresiva, en
función de la disponibilidad presupuestaria de la Se-
cretaría de Salud y atendiendo a la gradualidad esta-
blecida en el artículo transitorio anterior. Las acciones
correspondientes se atenderán con los recursos huma-
nos, materiales y financieros con que cuente la Secre-
taría, por lo que su ejecución no dará lugar a la crea-
ción de estructuras administrativas ni a la autorización
de recursos adicionales, y avanzará conforme dichos
recursos lo permitan.
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Dado en el salón de sesiones de la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, a 29 de ju-
lio de 2026.

Diputado Felipe Miguel Delgado Carrillo (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Salud. Julio 29 de 2026.)
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